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a JUSTIFICACIÓN  
Y ANTECEDENTES

De acuerdo con los párrafos 26 y 27 del 
Convenio de Viena sobre el Derecho 

de los Tratados, todo tratado internacional en vigor debe ser 
cumplido de buena fe por los Estados Parte y no podrá invo-
car las disposiciones de su derecho interno como justificación 
para la omisión del mismo. En ese sentido, el Estado mexicano 
se encuentra obligado, ante la comunidad internacional, a lle-
var a cabo lo establecido en las normas de derechos humanos, 
así como las recomendaciones emitidas por sus mecanismos 
de protección.

Lo anterior se fortaleció con la reforma en materia de 
derechos humanos de 2011, en la cual se modificaron los ar-
tículos 1, 3, 11, 15, 18, 29, 33, 89, 97, 102 apartado B y 105 
fracción II de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos (Cpeum en adelante), reforma considerada nuevo 
paradigma para la protección, promoción, respeto y garantía 
de los derechos fundamentales de las personas en el país.

De acuerdo con Carmona (2011), los cambios en la Cpeum 
propiciados por dicha reforma pueden agruparse en dos gran-
des rubros: por un lado, los relacionados con la armonización 
constitucional y el derecho internacional,1 y por otro, los que 

1  a) La modificación a la denominación misma del capítulo que agrupa los 
derechos básicos; b) el otorgamiento de rango constitucional a los trata-
dos internacionales en materia de derechos humanos; c) la ampliación de 
hipótesis de no discriminación; d) la educación en materia de derechos 
humanos; e) el derecho de asilo y de refugio; f) el respeto a los derechos 
humanos en la operación del sistema penitenciario y,  g) los derechos huma-
nos como principio de la política exterior mexicana (Carmona, 2011, p. 40).

J



9

se refieren a la ampliación de las herramien-
tas para hacer valer procesalmente los dere-
chos ante los operadores jurídicos.2

En ese sentido, justificar la pertinencia de 
que los Estados elaboren planes de acción 
para fortalecer el cumplimiento de los dere-
chos humanos nos remite a la adopción de la 

2  a) La interpretación conforme; b) el principio pro 
persona; c) los principios de universalidad, interdepen-
dencia, indivisibilidad y progresividad; las obligaciones de 
prevención, investigación, sanción y reparación de viola-
ciones a los derechos humanos; d) la prohibición de ce-
lebrar tratados que alteren o menoscaben los derechos 
humanos, tanto los previstos en la Constitución, como 
en otros instrumentos de derechos humanos ratifica-
dos; e) la regulación de los límites casos y condiciones 
para suspensión y restricción provisional del ejercicio 
de alguno de los derechos humanos; f) el requisito de 
previa audiencia para la expulsión de extranjeros; g) la 
exigencia de que las autoridades funden, motiven y ha-
gan pública, en su caso la negativa de aceptar o cumplir 
las recomendaciones que les dirijan las comisiones de 
derechos humanos, así como la posibilidad de que las 
autoridades comparezcan ante los órganos legislativos 
correspondientes a explicar los motivos de su negativa; 
h) la ampliación de la competencia de las comisiones 
de derechos humanos para conocer de asuntos labora-
les; i) el traslado a la Comisión Nacional de Derechos 
Humanos, de la facultad investigadora asignada original-
mente a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y j) 
la posibilidad de que las acciones de inconstitucionali-
dad que puedan presentar la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos y los organismos respectivos en 
las entidades federativas, en el ámbito de su respectiva 
competencia, contra leyes de carácter federal, estatal y 
del Distrito Federal, así como de tratados internaciona-
les, se puedan enderezar respecto de violaciones a los 
derechos humanos previstos en la Constitución, pero 
también en los tratados internacionales de derechos 
humanos (Carmona, 2011, pp. 40-41).

Declaración y Programa de Acción de Viena, 
emanada de la Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos de 1993. En dicho documento 
los Estados Parte se comprometieron a dise-
ñar un plan nacional de acción para identificar 
las medidas adecuadas que mejoraran el res-
peto, la promoción, protección y garantía de 
los derechos humanos. En el entendido de que 
un acercamiento comprensivo y estructurado 
de los gobiernos con la planeación facilitaría la 
realización de las normas internacionales; pro-
movería la armonización de la legislación na-
cional; consolidaría políticas públicas conside-
rando el carácter universal, indivisible e inter-
dependiente de los derechos civiles, políticos, 
económicos, sociales y culturales; y, fomentaría 
la corresponsabilidad entre las instituciones 
gubernamentales, los organismos públicos de 
derechos humanos y la sociedad civil.

Por ello, durante 2002, la Oficina del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos (aCnudh) publicó el 
“Manual sobre planes nacionales de acción en 
derechos humanos”, en el cual propuso una 
metodología y estrategias participativas para 
elaborar planes con los cuales los Estados es-
tablecieran rutas claras para cumplir con sus 
compromisos internacionales.

En México, con la instalación de la Oficina 
del Alto Comisionado de las Naciones Uni-
das para los Derechos Humanos (oaCnudh) 
se elaboró un Diagnóstico nacional en 2003, 
el cual identificó las causas estructurales de 
las violaciones a los derechos humanos en el 
país y definió recomendaciones y propuestas 



10

D
iag

nó
sti

co
 y

 A
ge

nd
a 

Es
tra

té
gic

a 
de

 D
er

ec
ho

s H
um

an
os

 d
el 

Es
ta

do
 d

e 
O

ax
ac

a para superarlas. Una de dichas propuestas fue 
profundizar en las situaciones específicas de 
cada entidad federativa para aterrizar de me-
jor manera las políticas públicas necesarias.

Para coadyuvar con dicho objetivo, en 
2006 la oaCnudh presentó y difundió una 
“Metodología para elaborar diagnósticos 
y programas de derechos humanos en las 
entidades federativas”, la cual, basada en el 
“Manual sobre planes nacionales de acción 
en derechos humanos”, propuso:

a. los pasos para estructurar las herra-
mientas de diagnóstico y programa re-
tomando la experiencia generada a nivel 
nacional y fundada en la utilización del 
derecho internacional de los derechos 
humanos como directriz de análisis, y,

b. esquema de organización a nivel estatal a 
través de Comités Coordinadores para 
garantizar que los procesos de elabora-
ción fuesen participativos y fomentaran 
la colaboración entre gobierno y socie-
dad civil.

La congruencia de elaborar diagnósticos y 
planes de acción o programas de derechos 
humanos locales (como se les denomina en 
México) se encuentra en el reconocimiento 
de que las entidades federativas también son 
entes obligados a cumplir los compromisos 
asumidos en la normatividad internacional y, 
por tanto, requieren de herramientas espe-
cíficas que diagnostiquen las situaciones que 
obstaculizan el ejercicio de los derechos hu-

manos, para así establecer las acciones que se 
deben emprender para superarlas.

En Oaxaca, para asumir parte de dicho 
compromiso, en el Plan Estatal de Desarro-
llo 2011-2016 (ped) se estableció como eje 
transversal de acción el enfoque de derechos 
humanos, aplicable a todas las políticas públi-
cas locales y todas las entidades y dependen-
cias de la administración pública estatal. Para 
cumplir con esa responsabilidad, se planteó 
como estrategias, entre otras, la elaboración 
de un diagnóstico y un programa de derechos 
humanos en el nivel local,3 de los cuales se 
deriva la competencia y sustento para desa-
rrollar el presente ejercicio.

Asimismo, el artículo 2 de la Ley de Planea-
ción del Estado de Oaxaca establece que dicho 
proceso se llevará a cabo como un medio para 
el eficaz desempeño de la responsabilidad del 
Gobierno del Estado sobre el desarrollo inte-

3  ped Estrategia 1.1 Elaboración de un diagnós-
tico estatal de derechos humanos, considerando los 
estándares emanados del derecho internacional de los 
Derechos Humanos, con la  participación de la socie-
dad civil, instituciones académicas, Comisión Estatal de 
Derechos Humanos, Poder Ejecutivo, Judicial y Legis-
lativo, contando con la asesoría técnica de la Oficina 
del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos (oaCnudh). ped Estrategia 
1.2. Elaboración de un Programa Estatal de Derechos 
Humanos en el Estado de Oaxaca, con la participación  
de la sociedad civil, instituciones académicas, Comisión 
Estatal de Derechos Humanos, Poder Ejecutivo, Judicial 
y Legislativo, contando con la asesoría técnica de la Ofi-
cina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos (pp. 51-52).
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gral de la entidad y deberá tender a la consecu-
ción de los fines y objetivos sociales, culturales, 
económicos y políticos contenidos en la Cpeum.

Además de lo impulsado mediante las 
instancias públicas y lo establecido en la 
normatividad local, un factor fundamental y 
decisivo para la realización de un diagnósti-
co de derechos humanos en Oaxaca fue la 
participación e involucramiento de las orga-
nizaciones de la sociedad civil en el proce-
so, ya que su disposición para coordinarse 
corresponsablemente entre ellas y a su vez 

con las distintas instancias públicas, es refle-
jo de la voluntad política que prevalece en la 
ciudadanía de la entidad para impulsar accio-
nes que impulsen el efectivo disfrute de los 
derechos humanos.

En ese sentido, atender el cumplimiento 
de los derechos humanos desde el ámbi-
to local con herramientas de planeación es 
fundamental para alcanzar los estándares 
establecidos en las normas internacionales 
mediante la utilización de estrategias de me-
diano y largo plazo.
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a EL ENFOQUE 
DE DERECHOS 
HUMANOS

Definición

El enfoque de derechos humanos es un 
marco conceptual, normativo y metodo-

lógico que utiliza como base y referencia lo establecido en el 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos (didh). Di-
cho enfoque puede ser aplicado en distintos ámbitos, por tan-
to, su objetivo con los Estados es que las distintas estrategias, 
procesos, políticas públicas, programas, marcos normativos y 
actividades que realiza –incluyendo todos sus niveles y pode-
res de gobierno– consideren y se desarrollen de acuerdo con 
lo establecido en la normatividad internacional.

Su construcción conceptual y operativa inició en el diseño 
de estrategias de desarrollo y combate a la pobreza, con la in-
tención de emplearlo de forma transversal en las obligaciones 
y los principios establecidos en el didh.

La idea esencial tras la adopción del enfoque de derechos 
humanos en el ámbito del desarrollo y la reducción de la po-
breza [fue] que las políticas e instituciones que tienen por 
finalidad impulsar estrategias en esa dirección se deben basar 
explícitamente en las normas y principios establecidos en el 
didh (Abramovich, 2006, p. 40).

Asimismo, las responsabilidades adquiridas por los Estados 
a partir de los instrumentos internacionales coadyuvan en la 
planeación, implementación y evaluación de los programas de 
desarrollo, las estrategias, procesos y actividades gubernamen-
tales, los marcos normativos nacionales y locales, y las resolu-
ciones de los sistemas de impartición de justicia. De esa mane-

e
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ra, el enfoque de derechos humanos aplicado 
de forma transversal en los fines y actividades 
del Estado colocan la nueva concepción de de-
finir a las personas como sujetas de derechos.

Obligaciones  
del Estado

Existe la posibilidad de que cualquier persona 
o grupo viole derechos humanos, sin embargo, 
de acuerdo con la normatividad internacional 
vigente, los Estados son quienes deben de 
asumir obligaciones generales para el cumpli-
miento de esos derechos. Así, los Estados, al 
ser parte de los instrumentos del didh, asu-
men la responsabilidad de respetar, proteger 
y cumplir con los derechos, y aunque existen 
algunas obligaciones específicas por cada uno 
de ellos, en general éstas se aplicarán para los 
derechos civiles, políticos, económicos, socia-
les y culturales (oaCnudh, 2011).

Las obligaciones del Estado mexicano en 
materia de derechos humanos se establecen 
en el artículo 1 de su Constitución Política de 
la siguiente forma:

Todas las autoridades, en el ámbito de sus 
competencias, tienen la obligación de promo-
ver, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos de conformidad con los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad 
y progresividad. En consecuencia, el Estado 
deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar 
las violaciones a los derechos humanos, en los 
términos que establezca la ley (ver cuadro 1).

Contenido de los 
derechos humanos

El didh es el conjunto de normas desarrolladas 
por la comunidad estatal que dotan de conte-
nido a los derechos humanos y establecen una 
serie de obligaciones para los Estados. Por tan-
to, en él también encontramos los contenidos 
que estructuran el enfoque de derechos huma-
nos. El cuerpo jurídico de las normas interna-
cionales establece el contenido obligacional de 
los Estados para con los derechos humanos, 
que a su vez nos permite conocer de qué se 
tratan o qué significan los mismos.

Algunas fuentes del didh son: los nueve 
tratados básicos en materia de derechos hu-
manos –los cuales también se conocen como 
pactos o convenios– que constituyen el siste-
ma universal de derechos humanos;4 la Decla-
ración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre junto con la Convención Ameri-

4  Los tratados básicos en materia de derechos huma-
nos son: el Pacto Internacional de los Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales; el Pacto Internacional 
de los Derechos Civiles y Políticos: Convención Inter-
nacional sobre la Eliminación de Todas las Forma de 
Discriminación Racial; Convención sobre la Eliminación 
de Todas las formas de Discriminación contra la Mujer; 
Convención sobre la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos y Degradantes; Convención sobre 
los Derechos del Niño; Convención Internacional so-
bre los Derechos de Todos los Trabajadores Migrato-
rios y sus Familiares; Convención Internacional para la 
Protección de Todas las personas contra las Desapari-
ciones Forzadas y la Convención sobre los Derechos 
de las Personas con Discapacidad.
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a Cuadro 1. Obligaciones del Estado mexicano en materia de derechos humanos establecidas 
en la Constitución política

Tipo de obligación Descripción

Respetar

El Estado, en cualquiera de sus niveles (federal, estatal o municipal) e indepen-
dientemente de sus funciones (ejecutivo, legislativo o judicial), debe abstenerse 
de interferir con el goce de los derechos humanos.

Proteger

Las y los agentes estatales, en el marco de sus respectivas funciones, deben 
adoptar medidas (como crear marcos jurídicos adecuados o la maquinaria 
institucional necesaria) para prevenir las violaciones a los derechos humanos, 
especialmente por parte de los particulares, pero también de los entes públicos. 
Esta obligación incluye la necesidad de crear todos los mecanismos o garantías 
necesarias para hacerlos exigibles ante tribunales, órganos cuasi jurisdiccionales 
de defensa de los derechos humanos u órganos de supervisión.

Garantizar

Tomar acciones que permitan el acceso a los derechos humanos y garantizar 
su disfrute cada vez que una persona (o grupo) no pueda, por razones ajenas a 
su voluntad, poner en práctica el derecho por sí misma con los recursos a su 
disposición. Implica crear la infraestructura legal e institucional de la que depen-
da la realización práctica del derecho; a diferencia de la obligación de proteger, 
el principal objetivo aquí es darle efectividad a los derechos. Esta obligación 
también incluye que los Estados deban tomar medidas para prevenir, investigar 
y sancionar las violaciones a los derechos humanos, así como de reparar el 
derecho violado.

Promover

Se refiere a la adopción de medidas de largo alcance para la realización del de-
recho. Se trata de una obligación de carácter netamente progresivo para lograr 
cambios en la conciencia pública, en la percepción, en el entendimiento, o en la 
capacidad de afrontar un determinado problema.

Nota: Cuadro elaborado con información de la oaCnudh (2011). 20 claves para conocer y comprender mejor los dere-
chos humanos. México, p. 12.
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cana de Derechos Humanos, que son los dos 
principales documentos del sistema interame-
ricano de derechos humanos; los protocolos 
derivados de esos tratados; las declaraciones, 
principios, directrices, informes y códigos de 
conducta impulsados desde los mecanismos 
de protección internacional y regional; las sen-
tencias y resoluciones de los diversos órganos 
jurisdiccionales de defensa de los derechos 
humanos; y las observaciones generales, reco-
mendaciones y opiniones consultivas prove-
nientes de los Comités de Naciones Unidas, la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(Cidh) y los relatores temáticos o por país.

Adoptar el enfoque de derechos humanos 
implica conocer y aplicar el contenido obliga-
cional establecido en el didh en cualquiera de 
las funciones del Estado, es decir, recuperar lo 
comprendido en las normas internacionales y 
darles vida mediante actividades que realizan 
los gobiernos, ya sea en el ámbito ejecutivo, 
legislativo y judicial o en los niveles, federal, 
estatal o municipal.

Principios 
transversales

Un elemento más del enfoque de derechos 
humanos son los principios transversales, és-
tos también se encuentran dentro del didh y 
son indispensables para generar una base que 
favorezca la realización de los derechos hu-
manos o el cumplimiento de las obligaciones 
internacionales de los Estados.

Igualdad y no discriminación

Este principio es a su vez un derecho con-
sagrado en los artículos 2 y 3 del Pacto In-
ternacional de Derechos Civiles y Políticos, 
y en los artículos 1 y 24 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. La 
no discriminación es un derecho base para 
el goce del resto de los derechos y supone 
una amplia gama de obligaciones a cargo del 
Estado. El artículo 1 de la Cpeum alberga este 
derecho desde 2001 y su contenido se refor-
zó con la reforma constitucional en materia 
de derechos humanos de junio de 2011.

El derecho a la igualdad obliga a los Esta-
dos a velar por la observancia de los dere-
chos humanos sin discriminación por motivo 
alguno, incluidos el sexo, el origen étnico, el 
idioma, la religión, la opinión política o de 
otra índole, el origen nacional o social, la per-
tenencia a una minoría nacional, la posición 
económica, el nacimiento, la edad, la discapa-
cidad, la preferencia sexual, la identidad de 
género o la condición social o de otro tipo.

Los sistemas de planeación, los procesos de 
implementación y los mecanismos de evalua-
ción que generen los gobiernos deben coadyu-
var en la eliminación de las causas subyacentes 
y sistémicas de la discriminación, con el fin de 
promover una igualdad auténtica y sustantiva.

Participación

La participación es un principio de aplicación 
transversal dentro del enfoque de derechos 
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a humanos, lo cual significa que debiera cruzar 
por los diferentes procesos que los Estados 
emprenden para cumplir sus obligaciones en 
la materia.

La participación va mucho más allá de la 
mera consulta o de ser un apéndice técnico 
al diseño de los proyectos, (…) ha de con-
siderarse más bien como algo que promue-
ve una conciencia crítica y la adopción de 
decisiones como base para una ciudadanía 
activa (aCnudh, 2006, p. 26).

Contar con un proceso participativo eficaz 
es un factor clave para el éxito de cualquier 
proceso. Con ello se aumenta el sentido de 
apropiación y de control sobre las actividades 
gubernamentales y ayuda a asegurar que las in-
tervenciones estén adaptadas a la situación de 
las personas que se supone deben beneficiar.

Esta participación debe potenciar las ca-
pacidades de las personas, tomarlas como 
sujetas de derechos y colocarlas como el eje 
de la acción pública, especialmente quienes se 
encuentran en situación de exclusión y/o dis-
criminación, y considerar diversas estrategias 
para hacerla efectiva.

Transparencia  
y rendición de cuentas

Se refiere a los procesos que demandan al 
gobierno mostrar, explicar y justificar el cum-
plimiento de sus obligaciones en la realiza-
ción de los derechos mediante los diversos 

mecanismos que disponga para ello. Estos 
mecanismos comprenden la provisión de 
información, monitoreo, control, evaluación, 
fiscalización y sanción.

Educación en derechos humanos

De acuerdo con la aCnudh y Equitas, “la edu-
cación en derechos humanos son todos los 
conocimientos sobre los cuales se constru-
yen el aprendizaje, las aptitudes, las actitudes 
y los comportamientos en el ámbito de los 
derechos humanos” (2010, p. 9).

El objetivo de este principio parte de que 
todas las personas son responsables en cier-
ta medida de que los derechos humanos se 
realicen en sus comunidades y sociedades, 
por tanto, comparten la obligación ética de 
conocerlos y comprenderlos para impulsar 
su cumplimiento. La intención es activar me-
canismos preventivos de largo plazo respecto 
de las violaciones de derechos humanos y los 
conflictos violentos, al mismo tiempo, pro-
mover la participación efectiva y el desarrollo 
sostenible de las naciones.

Teniendo en cuenta las premisas anterio-
res, resulta fundamental considerar a los fun-
cionarios de las instituciones públicas como 
uno de los principales públicos para la aplica-
ción de este principio.
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METODOLOGÍA

El procedimiento para construir el Diag-
nóstico de Derechos Humanos de Oaxa-

ca (ddho) fue retomado de la “Metodología para elaborar diag-
nósticos y programas de derechos humanos en las entidades 
federativas” de la oaCnudh y de algunos elementos de la ex-
periencia acumulada de otras localidades en el desarrollo del 
mismo proceso, sobre todo la realizada en el Distrito Federal.

Es importante mencionar que dicha metodología no nece-
sariamente se enfoca en detallar los pasos para la elaboración 
de los documentos tanto de diagnóstico como de progra-
ma, sino que pone énfasis en el proceso mediante el cual se 
elaboran los mismos, es decir, en la participación efectiva y 
equitativa de los actores al momento de la construcción. En 
este sentido, la estructura del documento y los mecanismos 
de participación y retroalimentación establecidos durante la 
elaboración del ddho también fueron producto de las defini-
ciones que tomó el Comité Coordinador para la elaboración 
del Diagnóstico y Programa de Derechos Humanos de Oaxa-
ca (Comité Coordinador) de acuerdo con el contexto y las 
necesidades específicas de dicha entidad federativa.

Con las anteriores premisas, a continuación se detallan los 
pasos dados para la formulación del ddho:

Instalación y funcionamiento 
del Comité Coordinador

De acuerdo con la metodología de la oaCnudh, la principal 
función de los Comités Coordinadores es organizar las ac-

m
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a tividades para la construcción de los docu-
mentos de diagnóstico y programa con un es-
quema participativo. Por ello, la instalación del 
Comité Coordinador en Oaxaca, mediante la 
firma de una carta compromiso, fue el punto 
de partida para la elaboración del diagnóstico.

Este órgano plural y colegiado se instaló el 
10 de diciembre de 2011 y lo integraron:

l La Coordinación para la Atención de los 
Derechos Humanos del Gobierno del 
Estado de Oaxaca, como representante 
del poder ejecutivo;

l La Dirección de Derechos Humanos, 
como representante del poder judicial;

l La Comisión de Derechos Humanos del 
Congreso del Estado de Oaxaca, como 
representante del poder legislativo;

l La Defensoría de los Derechos Huma-
nos del Pueblo de Oaxaca;

l Iniciativa Ciudadana Oaxaca, A.C.; El 
Centro de Derechos Humanos “Bar-
tolomé Carrasco Briseño”, A.C.; Luna 
del Sur, A.C. y el Centro de Derechos 
Humanos y Asesoría a Pueblos Indíge-
nas, A.C., como representantes de las 
organizaciones de la sociedad civil;

l La Universidad Autónoma “Benito Juá-
rez” de Oaxaca (uabJo) y el Centro de 
Investigación y Estudios Superiores en 
Antropología Social Unidad Pacífico-Sur 
(Ciesas), como representantes de las ins-
tituciones académicas; y,

l La Oficina en México del Alto Comisio-
nado de las Naciones Unidas para los 

Derechos Humanos (oaCnudh) como 
observadora permanente.

El proceso para asumir las representacio-
nes tanto de la sociedad civil, como del sector 
académico estuvo coordinado por la oaCnu-
dh mediante un proceso amplio de difusión 
que abarcó tres regiones de Oaxaca (Mixteca, 
Costa y Sierra Norte) y de una serie de reu-
niones en las cuales se tomaron decisiones 
colegiadas para seleccionar a las organizacio-
nes y las instituciones que participarían como 
portavoces ante el Comité Coordinador.

Enseguida de la instalación, se establecie-
ron los Lineamientos de Operación para el 
funcionamiento del órgano colegiado en el 
cual se dispuso la celebración de reuniones 
plenarias ordinarias (mensuales) y extraordi-
narias, así como la instalación de los grupos 
de trabajo necesarios para resolver asuntos 
específicos como: los ajustes necesarios para 
adaptar la metodología al contexto local, la 
definición de los temas por abordar en el 
diagnóstico, la revisión de los avances en la 
elaboración de los capítulos, las consideracio-
nes presupuestales, las necesidades logísticas 
para el desarrollo de las reuniones y las me-
sas de trabajo para la retroalimentación de 
los capítulos, entre otros.

Asimismo, se designó una Secretaría Téc-
nica para impulsar las funciones del Comité 
Coordinador establecidas en los lineamientos 
de operación. Dicha figura se encargó de dar 
seguimiento a los acuerdos y generar las siner-
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gias necesarias entre los sectores para lograr la 
consecución de las metas acordadas. Durante 
la elaboración del ddho, la Coordinación para 
la Atención de los Derechos Humanos del 
Gobierno de Oaxaca, la Universidad Autóno-
ma “Benito Juárez” y el Centro de Derechos 
Humanos “Bartolomé Carrasco Briseño”,  A.C. 
ocuparon el cargo de Secretaría Técnica. Dicha 
modalidad fue adoptada con la intención de 
propiciar espacios de confianza y trabajo co-
rresponsable entre sociedad civil y gobierno.

En los lineamientos de operación también 
se estipuló la preferencia de las decisiones 
por consenso, sin embargo, cada uno de los 
participantes, a excepción de la oaCnudh, tuvo 
derecho a voz y voto para tomar resoluciones 
en caso de ser necesario, mediante mayoría 
simple. Cabe resaltar que el funcionamiento 
del Comité Coordinador requirió de un es-
fuerzo importante para los actores involucra-
dos, ya que su participación, en el caso de la 
sociedad civil y la academia, fue voluntaria.

Definición  
de la estructura

El diagnóstico aborda los derechos humanos 
de diez grupos de población y un tema espe-
cífico:

t Derechos de las personas con discapa-
cidad,

t Derechos de las niñas, niños y adoles-
centes,

t Derechos de las personas lesbianas, 
gays, bisexuales, transexuales, transgé-
nero, travestis e intersexo,

t Derechos de las personas defensoras 
de derechos humanos,

t Derechos de las mujeres,
t Derechos de las personas migrantes,
t Derechos de las y los jóvenes,
t Derechos de los pueblos y comunida-

des indígenas,
t Derechos de las personas afrodescen-

dientes,
t Derechos de las personas que viven con 

VIH y SIDA, y
t Derecho a la libertad de expresión.

Los grupos fueron elegidos con base en el 
análisis de la estructura de otros documen-
tos como el Diagnóstico Nacional de Dere-
chos Humanos de 2003 y el Diagnóstico de 
Derechos Humanos del Distrito Federal de 
2008, además de los temas colocados en el 
diagnóstico del Plan Estatal de Desarrollo de 
Oaxaca 2011-2016 y la experiencia acumula-
da de las organizaciones de la sociedad civil.

El Comité Coordinador definió una lista 
común de derechos y temas particulares para 
abordar las problemáticas de los grupos de 
población que integrarían el diagnóstico, de-
jando siempre la puerta abierta para incluir 
aspectos que en dado caso reflejaran particu-
laridades necesarias (ver cuadro 2).

Se eligió sólo abordar grupos de población 
con la intención de evidenciar las situaciones 
particulares que viven algunos sectores so-
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a ciales en el nivel local y visibilizar a través de 
los derechos y temas comunes el contexto 
general sobre el ejercicio de las libertades 
fundamentales en la entidad.

Una vez definidos los grupos de población, 
los derechos y temáticas que servirían como 
guía para el análisis de las problemáticas, se 
acordó la estructura para presentar los ca-
pítulos:

Establecimiento del contenido de los de-
rechos del grupo de población con base en la 

normatividad internacional y su reflejo en la 
legislación en los niveles nacional y local.

Descripción contextual respecto al ejer-
cicio de los derechos del grupo de población 
en el marco de los ejes: derechos civiles y 
políticos; derechos económicos sociales y 
culturales; temas del pnd y, problemáticas 
particulares del grupo de población.

Análisis de los programas y las políticas 
públicas emprendidas por las autoridades 
locales para posibilitar el ejercicio de los de-

Cuadro 2. Grupos de población que integran el diagnóstico y lista de derechos

Grupos de población
s Derechos de las personas  

con discapacidad,
s Derechos de niñas,  

niños y adolescentes,
s Derechos de la población lesbiana, gay, 

bisexual, transexual, transgénero,  
travesti e intersexo,

s Derechos de las personas defensoras 
de derechos humanos,

s Derechos de las mujeres,
s Derechos de las personas migrantes,
s Derechos de las personas jóvenes,
s Derechos de los pueblos  

y comunidades indígenas,
s Derechos de las personas  

afrodescendientes,
s Derechos de las personas que viven 

con VIH y SIDA, y
s Derecho a la libertad de expresión.

s Derechos económicos, sociales y culturales: 
derecho al trabajo, derecho a la salud, derecho al 
desarrollo, derecho a la vivienda, derecho a la ali-
mentación, derecho a la educación.
s Derechos civiles y políticos: derecho a la vida; 
derecho a la integridad personal; derecho a la liber-
tad y seguridad personal; derecho al debido proce-
so legal; derecho a la personalidad jurídica; derecho 
a la libertad de expresión, opinión e información; 
derecho a la libertad de asociación y reunión pacífi-
ca, y derecho a la igualdad y a la no discriminación.
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s Combate a la violencia.
s Fenómeno migratorio.
s Perspectiva de género.
s Sistema de salud.
s Sector educativo.
s Desarrollo.
s Tierra, territorio y recursos naturales.
s Conflictividad social y agraria.
s Seguridad ciudadana.
s Democracia y participación ciudadana.
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rechos del grupo de población, identificando 
aciertos, vacíos y deficiencias.

Formulación de recomendaciones por 
grupo de población como base para la elabo-
ración del Programa de Derechos Humanos 
de Oaxaca.

Obtención y análisis 
de la información, 
y elaboración de 
documentos

Para construir el ddho se utilizaron fuen-
tes secundarias de información, por tanto, 
primero se hizo un vaciado de documentos 
disponibles utilizando la siguiente matriz (ver 
cuadro 3).

En la mayoría de los casos la información 
detectada en los diversos documentos dispo-
nibles fue suficiente para plantear el conteni-

do de los derechos y las principales proble-
máticas a las que se enfrentaban los grupos 
de población, sin embargo, para conocer al 
detalle el funcionamiento e impacto de los 
programas y políticas públicas de las autori-
dades locales, fue necesario realizar solicitu-
des escritas y reuniones de trabajo –la ma-
yoría canalizadas mediante la Coordinación 
para la Atención de los Derechos Humanos 
del Gobierno de Oaxaca– con entidades y 
dependencias públicas para identificarlas.

Una vez ubicadas las fuentes, se procedió a 
la elaboración de borradores por capítulo, uti-
lizando como eje de análisis el contraste entre 
lo establecido en las normas internacionales y 
la situación prevaleciente en Oaxaca respecto 
de los grupos de población referida en en-
cuestas, diagnósticos, registro de casos, entre 
otros. La elaboración de dichos documentos 
se asumió en el seno del Comité Coordinador, 
designando a responsables específicos para fa-
cilitar la coordinación y rendición de cuentas.

Cuadro 3
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Grupos de población
s Derechos de las personas  

con discapacidad,
s Derechos de niñas,  

niños y adolescentes,
s Derechos de la población lesbiana, gay, 

bisexual, transexual, transgénero,  
travesti e intersexo,

s Derechos de las personas defensoras 
de derechos humanos,

s Derechos de las mujeres,
s Derechos de las personas migrantes,
s Derechos de las personas jóvenes,
s Derechos de los pueblos  

y comunidades indígenas,
s Derechos de las personas  

afrodescendientes,
s Derechos de las personas que viven 

con VIH y SIDA, y
s Derecho a la libertad de expresión.

s Derechos económicos, sociales y culturales: 
derecho al trabajo, derecho a la salud, derecho al 
desarrollo, derecho a la vivienda, derecho a la ali-
mentación, derecho a la educación.
s Derechos civiles y políticos: derecho a la vida; 
derecho a la integridad personal; derecho a la liber-
tad y seguridad personal; derecho al debido proce-
so legal; derecho a la personalidad jurídica; derecho 
a la libertad de expresión, opinión e información; 
derecho a la libertad de asociación y reunión pacífi-
ca, y derecho a la igualdad y a la no discriminación.
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s Combate a la violencia.
s Fenómeno migratorio.
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s Sistema de salud.
s Sector educativo.
s Desarrollo.
s Tierra, territorio y recursos naturales.
s Conflictividad social y agraria.
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a El paso siguiente fue convocar a mesas de 
trabajo integradas por sociedad civil, autori-
dades locales (incluyendo los tres poderes de 
gobierno) e investigadores y académicos, para 
discutir, retroalimentar y en dado caso validar 
lo contenido en los borradores preparados 
por el Comité Coordinador. La intención fue 
ofrecer un primer piso común de análisis para 
los sectores interesados en discutir y aportar 
en cada uno de los temas. Después de las Me-
sas de Trabajo se incorporaron las observacio-
nes vertidas en el espacio para alcanzar una 
versión final de cada capítulo, mismas que nue-
vamente revisaron y validaron integrantes del 
Comité Coordinador antes de ser publicadas. 
Algunos capítulos requirieron de la realización 
de más de una mesa de trabajo para ser debi-
damente retroalimentados y validados.

magistrados para mejorarlos, fortalecerlos e 
incluso reformularlos.

La intención fue considerar de la manera 
más amplia posible las opiniones y perspecti-
vas de los sectores que convergen en Oaxaca 
respecto del ámbito de los derechos huma-
nos y, sobre todo, el cumplimiento de las 
obligaciones del Estado. Para ello, el Comité 
Coordinador decidió llevar a cabo mesas de 
trabajo para retroalimentar y validar el con-
tenido de los borradores de cada capítulo.

En principio, se desarrolló una mesa de 
trabajo por cada capítulo, es decir, por cada 
grupo de población, aunque en algunos casos 
fue necesario llevar a cabo dos o más de ellas 
para agotar por completo la discusión de los 
contenidos.

Las mesas de trabajo se convocaron y de-
sarrollaron de la siguiente forma:

1. Identificación de participantes: El Comité 
Coordinador elaboró una primera lista 
de participantes por cada mesa, misma 
que retroalimentaron organizaciones de 
la sociedad civil y expertos externos al 
comité, con la finalidad de fortalecer la 
convocatoria de actores clave. El obje-
tivo fue tener un primer inventario de 
las organizaciones de la sociedad civil, 
las instituciones públicas y personas ex-
pertas académicas de Oaxaca que por 
su trabajo podrían aportar considera-
blemente en cada uno de los capítulos.

2. Convocatoria: Una vez hecha la identifi-
cación de participantes, la Secretaría 

Participación efectiva: 
mesas de trabajo para 
la retroalimentación 
y validación de los 
contenidos

La oaCnudh considera la participación efec-
tiva principio fundamental para el desarrollo 
de su metodología, por ello, los contenidos 
del ddho fueron sometidos a una serie de 
consultas amplias entre organizaciones de 
la sociedad civil, investigadores y académi-
cos, servidores públicos, diputados, jueces y 
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Técnica dirigió invitaciones personali-
zadas mediante oficios y correos elec-
trónicos, las cuales llegaron a sus desti-
natarias con al menos dos semanas de 
anticipación. La intención fue ofrecer un 
tiempo considerable para el análisis de 
los documentos y la formulación espe-
cífica de aportaciones y comentarios. 
Aunque la convocatoria fue dirigida, 
también se realizó una invitación ex-
tensa por correo electrónico para que 
las organizaciones que no trabajaban el 
tema tuvieran la posibilidad de partici-
par en la retroalimentación de todos 
los documentos de su interés. Por otro 
lado, aunque las mesas se realizaron en 
la ciudad de Oaxaca, la convocatoria no 
se limitó a las organizaciones con sede 
en ésta: se facilitó el traslado de parti-
cipantes de las distintas regiones de la 
entidad hacia la ciudad.

3. Documentos de trabajo: Junto con la 
convocatoria, las personas participan-
tes recibieron el documento-borrador 
de cada capítulo como insumo para la 
discusión en las mesas de trabajo. La 
intención fue abrir completamente al 
escrutinio de quienes participaron los 
contenidos de cada capítulo.

4. Método para la discusión y recolección de 
observaciones: Para coordinar las discu-
siones, se nombró a una persona como 

moderadora, quien en algunas ocasio-
nes también asistió como experta en 
el tema abordado. La estructura del bo-
rrador fungió como guía para abordar 
consecuentemente las problemáticas de 
cada grupo de población. Esta definición 
evitó la dispersión de las participaciones 
y brindó certeza respecto de la incor-
poración de las observaciones, ya que 
se identificaron los párrafos específicos 
en los cuales debía incorporarse, elimi-
narse o reformularse la información. Se 
establecieron relatorías simultáneas y 
fueron grabadas todas las sesiones.

5. Cierre y vínculo posterior con las personas 
participantes: Todas las observaciones 
fueron incorporadas en una relato-
ría, a la cual se dio lectura al finalizar 
cada mesa de trabajo. En los capítulos 
que fueron retroalimentados por dos 
ocasiones, hubo oportunidad para que 
quienes hicieron aportaciones verifica-
ran la integración de sus aportaciones.

Además de ser el vehículo para retroali-
mentar, socializar y fortalecer los contenidos 
del ddho, las mesas de trabajo se perfilaron 
también como espacios entre la sociedad 
civil, la academia y las instituciones públicas, 
donde dialogaron acerca de la definición de 
sus problemas comunes y la posibilidad de 
solucionarlos.
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a CONTEXTO 
GENERAL  
DEL ESTADO  
DE OAXACA

De acuerdo con el Instituto Nacional 
de Estadística, Geografía e Informática, 

(ineGi, 2012), Oaxaca tiene una población de 3 millones 801 
mil 962 habitantes, 1 millón 819 mil 008 son hombres y 1 
millón 982 mil 954 son mujeres. El grupo poblacional de entre 
14 y 65 años es el más significativo, ocupando el 60.4% del to-
tal de la población. En 2010 el porcentaje de migrantes inter-
nacionales en comparación con la población residente fue de 
1.5%, ocupando el 4° lugar a nivel nacional. La edad mediana 
en la entidad es de 24 años, aunque hay comunidades donde 
es de 40 años por la alta migración de las personas jóvenes.

Es la entidad federativa con mayor diversidad étnica y lingüís-
tica de México. En el actual territorio oaxaqueño conviven 
18 grupos étnicos de los 65 que hay en México: mixtecos, 
zapotecos, triquis, mixes, chatinos, chinantecos, huaves, ma-
zatecos, amuzgos, nahuas, zoques, chontales de Oaxaca, cui-
catecos, ixcatecos, chocholtecos, tacuates, afromestizos de la 
costa chica y en menor medida tzotziles; […y se encuentran] 
distribuidos en 2,563 localidades (Gobierno del Estado de 
Oaxaca, 2013).

En Oaxaca más del 60% de la población se reconoce 
como indígena. Asimismo, 1 millón 165 mil 186 personas ha-
blan alguna lengua indígena, lo cual representa un 34.2% de 
su población (considerando como total la de 5 años y más). 
Dentro de los hablantes de alguna lengua indígena, el 82.3% 
también habla español, mientras que el 16.2% sólo habla su 

C
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lengua indígena. Esto convierte a Oaxaca en 
la entidad federativa con mayor cantidad de 
hablantes de alguna lengua indígena en todo 
el país. Las lenguas mayormente habladas por 
las personas oaxaqueñas son: el zapoteco 
31.1%, el mixteco 21.9%, el mazateco 14.5%, 
el mixe 9.8%, el chinanteco 9.1% y el resto de 
las lenguas indígenas 12.8% (ineGi, 2012).

En 2012 la esperanza de vida al nacer fue 
de 75 años. En 2011, se registraron un to-
tal 98 mil 888 nacimientos, de los cuáles, el 
0.5% correspondieron a mujeres menores 
de 15 años, el 16.8% a mujeres de entre 15 
y 19 años, el 71.3% a mujeres de 20 a 39 
años y el 2.3% a mujeres de 40 años y más, 
(9.1% correspondió a mujeres a quienes no 
se les identificó la edad). El 37.6% de los na-
cimientos en instituciones públicas fueron 
por cesárea y el 25.7% del total de hoga-
res en Oaxaca tienen una jefatura femenina 
(ineGi, 2012).

Oaxaca tiene 8 regiones geográficas: 
Cañada, Costa, Istmo, Mixteca, Papaloapan, 
Sierra Norte, Sierra Sur y Valles Centrales. 
Cuenta con 570 municipios y 10,496 locali-
dades. Las dos ciudades que superan los 100 
mil habitantes son: Oaxaca de Juárez, capital 
de la entidad federativa, y San Juan Bautista 
Tuxtepec. Su densidad de población es de 41 
habitantes por kilómetro cuadrado y poco 
más de la mitad de la población oaxaqueña 
vive en localidades menores a 2,500 habitan-
tes (ineGi, 2012).

Existen 934 mil 055 viviendas particulares 
habitadas, en ellas residen un promedio de 4 

personas por vivienda.5 De este universo, el 
69.5% de viviendas cuenta con agua entubada, 
el 70.8% con drenaje y el 94.3% con energía 
eléctrica. En conjunto, el 29% de las vivien-
das oaxaqueñas cuenta con los tres servicios 
(agua entubada, drenaje y energía eléctrica), 
lo cual coloca a la entidad en el lugar número 
32, es decir, en el último a nivel nacional en 
la cobertura de dichos servicios básicos. Por 
otro lado, el 75.7% de las viviendas oaxaque-
ñas disponen de una televisión, mientras que 
el 14.4% cuenta con una computadora y el 
7.8% con internet. En 2011, se otorgaron 54 
mil 983 créditos para la vivienda (ineGi, 2012).

Dentro de la población de 15 años y más, 
el 16.3% es analfabeta, ubicándose como 
número 30 a nivel nacional, sólo después de 
Guerrero y Chiapas. Dentro de este mismo 
rango poblacional (15 años y más), el 13.8% 
no cuenta con escolaridad, el 61.6% tiene 
educación básica, el 0.1% estudios técnicos 
o comerciales con primaria terminada, el 
14.2% educación media superior y el 9.9% 
educación superior. El grado promedio de 
escolaridad6 es de 6.9. Oaxaca tiene 1 mi-
llón 195 mil 400 alumnos y alumnas, y 65 mil 
320 maestros y maestras, en promedio 18.3 
alumnos por cada maestro.  Además existen 
8 mil 089 habitantes por cada biblioteca pú-
blica (ineGi, 2012).

5  Esta cifra no incluye la población sin vivienda ni el 
Servicio Exterior Mexicano.
6  Entendido este dato como los grados cursados.
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a La entidad cuenta con mil 541 unidades 
médicas de consulta externa y hospitalaria 
pertenecientes a instituciones públicas y 116 
establecimientos privados de servicios de sa-
lud. Al año 2010, el 56% de la población total 
se encontraba afiliada a los servicios de salud. 
Dentro de las instituciones públicas de salud, 
el equipo médico con el que cuentan se con-
tabiliza de la siguiente manera: 235 equipos 
de rayos x (incluyendo los dentales y portá-
tiles), 141 electrocardiógrafos, 64 equipos de 
ultrasonido, 168 unidades dentales y 6 tomó-
grafos. Existe un promedio de 1.4 médicos de 
instituciones públicas por cada mil habitantes 
y 43.5 unidades médicas públicas por cada 
100 mil habitantes (ineGi, 2012).

Las principales causas de defunciones en la 
entidad son: enfermedades del corazón (ex-
cluyendo el paro cardiaco) 17.5%, diabetes 
mellitus 12%, tumores malignos 10.6%, en-
fermedades del hígado 7%, enfermedades ce-
rebrovasculares 6.3%, accidentes 5.9%, agre-
siones 3.3%, desnutrición y otras deficiencias 
nutricionales 3.3%, enfermedades pulmonares 
obstructivas crónicas 2.7%, insuficiencia renal 
2.2%, otras causas 29.3% (ineGi, 2012).

La proporción de la población de 14 años 
y más disponible para la actividad económica 
(tasa neta de participación económica) es 
de 61.6%, es decir, 2 millones 805 mil 976 
personas (el 79.7% son hombres y el 46.3% 
son mujeres), de éstas, el 96.7% se encuen-
tra ocupada en el mercado de trabajo (tasa 
de ocupación). La condición de actividad 
económica de ese 96.7% que se encuentra 

ocupado se distribuye de la siguiente manera: 
empleadores 4.1%, trabajadores por cuenta 
propia 38.7%, trabajadores subordinados y 
remunerados7 41.3% y trabajadores no re-
munerados 15.9%.

De acuerdo con datos de 2012, la mayor 
parte de la población ocupada en Oaxaca 
percibe hasta 2 salarios mínimos mensuales 
(41.8%), el 26 % no recibe ingresos, el 24.1% 
percibe más de 2 y hasta 5 salarios mínimos 
al mes, y el 4.1% recibe más de 5 salarios mí-
nimos mensualmente (ineGi, 2012).

El salario mínimo vigente general para 
Oaxaca a partir del 1 de enero de 2014 es 
de 63.77 pesos diarios (Comisión Nacional 
de Salarios Mínimos, 2014). Si cruzamos este 
dato con la percepción mensual de la pobla-
ción ocupada, tenemos que el 41.8% de esta 
población percibe aproximadamente 3 mil 
826.2 pesos al mes, mientras que el 4.1% per-
cibe 9 mil 565.5 pesos al mes o más, aproxi-
madamente.

En promedio, la población ocupada de 
Oaxaca trabaja 40.7 horas a las semana y el 
ingreso promedio por hora trabajada es de 25 
pesos. La población económicamente activa 
que se encuentra desocupada pero que está 
buscando trabajo representa el 3.3%. En 2011, 
se conocieron 505 emplazamientos a huelga 

7  Incluye asalariados y a todas aquellas personas que 
en el desempeño de su actividad reconocen depen-
der de un jefe o superior, pero sin recibir un salario 
como forma de pago, percibiendo otras modalidades 
tales como comisiones, honorarios, destajo, propinas, 
etcétera.
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donde se vieron involucrados 41 mil 571 tra-
bajadoras y trabajadores, de dichos emplaza-
mientos 324 fueron resueltos (ineGi, 2012).

Al año 2011, la población de 18 años y más 
en Oaxaca fue de 2 millones 458 mil 646 per-
sonas, de éstas, 445 mil 740 (18.1%) fueron 
víctimas del delito. En ese mismo año, ineGi 
logró captar 546 mil 058 delitos ocurridos, 
de los cuales el 12.7% fueron denunciados y 
87.3% no fueron denunciados. Dentro de los 
delitos captados, en el 90.2% se declaró al-
gún daño: 54.1% de tipo económico, 29.7% de 
tipo emocional o psicológico y 6.4% de tipo 
físico o laboral.

En ese mismo año, 4 mil 025 personas 
fueron procesadas y mil 437 sentenciadas 
por delitos del fuero común, los delitos más 
recurrentes fueron: golpes y lesiones, robo y 
homicidio.  Asimismo, mil 754 personas fue-
ron procesadas y mil 144 sentenciadas por 
delitos del fuero federal, los delitos más recu-
rrentes fueron: actos ilícitos con armas, nar-
cóticos y delitos contra la ecología y el medio 
ambiente (ineGi, 2012).

El Producto Interno Bruto8 (pib) de Oaxaca 
ascendió a 216 mil millones de pesos en 2011, 
con lo que aportó 1.6% del pib nacional. Las 
actividades terciarias, entre las que se encuen-
tran el comercio y los servicios de hoteles y 

8  Entendido éste como la suma de los valores mo-
netarios de los bienes y servicios producidos durante 
un determinado periodo de tiempo. El PIB es un valor 
libre de duplicaciones, el cual corresponde a la suma del 
valor agregado que se genera durante un ejercicio en 
todas las actividades de la economía (ineGi, 2012, p.64).

restaurantes, aportaron 63% del pib estatal en 
2011. […Por otro lado, la entidad] recibió 6.6 
millones de dólares por concepto de inver-
sión extranjera directa (IED) en […ese mis-
mo año] (Secretaría de Economía, 2013).

En el periodo comprendido entre 1999 y 
2012, Oaxaca recibió más de 107 millones de 
dólares por inversión extranjera directa, la 
cual se distribuyó principalmente en los si-
guientes sectores de la actividad económica: 
minería 42.5%, servicios de alojamiento tem-
poral y de preparación de alimentos y bebidas 
27.8%, servicios inmobiliarios y de alquiler de 
bienes muebles e intangibles 24.5%, industria 
manufacturera 5.3% y servicios profesionales, 
científicos y técnicos 0.1% (ineGi, 2012).

En Oaxaca la tenencia de la tierra para la 
producción se divide en los siguientes tipos: 
33.3% ejidal, 40.9% comunal, 25.4% privada y 
0.3% pública. Los principales cultivos cíclicos 
son: el maíz de grano, el sorgo de grano, el to-
mate rojo, la sandía y el frijol; y los principales 
cultivos perennes son pastos, caña de azúcar 
y limón (ineGi, 2012).

En 2012, se produjeron 2 mil 100 tonela-
das de plomo, 109 mil 588 kilogramos de pla-
ta y mil 48 kilogramos de oro. Oaxaca aporta 
el 0.9% de la energía eléctrica generada a 
nivel nacional, siendo el principal productor 
de  energía eoloeléctrica del país (ineGi, 2012).

La entidad cuenta con aproximadamente 
10 automóviles por cada 100 habitantes, 
cuenta con mil 383 vehículos para transpor-
tar pasaje y tiene registradas 57 radiodifuso-
ras y 56 televisoras. Existen 64.3 suscriptores 
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a de televisión restringida (incluye televisión 
por cable, vía satélite y vía microondas) por 
cada cien mil habitantes y mil 721 terminales 
satelitales instaladas para el servicio de tele-
fonía rural (ineGi, 2012).

En 2010, Oaxaca tuvo un total de 51 mil 
712 millones de pesos como ingresos estata-
les: 66.8% por aportaciones federales, 21.6% 
por participaciones federales, 7.5% por dis-
ponibilidad inicial, 1.6% por derechos y 2.6% 
por otros ingresos. Los egresos estatales 
ascendieron a la misma cantidad, 51 mil 712 
millones de pesos, erogados de la siguiente 
manera: 45.6% destinado a subsidios, transfe-
rencias y ayudas; 16.3% a obras públicas y ac-
ciones sociales; 15.8% de recursos asignados 
a municipios; 7.1% para servicios personales 
y 15% a otros egresos (adquisición de bienes 
muebles e inmuebles, deuda pública, disponi-
bilidad final, materiales y suministros, servi-
cios generales y otros egresos) (ineGi, 2012).

Oaxaca cuenta con la quinta parte de los 
municipios del país (570 de los 2 mil 457 que 
tiene México). Existen por lo menos 10 mu-
nicipios con menos de 300 personas, el más 
pequeño es Santa Magdalena Jicotlán (con 93 
personas).

Las formas de organización política si-
guen patrones tradicionales indígenas en la 
mayor parte de ellos. Existen 417 municipios 
llamados de “sistema normativo tradicional”, 
donde la población participa de manera obli-
gatoria en los distintos cargos administrati-
vos, la mayor parte de ellos sin remuneración 
alguna. Adicionalmente todos los ciudadanos 

tienen la obligación de participar en ciertos 
trabajos de beneficio colectivo, sin estipendio. 
Se conoce esto último como tequio. En las 
comunidades de alta migración estos también 
son realizados ahora por las mujeres.

El servicio o cargo y el tequio forman par-
te de la comunalidad que caracteriza la mayor 
parte de las poblaciones indígenas. De la co-
munalidad también forma parte la tierra co-
munal, la fiesta patronal y las distintas formas 
cooperación como la guelaguetza o “mano 
vuelta”, como le llaman los antropólogos.

El 60 % de la propiedad agraria en el es-
tado, pertenece a las comunidades indígenas. 
Varios conflictos agrarios en la entidad devie-
nen de la imprecisión de los límites entre ellas. 
La cosmovisión indígena, la lengua, la cultura, 
las tradiciones y las formas de organización 
política y social, tienen una fuerte presencia 
en la sociedad entera.

Desde luego existen otras formas que 
conviven con ellas no siempre de manera ar-
mónica. Un considerable número de munici-
pios (153) se rigen por el “sistema de partidos 
políticos”. Los partidos con mayor presencia 
en la entidad son el Partido Revolucionario 
Institucional (pri), el Partido de la Revolución 
Democrática (prd) y el Partido Acción Na-
cional (pan). Los conflictos electorales se dan 
tanto en este sistema como en el tradicional.

Durante la mayor parte del siglo XX y 
hasta el año 2010, el partido que ocupó la 
gubernatura fue el pri. En ese año, una coa-
lición de partidos integrada por el pan, prd, 
Partido del Trabajo (pt) y Partido Conver-
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gencia por la Democracia obtuvo el triunfo 
en las elecciones para gobernador, dándose 
con ello una alternancia en el estado. En 
este mismo periodo electoral, el pri perdió 
también la mayor parte de los escaños en el 
poder legislativo.

Para la alternancia influyó sin duda el dete-
rioro que se vivió con anterioridad, su com-
portamiento más evidente se dio con las ac-
ciones suscitadas el 14 de junio de 2006, que 
años después y tras una serie de investigacio-
nes, tanto la Comisión Nacional de Derechos 
Humanos como la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación catalogarían como viola-
ciones graves a los derechos humanos. Dicha 
coyuntura alteró abruptamente la vida eco-
nómica, social y política en la entidad.

En 2011, a iniciativa del poder ejecutivo se 
llevó a cabo una reforma constitucional, en 
esencia, cinco fueron sus ámbitos: una nueva 
relación entre el poder ejecutivo y el poder 
legislativo; el fortalecimiento del poder judi-
cial; la autonomía de los órganos del estado; 
la instauración de mecanismos de democra-
cia directa y una nueva gestión pública con 

orientación social.
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d
DERECHOS DE 
LOS PUEBLOS Y 
COMUNIDADES 
INDÍGENAS

INTRODUCCIÓN

El presente documento forma parte del 
Diagnóstico de derechos humanos de 

Oaxaca y su objetivo es reflejar la situación que viven los 
pueblos y comunidades en el ámbito local.

La profundidad en los temas y las problemáticas abordadas 
dependió en gran medida de la información y los datos dis-
ponibles a nivel local, por tanto, los derechos aquí expuestos 
no son limitativos, más bien, pretenden mostrar una parte de 
la realidad que se vive en Oaxaca respecto a este sector de 
población.

La vida de los pueblos originarios en lo que hoy se conoce 
como Oaxaca es compleja y abarca un largo periodo, desde 
10 000 a.C., aproximadamente y un desarrollo que va des-
de organizaciones sencillas de recolectores-cazadores, hasta 
sociedades estratificadas con artesanos especializados, arqui-
tectura monumental y sistemas de escritura (Winter, 1986).

Los indicios más remotos que registran la domesticación 
del maíz en los Valles Centrales datan del año 5 000 a.C. y 
los del frijol entre 4 000 y 3 000 a.C., lo cual da pistas de la 
transición definitiva entre la vida nómada y seminómada a la 
sedentaria (Winter, 1986). Además, se estima que desde hace 
6 400 años comenzó el proceso de diversificación lingüística 
del tronco otomangue y que en esa clasificación esas familias 
lingüísticas tienen una antigüedad de entre cinco y cuatro mil 



31

años, los subgrupos de dos mil y mil años, 
y las lenguas de mil años aproximadamente 
(Diaz-Couder, 2003).

Es a partir de entonces cuando se empie-
zan a diferenciar y a crear en forma paula-
tina diversas lenguas asociadas a las familias 
lingüísticas: zapotecana (zapoteco y chati-
no), mixtecana (mixteco, cuicateco, amuzgo 
y triqui), popolocana (mazateco, popoloca, 
chocholteco e ixcateco) y chinantecana (chi-
nanteco). También sucedió algo similar con el 
tronco mixe-zoqueano, del cual se derivan las 
familias mixeana y zoqueana, que dieron ori-
gen a las lenguas mixe y zoque (Díaz-Couder, 
2003). Algunos investigadores señalan que la 
diversificación lingüística tuvo una relación 
directa con el desarrollo de la agricultura y la 
vida sedentaria.

Como puede verse en su clasificación, los 
pueblos originarios de Oaxaca tienen gran 
historia precolonial en Mesoamérica como 
sociedades campesinas, entendido este con-
cepto por la relación directa que, para su 
sostenimiento, han tenido con la siembra 
del maíz, como un medio primordial de pro-
ducción. Dicha relación, como la de muchos 
otros pueblos, le confiere a los pueblos pri-
migenios de Oaxaca uno de los elementos 
fundamentales de su identidad.

La colonización española marcó una nueva 
etapa para los pueblos hasta entonces asen-
tados en el territorio actual, los cuales al igual 
que el resto de los indígenas del país, sufrie-
ron por la abrupta ruptura de sus sistemas 
de organización y de todos los órdenes de su 

vida social, conduciéndolos a su decadencia y 
al establecimiento de una cruenta dominación 
ejercida por los conquistadores españoles, si-
tuación que no cambió con la independencia 
de la Nueva España, la que inició en 1821 con 
la construcción de la República mexicana.

Los pueblos indígenas siguieron sujetos a 
la explotación, al despojo de sus tierras y a 
relaciones asimétricas con los demás secto-
res de la sociedad nacional, lo cual ha persisti-
do en todas las etapas de la historia nacional, 
incluso después de la Revolución mexicana, a 
principios del siglo xx (Maldonado B. , 1986).

Las políticas instrumentadas por los go-
biernos emanados de la Revolución iniciada 
en 1910 plantearon la construcción de un 
nuevo proyecto político en el país, el cual 
pretendió incorporar a los pueblos indíge-
nas en aras de la llamada “unidad nacional”, 
misma que intentó borrar o destruir la di-
versidad cultural de la nación y las anteriores 
experiencias y formas de vida en aras de la 
supuesta integración de una nueva forma de 
gobierno basada en la democracia social.

Es importante mencionar que desde la 
instauración del orden colonial, el mundo in-
dígena se fue empobreciendo y modificó sus 
propios proyectos de desarrollo, para conver-
tirse en acciones de resistencia, situación que 
continúa en la actualidad. Al respecto Bonfil 
Batalla (1987) expresa que: “El patrimonio y 
el legado de estas civilizaciones primigenias 
no han desaparecido y permanecen actuantes 
en un mundo cultural y social subterráneo o 
profundo, pero encubierto con prácticas que 
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a aparecen como occidentales y que tienen 
hondas raíces provenientes de esa herencia 
milenaria que nos ha sido conferida a todos 
los mexicanos” (p.11).

En los más de 500 años de proceso histó-
rico entre ambos modelos de vida confron-
tados no se han encontrado ni en el siste-
ma de vida colonial ni en el llamado sistema 
moderno, las vías para lograr un desarrollo 
que respete la dignidad de esos pueblos, los 
cuales siguen padeciendo injustos rezagos.

Hoy en día Oaxaca conserva su composi-
ción étnico-plural sustentada en la presencia 
y diversidad de los pueblos y comunidades 
que la integran. En su territorio habitan los 
pueblos indígenas: amuzgos, cuicatecos, cha-
tinos, chinantecos, chocholtecos, chontales, 
huaves, ixcatecos, mazatecos, mixes, mixtecos, 
nahuas, triques, zapotecos y zoques, además 
de los afromexicanos.9

Se debe mencionar que en la actualidad, le-
jos de existir una sociedad multiétnica estática, 
inerte y colonizada, se percibe en Oaxaca el 
resultado histórico del mosaico abigarrado de 
pueblos y culturas diversas que antaño cons-
tituyeron señoríos, reinos y naciones, y hoy se 
expresan, en pluralismo étnico y cultural que 

9  Artículo 16 de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Oaxaca, y artículo 2 de la Ley de 
Derechos de los Pueblos y Comunidades Indígenas del 
Estado de Oaxaca. Los afromexicanos han realizado di-
versas manifestaciones en torno de su necesario reco-
nocimiento como un pueblo con una identidad propia, 
no necesariamente vinculada a los pueblos originarios 
del estado.

transmite valores y da fortaleza a la identidad 
de los habitantes del estado y del país.

Sin embargo, contradictoriamente, la ri-
queza social y cultural de la entidad, así como 
las relaciones de desigualdad económica, 
subordinación política y discriminación social 
que persisten, han colocado a los indígenas y 
afromexicanos en una situación de desventa-
ja frente a los otros sectores de la sociedad 
estatal, y ante ello su fortaleza ancestral de 
resistencia, lo que les ha dado un frente de 
lucha para estar en condiciones de resistir a 
la imposición de políticas de homologación 
y asimilación cultural a los cuales han estado 
sujetos por mucho tiempo.

El ámbito económico-social del mundo 
indígena de Oaxaca tiene especiales elemen-
tos que estructuran modos de vida especí-
ficos que se distinguen por sus formas de 
producción, organización social y sistemas 
de propiedad de la tierra, y adicionalmente 
por sus singularidades culturales como su 
cosmovisión, sus lenguas maternas, las tra-
diciones y creencias religiosas que aún per-
sisten. Dichas formaciones sociales han reci-
bido también el impacto de la globalización, 
la cual “articula distintas maneras en que las 
personas viven e internalizan transformacio-
nes estructurales de la época y que afectan 
particularmente sus mundos inmediatos” 
(Carpinteiro, 2008).

La actividad agrícola continúa siendo fun-
damental para el sustento de esos pueblos 
y comunidades, la cual produce bienes para 
el autoconsumo, y en algunas regiones se ex-
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tendió a la producción agro-comercial, como 
café, caña de azúcar, piña, maguey mezcalero, 
entre otros. Aun cuando coexistan ambos ti-
pos de agricultura, en la mayor parte de los 
casos, los habitantes de esas comunidades 
participan como productores del sector pri-
mario o bien vendiendo su fuerza de trabajo 
como peones o asalariados. Por las razones 
expuestas y las históricas, en la mayor parte 
de las regiones del estado se establecieron 
estructuras de poder que han controlado los 
mercados regionales y locales, así como tam-
bién la vida política y social de los pueblos y 
comunidades indígenas.

A pesar de que gran parte de los terri-
torios indígenas del estado contaron con 
importantes fuentes de agua y climas relati-
vamente benignos, cada vez con mayor inci-
dencia y de manera dramática y contundente, 
hoy día las áreas productivas están afectadas 
gravemente por la desforestación y la erosión 
crecientes, haciéndolas estériles.

Por otra parte, el crecimiento demográfi-
co, la escasez del agua –causada por las altera-
ciones ambientales y por el desvío mecánico 
de los cauces naturales–, la ausencia de otros 
bienes de capital necesarios para hacer efi-
ciente y aumentar la productividad del suelo, 
la escasa rentabilidad de los cultivos tradicio-
nales, la extensa tramitología para acceder a 
los programas sociales y los financiamientos 
para el desarrollo productivo, así como la 
exclusión de los indígenas de los niveles de 
toma de decisiones sobre las políticas de de-
sarrollo del campo son, entre otras, las causas 

que determinan el agudizado proceso de pau-
perización de los indígenas oaxaqueños.

Sus perspectivas de desarrollo se relacio-
nan directa y estrechamente con la pobreza, 
la migración, el incumplimiento de sus dere-
chos fundamentales, así como de su exclusión 
política.

Ante la grave crisis económica y social 
agudizada en los últimos años, esos pueblos 
y comunidades han configurado algunas es-
trategias de sobrevivencia, entre las que so-
bresale la migración a través de la cual buscan 
fuentes de empleo y mejores ingresos.

¿A quiénes se 
considera indígenas?

El criterio lingüístico ha sido utilizado por 
algunas instituciones federales para determi-
nar la población indígena del país, aunque es 
importante distinguir que no es el único, pues 
en los últimos años la autoadscripción10 ha 
cobrado importancia como otro de los cri-
terios para su consideración, como se señala 
en el Protocolo de actuación para quienes im-
parten justicia en casos que involucren personas, 

10  Por un lado, este indicador resulta ser el más de-
mocrático, porque el individuo mismo puede y debe 
definir su adjudicación étnico-cultural, pero a la vez, 
existe el peligro de ciertos sesgos por la no aceptación 
de la propia identidad debido a la discriminación y a los 
prejuicios sociales existentes, especialmente en zonas 
urbanas. 
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a comunidades y pueblos indígenas,11 elaborado 
por la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
(sCJn, 2013), dado que se toma en cuenta el 
sentido de pertenencia a una comunidad o 
pueblo indígena con base en sus tradiciones 
y costumbres. Esto ha permitido considerar a 
personas que aun no siendo hablantes de una 
lengua indígena, comparten modos de vida y 
relaciones activas en el marco de su identidad 
cultural, como por ejemplo, la tenencia colec-
tiva de la tierra o la elección de sus autori-
dades municipales bajo el sistema de normas 
comunitarias.

Al respecto, la Organización Mundial de la 
Salud, ha señalado que el concepto de pue-
blos indígenas considera a quienes:

l Se identifican a sí mismos y son reco-
nocidos y aceptados por su comunidad 
como indígenas.

l Tienen una continuidad histórica de-
mostrada con sociedades precoloniales 
o anteriores al asentamiento de otros 
pueblos.

l Tienen fuertes lazos con sus territorios 
y sus bienes naturales.

l Poseen sistemas sociales, económicos o 
políticos distintos.

l Conservan lenguas, culturas y creencias 
distintas.

11  El protocolo se puede descargar de la siguiente 
dirección electrónica:http://www.sitios.scjn.gob.mx/
codhap/protocolo-de-actuaci%C3%B3n-para-quienes-
imparten-justicia-en-casos-que-involucren-personas-
comunidades-y

l Forman grupos no dominantes de la so-
ciedad.

l Están dispuestos a mantener y reprodu-
cir sus entornos y sistemas ancestrales 
como pueblos y comunidades diferen-
ciados (oms, 2007).

Para afianzar la adopción de este criterio, 
la Secretaría de Asuntos Indígenas de Oaxaca 
sugiere en el marco de una nueva Reforma 
Constitucional propuesta en agosto de 2013, 
incorporar la autoadscripción a partir de los 
siguientes criterios:

Objetivos:

l La continuidad histórica con los pue-
blos existentes en territorios antes de 
la colonización y del establecimiento del 
estado de Oaxaca.

l La conservación de sus instituciones 
políticas, jurídicas, sociales, económicas 
y culturales, o parte de ellas.

Subjetivos:

l La reivindicación de los derechos a la 
diferencia y determinación de preservar, 
desarrollar y transmitir a futuras gene-
raciones, sus territorios y su identidad, 
como base de su existencia continuada 
como pueblo.

l La conciencia de su identidad indígena; 
es decir, la cuestión de la autoidentifi-
cación como indígena, hacia un pueblo 
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indígena y la aceptación por parte del 
mismo (SAI, 2013).

No obstante lo anterior, todavía hay una 
carga negativa y discriminatoria en la concep-
tualización misma de la categoría indígena en 
el país. Las cifras oficiales y académicas de la 
distribución demográfica de este sector son 
incompletas, la negación a la que recurren 
numerosas personas para evitar ser víctimas 
de exclusión ha impedido una cuantificación 
correcta de su densidad poblacional, lo cual 
provocó un subregistro considerable de esa 
población.

De conformidad con los datos del Cen-
so de Población y Vivienda 2010, del ineGi, la 
Secretaría de Asuntos Indígenas en el Estado 
de Oaxaca, existen 1 203 150 personas que 
hablan alguna lengua indígena, lo cual cons-
tituyen 31.6% de la población de tres años 
y más; de los cuales, 632 157 son mujeres y 
570 993 son hombres. Así mismo, de acuer-
do con dicho censo, 58% de la población se 
autoadscribe como perteneciente a alguno 
de los pueblos indígenas de la entidad. A su 
vez, en las regiones de la Costa Chica, Istmo, 
Cañada y Cuenca del Papaloapan, existe po-
blación afromexicana, de la cual no existen 
estadísticas oficiales.

Atendiendo a los datos de autoadscrip-
ción, 434 de los 570 municipios oaxaqueños 
son indígenas; de ellos, 313 tiene más de 70% 
de población indígenas y 121 de 40 a 69% de 
población que se reconoce como indígena 
(sai, 2013).

En cuanto a las mujeres indígenas oaxa-
queñas, quienes representan poco más de 
50% del total de los habitantes de los pue-
blos y comunidades indígenas de la entidad, 
sus condiciones actuales de rezago y discri-
minación se deben sobre todo a su situación 
social, cultural y de género, aun cuando por 
muchos años han demandado la ampliación 
de su derecho a participar, en forma equitati-
va con los varones, en todos los espacios de 
la vida económica, política , social y cultural 
de sus pueblos y comunidades (ver cuadro 4 
y gráfico 1).

Cabe resaltar que dentro de los territo-
rios ocupados por los pueblos y comunidades 
indígenas, se localiza la mayor biodiversidad 
con que cuenta la nación, y particularmente 
la entidad preserva una parte importante de 

Gráfico 1. Indicadores de carencia social

Nota: sai (2013).
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a             Cuadro 4. Marginación y pobreza en municipios indígenas por auto-adscripción

Estratos

Núme-
ro de 
munici-
pios

Población 
indígena 
auto-
adscrita

% Del 
total

Número de municipios según 
grado de marginación

Población indígena en condi-
ciones de pobreza

Muy 
alto Alto

Me-
dio Bajo

Muy 
bajo Extrema

Mode-
rada

Ingreso 
por de-
bajo de la 
linea de 
bienestar 
mínimo

Con 70% y 
más 313 1,267,139 61.3 165 77 66 3 2 410,980 302,934 472,923

Con 40% y 
hasta 69,9% 121 491,447 23.8 20 31 59 7 4 87,397 176,195 119,906

Municipios 
indígenas 434 1,758,586 85.1 185 108 125 10 6 498,377 479,129 592,829

Con 
presencia 
indígena 13 200,591 9.7 0 3 4 4 2 9,776 24,430 13,903

Con pobla-
ción indíge-
na dispersa 123 106,593 5.2 31 33 42 14 3 12,463 22,049 16,843

Total 570 2,065,770 100.0 216 144 171 28 11 520,616 525,608 623,575

        Nota: ddhpo, con información tomada de la sai (2013).

ese acervo natural. Lo anterior obedece en 
gran medida a que dentro de las culturas y 
conocimientos milenarios de estos pueblos, 
se ha favorecido la conservación de sus bie-
nes naturales, debido a que consideran una 
relación armónica con el medio ambiente y el 
territorio, porque se concibe que las personas 
constituimos parte intrínseca de la naturaleza.

En contraste con la gran riqueza cultural, 
humana y natural de Oaxaca, los datos del 

Consejo Nacional de Evaluación de la Política 
de Desarrollo Social (Coneval) colocan a los 
pueblos y comunidades indígenas en condi-
ciones de rezago social y altos niveles de po-
breza y marginación, debido en gran medida 
a que han sido excluidos de los procesos de 
planeación, formulación, ejecución y eva-
luación de programas, políticas públicas, así 
como, de la aprobación de medidas legislati-
vas que les beneficien y no continúen siendo 
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objeto de acciones paternalistas y de corte 
asistencial que solo han inhibido sus propias 
iniciativas de desarrollo, es decir, de las deci-
siones y participación económica y política.

El Programa de Naciones Unidas para el 
Desarrollo (pnud) considera que los pueblos 
indígenas se caracterizan por tener mayor 
rezago en indicadores sociales y económicos 
respecto de la población no-indígena de Mé-
xico; además de que dicha población origina-
ria tiene un índice de desarrollo humano de 
11.3% menor al del promedio nacional. En el 
caso específico del ingreso per cápita, la bre-
cha de la desigualdad se amplía a 17%.

Las condiciones de alto grado de rezago 
social, así como de pobreza y desigualdad 
persistentes, colocan a los pueblos y comuni-
dades indígenas del estado de Oaxaca junto 
a los pueblos originarios de los estados de 
Guerrero, Chiapas y Puebla, en una condición 
de vulnerabilidad y discriminación para el 
goce y ejercicio de sus derechos, al acceso a 
la justicia, al trabajo, al desarrollo, a la educa-
ción, a la salud, a la vivienda, y a la alimenta-
ción, entre otros.

Ante ese panorama, y de acuerdo con la 
información sistematizada por la Defenso-
ría de los Derechos Humanos del Pueblo 
de Oaxaca (ddhpo) con datos del Coneval, 
Oaxaca presenta las siguientes posiciones en 
la estadística nacional sobre marginación, re-
zago social y educativo (ver cuadro 5).

1MARCO 
CONCEPTUAL

Los pueblos y comunidades 
indígenas son aquellas colec-
tividades humanas ubicadas 

en un territorio determinado que se carac-
terizan por haber dado continuidad histórica 
a las instituciones políticas, económicas, so-
ciales y culturales que poseían sus ancestros; 
conservan sus formas propias de comunica-
ción (lenguas), concepciones, organización 
tradicional y política, así como instituciones 
de trabajo solidarias y gran sentido de identi-
dad y pertenencia acentuado.

Han sido reconocidos como parte de 
la pluriculturalidad de México y como des-
cendientes de poblaciones que habitaron en 
el territorio actual del país desde antes de 
iniciarse la colonización española y que con-
servan sus propias instituciones sociales, eco-
nómicas, culturales y políticas, o parte de ellas 
(Carbonell, 2011).

Este concepto que es retomado en la Ley 
de Derechos de los Pueblos y Comunidades 
Indígenas, reglamentaria del artículo 16 de la 
constitución oaxaqueña, señala que los pue-
blos indígenas son aquellas colectividades hu-
manas que dieron continuidad histórica a las 
instituciones políticas, económicas, sociales y 
culturales que poseían sus ancestros antes de 
la creación del estado de Oaxaca.

El derecho a la libre determinación es el 
primer derecho colectivo que permite ejercer 
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a todos los demás. Queda reconocido en los 
instrumentos internacionales como atributo 
de todos los pueblos y es considerado una 
herramienta esencial para la supervivencia y la 
integridad de sus sociedades y culturas.

El reconocimiento de que los pueblos in-
dígenas tienen ese derecho “en su calidad de 
pueblo” es importante, porque ratifica el he-
cho de que, en virtud de su régimen jurídico 
de pueblo y no en virtud de una delegación 
de poder de los estados dentro de los cuales 
viven, pueden decidir libremente su régimen 

político y buscar su desarrollo económico, 
social y cultural. Este matiz es importante, 
ya que implica la obligación por parte de los 
Estados de negociar con una entidad colec-
tiva poseedora de derechos preexistentes 
a su creación e independientes de su buena 
voluntad. También puede incluir la posibilidad 
de un recurso exterior en caso de que no se 
pueda llegar a un acuerdo.

Algunos elementos fundamentales que 
distinguen a esos pueblos y comunidades, son 
los siguientes:

Estado

Indicadores

Marginación* Rezago social** Rezago educativo***
Indice de desarrollo 
humano (idh)****

Grado

Lugar que 
ocupa en el 
contexto 
nacional Grado

Lugar que 
ocupa en el 
contexto 
nacional Porcentaje

Lugar que 
ocupa en el 
contexto 
nacional Porcentaje

Lugar que 
ocupa en 
el contex-
to nacional

Guerrero Muy alto 1 Muy alto 1 51.4 4 0.7838 27

Chiapas Muy alto 2 Muy alto 2 54.1 2 0.7754 28

Oaxaca Muy alto 3 Muy alto 3 56.7 1 0.7746 29

Veracruz Alto 4 Muy alto 4 47.5 5 0.7531 30

Puebla Alto 5 Alto 5 46.6 6 0.7513 31

Hidalgo Alto 6 Alto 6 51.9 3 0.7336 32

* Estimaciones del Conapo con base en ineGi, Censo de 
Población y Vivienda 2010.

** Estimaciones del Coneval con base en el XII Censo 
de Población y Vivienda 2000, II Conteo de Población y 
Vivienda 2005, y Censo de Población y Vivienda 2010.

*** Información estimada con base al Censo de Pobla-
ción y Vivienda 2010, ineGi, Proyecciones de Población 
Conapo 2010-2030 (16 de abril 2013).

**** Informe sobre Desarrollo Humano, México 2011, 
Equidad del Gasto Público: derechos sociales universa-
les con subsidios focalizados, PNUD.

Cuadro 5. Posición del estado de Oaxaca en los indicadores de marginación, rezago social y 
educativo a nivel nacional
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l La forma de ver y explicar los elemen-
tos de la naturaleza denominada cos-
movisión (filosofía indígena), que ha 
permanecido en la memoria de éstos, 
y que se basa en la relación armónica 
y holística con todos los elementos de 
la madre tierra a la que el ser humano 
pertenece, pero que no domina. Ejem-
plo de esa concepción la encontramos 
en el concepto de riqueza, el cual es aje-
no a las culturas indígenas, porque inclu-
so en la mayoría de sus lenguas carecen 
de ese vocablo así como de los térmi-
nos “desarrollo”; “riqueza”; o “pobreza”. 
Por ello, en el diálogo entre indígenas 
y no indígenas, los primeros cuestionan 
el uso del término “pobreza” como 
calificativo de una situación de escasez 
frente a otros sectores de la sociedad.

l La conservación de su territorio y bie-
nes naturales se concibe como el espa-
cio para la preservación y reproducción 
de la cultura, además de que constituye 
la base para el desarrollo político, so-
cial y económico. Las prácticas de los 
pueblos y comunidades responden a 
una relación muy estrecha con la na-
turaleza y con la tierra como madre, a 
quien continuamente se le ofrece culto 
por ser fortaleza y medio de supervi-
vencia, en la cual se venera al maíz, se 
realiza la observación de los astros en 
relación con los calendarios agrícolas 
y rituales, y es el lugar donde existen 
espíritus que la cuidan y habitan. Por 

milenios, los pueblos y comunidades se 
han autonombrado hijos del maíz, del 
jaguar, de las nubes o de la lluvia, como 
parte integrante de la naturaleza, de la 
cual son miembros y servidores.

l Para los pueblos y comunidades indíge-
nas la tierra y sus territorio son fuente 
de vida y parte esencial de su identidad, 
por tal razón la tierra es propiedad co-
munitaria, pertenece al grupo y no a un 
individuo, en consecuencia no puede ser 
concebida como una simple mercancía 
ni mucho menos como un bien sus-
ceptible de apropiación individual o de 
enajenación a terceros. Dentro de esa 
concepción, la tierra no es meramente 
un objeto de posesión y producción, 
sino que implica una relación integral que 
mantiene la vida espiritual de las comu-
nidades indígenas como madre tierra, lo 
cual tiene implicaciones profundas, como 
ya se señaló en los párrafos anteriores.

l La lengua es otro elemento fundamental 
que facilita la interpretación, el sentido y 
la relación con los elementos de la ma-
dre naturaleza, pues cada concepto tie-
ne significados profundos (para el caso 
del mixe, la palabra AyuukJääy, significa A 
= lengua, yuuk = montaña, Jääy = Gente) 
y éste a su vez le da significado y for-
talecimiento a los valores comunitarios 
en su diálogo con la naturaleza; de igual 
forma se resuelven conflictos al interior 
de la comunidad, con las comunidades 
vecinas y con la naturaleza misma. La 
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a existencia de ella permite transmitir y 
recrear la cultura, así como manifestar 
su visión del mundo. Es el principal refe-
rente de identidad con el que la socie-
dad percibe la diversidad étnica, cultural 
y lingüística. La pervivencia de una len-
gua equivale a la existencia del pueblo 
mismo (sai, 2013, p. 132).

l Las formas de organización social y po-
lítica de los pueblos y comunidades indí-
genas tienen determinadas estructuras 
que son semejantes pero con funciones 
diferentes. Ejemplo de ello es la insti-
tución del Consejo de Ancianos, Tata 
mandones o personas caracterizadas, 
mayordomos, capitanes, comités, alcal-
des, autoridades de bienes comunales, 
autoridades municipales, entre otros. 
Toda persona puede ser guía u orienta-
dor de la comunidad, siempre y cuando 
haya cumplido con ciertos servicios co-
munitarios y éstos hayan sido realizados 
con responsabilidad, con la vigilancia del 
Consejo de Ancianos.

l La elección de sus ayuntamientos se 
realiza mediante sus sistemas norma-
tivos internos, en las fechas que sus 
prácticas democráticas lo determinen, 
o en su caso se señale en sus estatutos 
electorales comunitarios, previamen-
te registrados ante el Instituto Estatal 
Electoral y de Participación Ciudadana 
(artículo 83 del Código de Instituciones 
Políticas y Procedimientos Electorales 
para el Estado de Oaxaca); los requi-

sitos para el ejercicio del voto, los de-
rechos y sus restricciones, así como las 
obligaciones de los ciudadanos, se harán 
de igual manera conforme a sus normas, 
instituciones, prácticas y tradiciones 
democráticas, siempre que no violen 
derechos humanos reconocidos por la 
Constitución Federal, por los tratados 
internacionales y por la Constitución 
Estatal (artículo 12 del código citado).

l La Asamblea General de Pueblo acuer-
da esos mecanismos, entre los cuales se 
encuentran la elección a “mano alzada, 
pelotón o votación de pizarrón”. La pri-
mera se lleva a cabo en asambleas en 
las cuales los participantes levantan la 
mano para mostrar su preferencia por 
algún candidato; en la segunda modali-
dad, cada aspirante a algún cargo debe 
rodearse de personas y gana quien 
reúna su mayor número y la última, que 
consiste en que cada participante con 
voz y voto agrega una marca en un piza-
rrón en el nombre del candidato de su 
preferencia.

l Los mecanismos de aplicación de la 
justicia y de atención a conflictos obe-
decen a las normas internas de los pue-
blos y comunidades indígenas, que son 
elementos fundamentales para la gene-
ración y garantía de respeto, tanto para 
la madre naturaleza, como en las rela-
ciones sociales, por lo general, se afirma 
que el derecho indígena es el conjunto 
de normas legales de tipo tradicional, 
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no escritas, no codificadas, distinto del 
derecho positivo vigente de un país de-
terminado.

l Esta concepción ha sido reafirmada 
en los últimos años en nuestro país en 
cuanto a su reconocimiento al aceptar 
la coexistencia de diversas normas ju-
rídicas en un plano de igualdad y coor-
dinación, es decir con la aceptación del 
pluralismo jurídico.

l El derecho de acceso a la justicia supone 
la posibilidad de que un conflicto entre 
partes sea resuelto por una autoridad 
facultada para ello, sea oficial o indígena. 
Existe reconocimiento constitucional a 
la jurisdicción indígena en el artículo 2 
de la Constitución Federal, por lo que 
debe ser cumplida tanto por los órga-
nos estatales de justicia, como por las 
autoridades elegidas al interior de las 
comunidades indígenas. En el mismo 
artículo se reconoce y garantiza el de-
recho de los pueblos y las comunidades 
indígenas a acceder plenamente a la ju-
risdicción del estado, se reconoce tam-
bién el derecho de los pueblos y comu-
nidades indígenas a “aplicar sus propios 
sistemas normativos en la regulación y 
solución de sus conflictos internos, su-
jetándose a los principios generales de 
esta Constitución, respetando las garan-
tías individuales, los derechos humanos 
y, de manera relevante, la dignidad e in-
tegridad de las mujeres…”.

Esa disposición es coherente con el plu-
ralismo cultural y jurídico, el cual admite 
diversos mecanismos o procedimientos a 
través de las cuales se garantiza a indígenas 
el derecho de acceso a la justicia, por ello, las 
medidas que se tomen deben estar dirigidas a 
mejorar el acceso en igualdad de condiciones 
tanto en tribunales oficiales –lo que implicará 
el reconocimiento de sus diferencias–, como 
al fortalecimiento al ejercicio de la jurisdic-
ción de los pueblos indígenas en el respeto a 
sus autoridades y sus resoluciones.

La facultad de organizarse y dirigir su vida 
interna de acuerdo con sus propios valores, 
instituciones, y mecanismos dentro del mar-
co del Estado del cual forman parte, significa 
dar vida al derecho de los pueblos indígenas a 
la autonomía, derecho que ha sido reconoci-
do en los niveles nacional e internacional. La 
Declaración de los Derechos de los Pueblos 
Indígenas reconoce el derecho a la autono-
mía o al autogobierno en las cuestiones re-
lacionadas con los asuntos internos y locales, 
así como a disponer de los medios necesa-
rios para financiar sus funciones autónomas 
(artículo 4).
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a 2 MARCO 
NORMATIVO

2.1 Marco 
normativo 
internacional y 

        regional

En las últimas décadas se han dado avances 
sin precedentes para el reconocimiento de 
los derechos de los pueblos indígenas en los 
planos nacional e internacional, después de 
haber permanecido dichos pueblos invisibles 
por mucho tiempo. Los pueblos indígenas es-
tán reconocidos en el artículo 2 Constitucio-
nal, sin embargo en las leyes secundarias se 
restringe, violenta y contrapone el ejercicio 
pleno de esos derechos. Las autoridades de 
los gobiernos federal y estatal han privilegia-
do la observancia de leyes secundarias, como 
la Ley de Aguas Nacionales y la Ley Minera, 
sobre la propia observancia del Convenio 
169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en 
Países Independientes de la Organización In-
ternacional del Trabajo (oit) y la Declaración 
de las Naciones Unidas sobre los Derechos 
Humanos de los Pueblos Indígenas.

Rodolfo Stavenhagen (2002), Relator Es-
pecial de las Naciones Unidas sobre la situa-
ción de los derechos humanos y libertades 
fundamentales de los indígenas, señaló que 
dicho Convenio 169:

es el instrumento de derecho internacional 
más comprensivo para proteger, en la legis-
lación y en la práctica, los derechos de los 
pueblos indígenas para que éstos puedan 
conservar sus usos y costumbres autócto-
nos frente a los de la sociedad nacional en 
la que habitan.

Este Convenio y la Declaración de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos de los 
Pueblos Indígenas constituyen los dos instru-
mentos jurídicos principales en el nivel inter-
nacional, aunque también existen otras nor-
matividades sobre derechos humanos que son 
aplicables a los pueblos indígenas, como son: 
Pacto Internacional de Derechos Económicos 
Sociales y Culturales; Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos; Convención In-
ternacional sobre la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación Racial; Convención 
sobre los Derechos del Niño; Convención 
sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer; Convención 
contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crue-
les, Inhumanos o Degradantes; Declaración 
Universal de la Organización de las Naciones 
Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultu-
ra sobre la Diversidad Cultural en 2001; Con-
venio sobre Diversidad Biológica; Convención 
de las Naciones Unidas de Lucha Contra la 
Desertificación en los Países Afectados por 
Sequía Grave o Desertificación; Convención 
para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural y 
Material; así como el Convenio de Viena sobre 
el uso de sustancias psicotrópicas.
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En virtud de la reforma constitucional 
efectuada en 2011, es importante distinguir 
que sumado al marco normativo citado con 
anterioridad y de acuerdo con los principios 
de interpretación y aplicación, los tratados 
internacionales en los cuales el Estado mexi-
cano es parte, son un marco de referencia 
obligatorio en las actuaciones de todas las 
autoridades, pero además, también deberán 
tomar en cuenta lo señalado por los organis-
mos creados en virtud de los tratados (obser-
vaciones generales y opiniones consultivas), 
las sentencias de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (Coldh) y las recomen-
daciones emitidas por los procedimientos 
especiales tanto del sistema universal, como 
regional de derechos humanos.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación 
ha señalado que la interpretación, en sentido 
amplio, implica que quienes imparten justicia, 
al igual que el resto de las autoridades del 
Estado mexicano, deben interpretar el orden 
jurídico a la luz y de acuerdo con los derechos 
humanos establecidos en la Constitución y 
en los Tratados Internacionales de los cuales 
el Estado mexicano sea parte, favoreciendo 
en todo tiempo a las personas la protección 
más amplia.

Por lo que respecta al principio properso-
na, éste deberá entenderse como criterio in-
terpretativo, para buscar la mayor protección 
de las personas y grupos, a fin de garantizar 
de manera adecuada e integral sus derechos 
humanos. Por lo tanto, deberá hacerse siem-
pre una interpretación extensiva cuando se 

trata de proteger derechos. Por el contrario, 
cuando la finalidad es acotar el margen de ac-
tuación de las autoridades y poderes públicos 
frente a los derechos humanos de las perso-
nas, se atenderá a la norma o interpretación 
más restringida.

En nivel regional, dentro de la Organiza-
ción de Estados Americanos (oea), el gobier-
no mexicano ha suscrito y ratificado diver-
sos instrumentos de derechos humanos que 
consideran una serie de prerrogativas a favor 
de los pueblos indígenas (en sustitución de 
vulnerabilidad), entre éstos se encuentran la 
Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre; la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos; el Proto-
colo Adicional a la Convención Americana en 
materia de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales; la Convención Interamericana 
para Prevenir y Sancionar la Tortura; la Con-
vención Interamericana para Prevenir, Sancio-
nar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 
“Convención Belém do Pará”; y la Conven-
ción Interamericana para la Eliminación de 
todas las Formas de Discriminación contra 
las Personas con Discapacidad.

2.1 Marco normativo nacional

En México, el proceso de reconocimiento de 
los pueblos y comunidades indígenas ha sido 
gradual y en distintos niveles. Un primer paso 
fue la reforma constitucional al artículo 4, en 
1992, para establecer que la nación mexicana 
tenía una composición pluricultural susten-
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a tada originalmente en sus pueblos indígenas. 
Con esta reforma se estableció la protección 
y promoción del desarrollo de sus lenguas, 
culturas, usos, costumbres, recursos y formas 
específicas de organización social, y garantizó 
a sus integrantes el efectivo acceso a la juris-
dicción del Estado, estableciendo además, que 
en los juicios y procedimientos agrarios en 
que aquellos sean parte, debían tomarse en 
cuenta sus prácticas y costumbres jurídicas 
en los términos que establece la Ley.

Como resultado del levantamiento arma-
do del Ejército Zapatista de Liberación Na-
cional (ezln) en enero de 1994, y después de 
la negociación de los Acuerdos de San Andrés 
Larrainzar, Chiapas, se dio pie a una nueva re-
forma a la Constitución en su artículo 2, la 
cual, sin embargo, como se menciona en el 
Diagnóstico Nacional de Derechos Huma-
nos, “fue un producto tardío y adulterado, 
que aunque reconoce formalmente el dere-
cho a la libre determinación de los pueblos 
indígenas, [...] lo encierra con candados que 
hacen difícil su aplicación” (oaCnudh, 2003).

Además de que considera a los pueblos 
indígenas como objetos de atención estatal, 
pero no como sujetos de derechos, lo cual 
se reflejaría en menos atribuciones en la libre 
determinación, su ejercicio, la autonomía y el 
autogobierno, así como en la transferencia y 
administración de recursos fiscales.

2.3 Marco normativo local

Las leyes y artículos aplicables a los pueblos 
indígenas en Oaxaca son diversas, no obs-
tante, resulta relevante mencionar que en su 
mayoría no se han incorporado en sus conte-
nidos los estándares del derecho internacio-
nal, situación que ha limitado su observancia 
y ejercicio.

Previo a la reforma constitucional de 2001 
operada en el nivel federal en materia indí-
gena, se promulgó en el estado de Oaxaca 
(1998) la Ley de Derechos de los Pueblos y 
Comunidades Indígenas (ldpCieo), la cual es 
reglamentaria del artículo 16 de la Constitu-
ción del Estado Libre y Soberano de Oaxaca.

Dicha ley fue catalogada de avanzada por 
reconocer a los pueblos indígenas derechos 
en diversos ámbitos relacionados con la justi-
cia, la educación y la cultura, sin embargo, tales 
avances no alcanzaron su propósito debido a 
las limitaciones que la propia ley establece; 
ejemplo de ello fue el reconocimiento de los 
sistemas normativos internos para la reso-
lución de sus conflictos, y la restricción de 
su validez en casos de determinada cuantía, 
y con la condición de que las partes sean in-
dígenas, además de que no deben vulnerarse 
la Constitución Política del Estado, las leyes 
estatales vigentes ni los derechos humanos ni 
de terceros. Además que esa ley es de carác-
ter supletorio a otras disposiciones, lo cual le 
resta eficacia en su aplicación.

Actualmente es necesario y urgente reali-
zar las reformas al marco jurídico local para 
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sal de Derechos Humanos (dudh, artículos 
10 y 11), la Declaración Americana de Dere-
chos y Deberes del Hombre (artículos XVIII 
y XXVI), el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos (pidCp, artículos 14 y 15) y 
en la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (artículos 8 y 9).

Dentro de los derechos que abarca el 
acceso a la justicia, conforme lo establece 
la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (Cadh) se encuentran: el derecho a 
ser oído públicamente por un tribunal com-
petente, independiente e imparcial; la presun-
ción de inocencia; el derecho a la defensa; el 
derecho a presentar testigos; a la igualdad 
de las partes; el derecho a un intérprete; a la 
apelación y el derecho a no ser juzgado dos 
veces por el mismo hecho, entre otros.

En el caso de los pueblos indígenas, la ob-
servancia de ese derecho conlleva la obliga-
ción de garantizar la igualdad de quienes se 
ven involucrados en procesos jurisdicciona-
les, a partir de las características específicas 
de su contexto cultural y lingüístico (ámbito 
individual), aunque también en la actualidad 
se ha incorporado el reconocimiento de los 
sistemas normativos indígenas (ámbito colec-
tivo) como parte del pluralismo existente en 
nuestro país.

Cuando se hace referencia al ámbito co-
lectivo se tienen que dimensionar los dere-
chos específicos que rigen el ejercicio de los 
sistemas normativos, y cuando se habla de 
lo individual, son los derechos que corres-
ponden a las personas indígenas de manera 

reducir la brecha que existe con relación a 
la legislación federal y más aún, con los ins-
trumentos internacionales en materia de 
derechos indígenas, a fin de generar mejores 
mecanismos de protección, defensa y ejerci-
cio de los derechos individuales y colectivos 
de esos pueblos –tarea que, sin duda, le co-
rresponde realizar a las instituciones, pero a 
partir de la participación activa de los pro-
pios habitantes de los pueblos originarios de 
la entidad–, y con ello hacer realidad una nue-
va relación con el Estado mexicano, la cual 
debe estar sustentada en el respeto a su libre 
determinación, en la creación de condiciones 
equitativas de participación y en el fundamen-
tal reconocimiento a su diversidad cultural.

3 DIAGNÓS-
TICO

3.1 Derecho al 
acceso a la justicia y 
a los sistemas 

      normativos internos

El derecho de acceso a la justicia es el con-
junto de prerrogativas que deben garantizar 
a las personas su participación en procedi-
mientos legales, de acuerdo con el debido 
proceso legal y como garantía fundamental 
del juicio justo (oaCnudh, 2007). Este derecho 
ha sido reconocido en la Declaración Univer-
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a personal, y que permiten reconocer y tomar 
en cuenta la diversidad cultural de la cual la 
persona indígena forma parte.

La perspectiva colectiva del derecho de 
acceso a la justicia conlleva reconocer la exis-
tencia de sistemas de justicia propios y par-
ticulares de los pueblos indígenas, los cuales 
existen y se encuentran vigentes para la re-
solución de sus conflictos internos. En otras 
palabras, se deberá admitir que la justicia va 
más allá del necesario acceso a los órganos 
estatales y municipales que la procuran y ad-
ministran. Los límites de esta facultad están 
constituidos en los principios generales de la 
Constitución Federal, el respeto a las garan-
tías individuales y de manera relevante a la 
dignidad e integridad de las mujeres.

El reconocimiento de los sistemas nor-
mativos internos de los pueblos indígenas 
se encuentra establecido en los artículos 
8.2 y 9.1 del Convenio 169 de la oit y en 
los artículos 34 y 35 de la Declaración de 
las Naciones Unidas sobre Derechos de los 
Pueblos Indígenas. La Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos (Cpeum), en 
su artículo 2, apartado A, fracción II, estable-
ce ese derecho en el sentido de reconocer 
la aplicación de los sistemas normativos en 
la regulación y solución de sus conflictos 
internos, sujetándose a los principios gene-
rales de la misma.

La perspectiva individual del derecho de 
acceso a la justicia considera la identidad y 
prácticas culturales de las personas indígenas 
–al momento de encontrarse sujetas a órga-

nos encargados de la procuración y adminis-
tración de justicia por parte del Estado–, im-
plica garantizarles una defensa adecuada, un 
traductor e intérprete y establecer una pena 
justa y satisfactoria para la parte afectada.

El reconocimiento del derecho al acceso a 
la justicia de las personas indígenas ante los 
órganos jurisdiccionales del Estado se en-
cuentra reconocido en los artículos 8.1 y 9.2 
del Convenio 169 de la oit, en los artículos 
13.2 y 40 de la Declaración de las Naciones 
Unidas sobre Derechos de los Pueblos Indí-
genas y en el artículo 2, apartado A, fracción 
VIII de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.

A pesar del reconocimiento de los siste-
mas normativos indígenas, al momento de 
su aplicación, éstos entran en conflicto con 
los órganos del Estado, sobre todo cuando 
alguna de las partes involucradas desconoce 
o decide no someterse a este sistema, y re-
currir ante las instituciones de procuración y 
administración de justicia del Estado, quienes 
sin mediar un razonamiento con enfoque de 
pluralismo jurídico, terminan imponiendo el 
derecho positivo, sin analizar y convalidar la 
decisión de las autoridades indígenas.

Otro elemento de conflicto radica en la 
determinación de la competencia de las auto-
ridades indígenas para regular y resolver sus 
conflictos internos, porque en la vía de los 
hechos y consuetudinariamente conocen de 
asuntos relevantes que el Estado tiene reser-
vados para su jurisdicción, lo cual se califica 
como extralimitación de las funciones de las 
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autoridades indígenas o como hechos viola-
torios a los derechos humanos.

Esta realidad de confrontación entre los 
sistemas se observa en diversas quejas y re-
comendaciones tramitadas y emitidas por la 
Defensoría de los Derechos Humanos del 
Pueblo de Oaxaca (ddhpo), en las cuales los 
actos de las autoridades indígenas son con-
siderados violatorios de los derechos huma-
nos, sin hacer una ponderación que permita 
articular la aplicación de ambos sistemas, 
como se muestra en los siguientes datos (ver 
cuadro 6).

De los principales problemas a los cuales 
se enfrentan las personas indígenas para ac-
ceder al sistema de justicia del estado se en-
cuentran: la falta de traductores e intérpretes, 
de defensores con conocimiento de la lengua 
y cultura de los pueblos y comunidades indí-
genas, así como con una práctica institucional 
que no respeta ni toma en cuenta su identi-
dad cultural.

En ese sentido, Stavenhagen (2003) pun-
tualizó que:

los juicios en que se ven involucrados los 
indígenas están con frecuencia plagados de 
irregularidades, no solamente por la falta 
de intérpretes y defensores capacitados, 
sino también porque el ministerio público 
y los jueces suelen ignorar las costumbres 
jurídicas indígenas. En ocasiones las senten-
cias dictadas están fuera de toda propor-
ción a los delitos imputados, como sucede 
en casos vinculados a delitos ambientales o 

contra la salud o a las Leyes Federales de 
armas y de telecomunicaciones (p. 11).

De acuerdo con el Diagnóstico sobre el acceso 
a la justicia para los indígenas en México, estudio 
de caso en Oaxaca, elaborado por la oaCnudh 
en México, 91% de los indígenas encuestados 
y que hablaban una lengua indígena, solo 16% 
contó con un traductor o intérprete en algún 
momento del proceso (oaCnudh, 2007).

Dicho estudio, señaló que existen debili-
dades estructurales y prácticas sistemáticas 
que impiden la efectiva implementación del 
derecho a la defensa tanto de las personas 
indígenas, como no indígenas, las primeras se 
ven mayormente afectadas. A pesar de esos 
constantes señalamientos, no existe en el 
estado una instancia que garantice el cumpli-
miento cabal a favor de los pueblos y comu-
nidades indígenas.

La carencia de traductores e intérpretes 
señalada anteriormente se evidencia en el 
Informe sobre el estado que guardan los dere-
chos lingüísticos de los pueblos y comunidades 
indígenas en el sistema de procuración y admi-
nistración de justicia en Oaxaca , elaborado en 
2012 por Fundar-Centro de análisis e inves-
tigación y el Centro Profesional Indígena de 
Asesoría, Defensa y Traducción (Cepiadet, 
2012), al puntualizar que de un total de seis 
instituciones federales y cinco estatales que 
tienen relación con el sistema de procuración 
y administración de justicia, sólo la Procura-
duría para la Defensa del Indígena y grupos 
vulnerables (Provid) y la Secretaría de Asun-
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a Cuadro 6. Municipios con recomendaciones emitidas  
por la ddhpo en los años 2011, 2012 y 2013

Municipio Pueblo indígena Derechos vulnerados

Año

2011 2012 2013

San Martin Peras Mixteco

Derecho a la legalidad 1   

Derechos a la seguridad jurídica 1   

San Baltazar Yatzachi 
el bajo Zapoteco Derecho a la libertad 1   

San Domingo Tonalá Mixteco Derecho a la libertad 1   

Espinal Oaxaca Zapoteco

Derecho a la legalidad 1   

Derecho a la seguridad Jurídica 1   

Derecho a la libertad personal 1   

San Pedro Mixtepec Chatino

Derecho a la legalidad 1   

Derecho a la seguridad Jurídica 1   

San Juan Guichicovi Mixe

Derecho a la Vida  1  

Derecho a la Integridad  1  

Derecho a la seguridad personal  1  

San Pedro Tututepec 
de Melchor Ocampo chatino

Derecho a la integridad  1  

Derecho a la seguridad personal  1  

San Juan Mazatlán Mixe

Derecho a la libertad  1  

Derecho a la Integridad  1  

Derecho a la seguridad personal  1  

San Francisca Telixt-
lahuaca Mixteco Derecho a la seguridad jurídica   1

Santiago Tenango Mixteco

Derecho a la Integridad   1

Derecho a la seguridad personal   1

Villa de Zaachila Zapoteco

Derecho a la justicia   1

Derecho al trabajo   1

Derecho a la seguridad jurídica   1
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Ocotlán de Morelos Zapoteco

Derecho a la justicia   1

Derecho al trabajo   1

Derecho a la seguridad jurídica   1

San Miguel Soyaltepec Mazatecos

Derecho a la justicia   1

Derecho al trabajo   1

Derecho a la seguridad jurídica   1

San Domingo Tehuan-
tepec Zapoteco

Derecho a la justicia   1

Derecho al trabajo   1

Derecho a la seguridad jurídica   1

Asunción Nochixtlán Mixtecos

Derecho a la justicia   1

Derecho al trabajo   1

Derecho a la seguridad jurídica   1

  TOTAL: 9 8 18

Nota: Archivo de la ddhpo (2013).

Municipio Pueblo indígena Derechos vulnerados

Año

2011 2012 2013

tos Indígenas (SAI) cuentan con traductores 
e intérpretes (Cepiadet, 2012), sin embargo, 
no son suficientes para garantizar la obser-
vancia de este derecho, además de que nos 
son personas avocadas a esa labor, sino a 
otras funciones institucionales.

3.2 Derecho a los sistemas 
normativos electorales

La Declaración de las Naciones Unidas sobre 
los Derechos de los Pueblos Indígenas, en su 
artículo 5, señala que esos pueblos “tienen 
derecho a conservar y reforzar sus propias 
instituciones políticas, jurídicas, económicas, 
sociales y culturales, manteniendo a la vez su 

derecho a participar plenamente, si lo desean, 
en la vida política, económica, social y cultural 
del Estado.”

Por su parte, la Cpeum, en su artículo 2, re-
conoce el derecho a los pueblos y comunida-
des indígenas de “definir sus propias formas 
de organización social, económica, política y 
cultural” y a “elegir de acuerdo a sus normas, 
procedimientos y prácticas tradicionales, 
a las autoridades o representantes para el 
ejercicio de sus formas propias de gobier-
no”. Ambos derechos, emanados del derecho 
fundamental de la libre determinación, per-
miten a los pueblos y comunidades indígenas 
la vigencia de su organización política propia, 
la definición de sus propias instituciones, las 
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a cuales no necesariamente corresponden al 
resto de las instituciones del Estado, pero 
además, reconoce el derecho de elegir a sus 
autoridades acorde con sus propios sistemas 
normativos.

La expresión del ejercicio de esos de-
rechos en el caso del estado de Oaxaca, se 
observa en las elecciones de las autoridades 
municipales, ya que de los 570 municipios 
existentes, actualmente en 417 de ellos éstas 
son elegidas conforme a los sistemas norma-
tivos propios de esas comunidades indígenas.

De acuerdo con la Ley de Derechos de los 
Pueblos y Comunidades Indígenas de Oaxaca 
(ldpCio) el sistema normativo indígena com-
prende los valores, normas, instituciones y 
procedimientos de esos pueblos, los cuales co-
nocen y aplican en el desarrollo de su vida pú-
blica interna, particularmente en la designación 
de sus cargos y servicios, y nombramiento de 
sus autoridades comunitarias y municipales.

El sistema normativo indígena y el sistema 
de cargos son dos estructuras institucionales 
relacionadas entre sí, y conforman un solo en-
tramado institucional, basado en un modelo 
indígena de autoridad pública, reconocido en 
la Constitución Política local y en el Código 
de Instituciones Políticas y Procedimientos 
Electorales de Oaxaca (Cippeo), reformado 
el 15 de abril de 2011, el cual establece en 
su libro VI, De la Renovación de los Ayunta-
mientos en Municipios que Electoralmente se 
Rigen por los Sistemas Normativos Internos, 
anteriormente conocidos como Sistema de 
Usos y Costumbres.

Los avances legislativos al respecto de ese 
tema en principio representaron para los mu-
nicipios indígenas liberarse del control estatal 
y de la intromisión de los partidos políticos 
en su organización y participación política, sin 
embargo, con el paso del tiempo, en algunos 
pueblos y comunidades indígenas ese pro-
ceso se ha deformado debido a la injerencia 
de intereses político-partidistas ajenos a los 
municipios, lo cual ha provocado en ciertas 
regiones el resquebrajamiento del sistema 
tradicional de elección, derivando en una 
creciente violencia política, división interna, 
ingobernabilidad y paulatinamente la pérdida 
de valores e identidad indígena.

Una característica del sistema interno 
radica en el método de cargos y servicios 
que las personas deben cumplir como una 
contribución comunitaria y sin ningún tipo 
de retribución. En ese sentido, la asamblea 
comunitaria –el órgano máximo de decisión–, 
designa a las autoridades municipales.

En cambio, las autoridades electas por el 
sistema de partidos políticos se rigen con las 
reglas de éstos y la ley electoral. Dicho siste-
ma permite el proselitismo político, el órgano 
electoral es el que organiza las elecciones y 
funge como árbitro. Otra característica que 
hace diferencia con el sistema normativo in-
terno es que las personas integrantes de la 
autoridad municipal perciben una prestación 
económica y la toma de decisiones radica en 
el cabildo municipal.

Las reglas de operación para la ejecución 
de los recursos municipales las han diseñado 
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los gobiernos federal y estatal con una lógi-
ca homogénea, como ocurre en el caso de 
las Leyes de Coordinación Fiscal, federal y 
estatal, respecto de los ramos 28 y 33, fon-
do III y IV, sin tomar en cuenta la forma de 
organización política y social, lo que ocasiona 
conflictos internos.

Rodolfo Stavenhagen (2003), en su Informe 
sobre la situación de los derechos humanos 
advirtió:

que algunos conflictos en las regiones indí-
genas tienen una causalidad eminentemente 
política, por estar estrechamente relaciona-
dos con el ejercicio del poder local y, en va-
rios casos, ligados directamente al acceso o 
manejo de recursos públicos. Toman la forma 
de disputas por el control de los gobiernos 
municipales, los programas de desarrollo, las 
agencias de asistencia técnica, de prestación 
de servicios o de distribución de subsidios, 
etcétera. En varios casos reportados, la elec-
ción y/o designación de autoridades y funcio-
narios y su permanencia en los cargos juega 
un papel central en estos escenarios. En 
Oaxaca, si bien se practican los usos y cos-
tumbres tradicionales en la elección de auto-
ridades locales en 418 municipios (de los 570 
que hay en el Estado), se producen diversos 
conflictos poselectorales que en ocasiones 
generan tensiones y divisiones (p. 10).

Esas situaciones han ocasionado que la 
renovación de las autoridades municipales 
se torne cada vez más conflictiva, al grado 

de ocasionar la pérdida de vidas humanas, 
y condiciones de ingobernabilidad en varios 
municipios. En ese sentido, los datos de los 
conflictos poselectorales en municipios in-
dígenas muestran una tendencia a la alza en 
cada proceso de elección municipal.

Debe señalarse que actualmente y en for-
ma regular existe una marcada competencia 
por ocupar los ayuntamientos municipales 
o parte del cabildo, fundada en los recursos 
presupuestales asignados por la Federación a 
través de los ramos 28 y 33. Con esto, ade-
más de que permea la lucha partidista por 
el control político del municipio, también ha 
habido manejos deshonestos de recursos de 
algunas autoridades, así como numerosos 
conflictos entre agencias municipales y de 
policía en contra de las cabeceras debido a 
que éstas últimas destinan una mínima parte 
de los recursos a las localidades de su demar-
cación municipal, toda vez que en la mayoría 
de los casos las agencias municipales y de po-
licía no tienen participación en las reuniones 
de priorización de obras y servicios.

Otra problemática que sufren los muni-
cipios indígenas, al suscitarse los conflictos 
electorales al interior de sus ayuntamientos, 
es la designación de administradores munici-
pales, los cuales son impuestos por el Con-
greso del Estado. Generalmente son personas 
mestizas ajenas a la comunidad, quienes per-
tenecen a determinados partidos políticos y 
los comisionan para encargarse de manejar 
a su criterio las bolsas presupuestales de los 
municipios con disputas políticas.
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a 3.3 Derecho a la tierra, territorio  
y bienes naturales

En la cosmovisión de los pueblos indíge-
nas, un territorio comprende el subsuelo, 
suelo y cielo. Como consecuencia, lo que 
se encuentra en cada elemento, como los 
minerales, bosques, ríos, montañas, mares, 
lagunas, la flora, la fauna y el aire (oaCnudh, 
2011).

En ese sentido el Convenio 169 de la oit, 
en su artículo 13, establece que “la utilización 
del término tierras […] deberá incluir el con-
cepto de territorios, lo que cubre la totalidad 
de hábitat de las regiones que los pueblos 
interesados ocupan o utilizan de alguna otra 
manera”.

El derecho a la tierra, territorio y bienes 
naturales, implica el reconocimiento de los 
derechos a:

a. La propiedad, posesión y utilización de 
las tierras que tradicionalmente ocupan 
(artículo 14).

b. La utilización, administración y conser-
vación de los recursos naturales (artícu-
lo 15).

c. La consulta y participación e indemniza-
ción (artículo 15).

d. No ser trasladados de las tierras que 
ocupan sin su consentimiento (artícu-
lo 16).

e. Al retorno a sus tierras tradicionales 
(artículo 16).

f. La indemnización (artículo 16).

Por su parte la Declaración de las Nacio-
nes Unidas sobre los Derechos de los Pue-
blos Indígenas (dnupi), en sus artículos 25, 26, 
27, 28, 29 y 30, prevé una serie de derechos, 
entre ellos los siguientes:

a. A mantener y fortalecer la relación es-
piritual con las tierras, territorios, aguas, 
mares costeros y otros recursos.

b. A las tierras, territorios y recursos na-
turales que han poseído, ocupado, utili-
zado o adquirido.

c. Al reconocimiento de la propiedad an-
cestral, así como a las diversas formas 
de tenencia.

d. A la reparación, restitución e indemni-
zación.

e. A la conservación y protección del am-
biente y la capacidad productiva de sus 
tierras o territorios y recursos.

f. A la consulta previa por actividades mili-
tares de los gobiernos en sus territorios.

La Constitución Política Federal establece 
el territorio como un componente del Esta-
do en el ámbito de jurisdicción en los artí-
culos 42 y 48 y en los artículos 2 y 27 con 
relación a la propiedad, protección y acceso 
a los recursos naturales de las tierras de los 
pueblos indígenas. Así mismo, sus artículos 1 y 
133 consideran estas tierras y territorios con 
sus recursos con el concepto de “territorio 
indígena” como el hábitat que ocupan. Sin 
embargo el artículo 27 concede la propiedad 
a la nación, por lo que actualmente se plantea 
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la necesidad de adaptarlo y armonizarlo al te-
rritorio de los pueblos indígenas consideran-
do sus bienes naturales donde se encuentran 
grandes reservas ecológicas territoriales.

En el caso de Oaxaca, estos derechos 
cobran mayor relevancia toda vez que 82% 
de los bosques y selvas se encuentra en ma-
nos campesinas e indígenas, sin embargo, el 
sector forestal solo aporta 7% del produc-
to interno bruto (pib) nacional, y representa 
32.3% de las comunidades agrarias y 38% de 
los comuneros del país. Actualmente 80 % del 
territorio es propiedad social, distribuida en 
bienes comunales y ejidales. Es la entidad con 
más biodiversidad en el nivel nacional, en la 
cual existen al menos 26 tipos de vegetación, 
cuatro de las seis familias de coníferas en el 
mundo, cuatro de las familias de mangles exis-
tentes en el planeta y tiene el mayor número 
de cactáceas endémicas. Así mismo posee 
50% de especies de vertebrados terrestres 
que habitan en el país, y más de 736 especies 
distintas de aves (unam, 2004).

Como señala Thierry Linck (1999):

Las tierras de uso común de los ejidos y 
comunidades agrarias verifican esa doble 
característica: son tierras no parceladas so-
metidas al control colectivo del ejido o de 
la comunidad, pero reservadas para un uso 
individual de sus miembros mediante la cría 
de animales, los cultivos o la recolección. 
Por extensión, un planteamiento similar 
puede aplicarse, en regímenes de apro-
piación individual, cuando restricciones al 

derecho de propiedad privada conducen 
a disociar propiedad y uso: en tales casos, 
los dispositivos institucionales derivados 
de la tradición, de arreglos o simplemente 
del habitus, llegan a sustentar modalidades 
específicas de coordinación (p. 123).

El Estado de Oaxaca posee 71.8% como 
tierra de uso común y 26.4 % como tierra 
parcelada, con un porcentaje de 57.7%, de 
acuerdo con la superficie de su territorio. 
Cuenta con 925 núcleos agrarios, 193,194 
parcelas y 114, 852 solares y acorde con el 
sujeto de derecho del total de tierras parce-
ladas, la superficie total es de 694,833 hec-
táreas; 75.7% de la propiedad corresponde 
a hombres y 14.2% a mujeres, con 0.9% de 
parcela colectiva. En las cuales las principales 
fuentes de empleo son la agrícola, ganadera, 
silvícola, pesca y caza.

La superficie de uso del suelo correspon-
de a 54.1 % agrícola, 23% ganadero y el res-
tante 21% agropecuario. De la superficie de 
uso común, 45.6% se emplea al sector agrí-
cola, y 15% al agropecuario, con un sistema 
de regadío de temporal principalmente 73.0% 
de ellas.

Los conflictos por la tierra entre comu-
nidades indígenas han sido una problemática 
constante y delicada en la historia de Oaxa-
ca, tanto por su larga trayectoria, como por 
su alto costo financiero, social y de pérdidas 
humanas.

En ese rubro, debe mencionarse que a pe-
sar de reuniones conciliatorias entre ejidos, 
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a comunidades y pequeñas propiedades con la 
finalidad de buscar alternativas para resolver 
diferencias y la definición de sus líneas colin-
dantes, han persistido y se han complicado 
numerosos conflictos en casi todas las regio-
nes indígenas.

De acuerdo con información proporcio-
nada por la Junta de Conciliación Agraria 
del Estado, en el ejercicio 2012, de un total 
de 413 procesos de conciliación atendidos, 
solamente dos concluyeron con la firma de 
convenios conciliatorios entre núcleos agra-
rios y se realizaron 13 dictámenes en ma-
teria topográfica; se reportó asimismo que 
en 2013, hubo 480 conflictos agrarios, de los 
cuáles, 31 se consideraron de atención prio-
ritaria, 41 de atención permanente y 336 de 
atención ordinaria.

El reparto de la tierra fue un factor deter-
minante del progreso económico y estabili-
dad social del campo y del país, no obstante, 
dicho reparto también fue origen de conflic-
tos de diversa índole, debido a errores en los 
procedimientos de ejecución de resoluciones 
presidenciales, derivados en muchos casos de 
la falta de tecnología que permitiera realizar 
mediciones y deslindes de predios de manera 
exacta, lo que originó la aparición de con-
flictos por límites; sobre posición de planos; 
disputas al interior de los núcleos agrarios; 
invasiones y despojos que propiciaron la falta 
de seguridad y certeza jurídica en la tenencia 
de la tierra.

Mucho se ha enfatizado sobre las ven-
ganzas históricas que agravan los conflictos 

agrarios; por el acaparamiento de tierras y 
la ocupación impune que realizan los gana-
deros y madereros; así como por la disputa 
de los bienes naturales y la explotación que 
realizan o pretenden llevar a cabo distintas 
empresas sin el consenso de los pueblos y 
comunidades indígenas. Cabe hacer mención 
que la aplicación del Programa de Certifi-
cación de Derechos Ejidales y Titulación de 
Solares (Procede) y el Fondo de Apoyo para 
Núcleos Agrarios sin Regularizar (fanar), le-
jos de dar certeza jurídica sobre la propiedad 
de la tierra, ha venido generando conflictos 
internos entre los núcleos agrarios, toda vez 
que ha afectado la cohesión comunitaria al 
fracturar la concepción colectiva de la tierra, 
provocando que en algunos casos se realice la 
compraventa de terrenos a agentes externos 
como inversionistas nacionales y extranjeros, 
como ocurre con las compañías de la indus-
tria extractiva y energética.

La conflictividad agraria ha llamado la aten-
ción de diversos organismos internacionales 
de derechos humanos, entre ellos el Comité 
para la Eliminación de la Discriminación Ra-
cial (1996), el cual recomendó buscar “solu-
ciones justas y equitativas a la demarcación, 
la distribución y la restitución de tierras”, 
además de asegurar “la correcta aplicación 
del Programa de Atención a Focos Rojos que 
tiene por objeto resolver los conflictos cuya 
causa principal es la disputa por posesión de 
tierras” (CERD, 2006).

En este mismo sentido, Stavenhagen 
(2003) recomendó que la preservación y 
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protección de las tierras, territorios y re-
cursos de los pueblos y comunidades indí-
genas deben tener prioridad por encima de 
cualquier otro interés en la solución de los 
conflictos agrarios.

La ausencia de una política adecuada de 
atención a la conflictividad agraria que per-
siste en la entidad ha provocado que en la 
lucha por la defensa de la tierra se produzcan 
enfrentamientos armados entre los conten-
dientes, dejando como saldo personas muer-
tas, heridas, encarceladas y desplazadas por la 
violencia que se genera. Al respecto, la Ofi-
cina del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos (oaC-
nudh) en su Diagnóstico sobre la situación de 
los derechos humanos en México (2003) indica 
que “la matanza en Agua Fría, Oaxaca, ocurri-
da el 31 de mayo de 2002, es un ejemplo de 
la violencia generada cuando estos conflictos 
no son resueltos a tiempo por las autorida-
des agrarias responsables” (p. 154).

En el mismo contexto, se deben mencio-
nar los siguientes casos: en la Sierra Sur, el de 
Santiago Amoltepec con sus municipios co-
lindantes, el cual ha cobrado varias vidas; en 
la Mixteca, los conflictos de San Juan Copala, 
el sostenido entre San Juan Mixtepec y Santo 
Domingo Yosoñama, y el de La Nopalera y Zi-
matlán de Lázaro Cárdenas; en la región mixe 
los casos entre San Miguel Quetzaltepec y 
San Lucas Camotlán, San Juan Otzolotepec y 
Santa María Puxmetacán; y, en la zona huave 
el de Santa María del Mar y San Mateo del 
Mar; por mencionar algunos.

Hasta febrero de 2012, en el estado de 
Oaxaca existían 388 concesiones vigentes, lo 
cual representa 7.78%12 del territorio del es-
tado, que en su mayoría son tierras ocupadas 
por pueblos y comunidades indígenas. Dichas 
concesiones se traducen en 33 proyectos, de 
los cuales cuatro han sido cancelados, 27 se 
encuentran en etapa de exploración y dos 
más en etapa de producción.13

La construcción de grandes proyectos 
hidráulicos ha atraído a numerosas perso-
nas externas a las comunidades afectadas, 
así como la presencia policiaca y militar para 
custodiar los procesos de construcción y 
operación de esas instalaciones, lo cual ha 
impactado en la paz social y en las relaciones 
al interior de la vida comunitaria.

Una de las protestas actuales por la inob-
servancia de respeto a los derechos terri-
toriales de los pueblos indígenas, en el caso 
particular de Oaxaca, ha sido el proyecto hi-
droeléctrico denominado “Paso de la Reina”, 
el cual está operando la Comisión Federal de 
Electricidad en su etapa de estudios de facti-
bilidad, con la denominación oficial de: “Apro-
vechamiento Hidráulico de Usos Múltiples 
Paso de la Reina”; y que afecta un área de 
más de 39 comunidades ubicadas en los mu-
nicipios de Santiago Jamiltepec, Santiago Ix-
tayutla, Tataltepec de Valdés, Santiago Tetepec, 
Santa Cruz Zenzontepec y Villa de Tututepec 
de Melchor Ocampo.

12  Servicio Geológico Mexicano, febrero de 2012.
13  Servicio Geológico Mexicano, noviembre de 2011.
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a Otro caso similar es el de los parques eó-
licos en la región del Istmo, cuya implemen-
tación ha afectado a varios pueblos huaves y 
zapotecos, a quienes no se les consultó para 
desarrollar el proyecto. Dichos desarrollos 
abarcan 2 500 hectáreas con una inversión 
aproximada de 550 cincuenta millones de 
dólares, cuyas utilidades difícilmente habrán 
de beneficiar a la población indígena afectada.

3.4 Derecho a la consulta  
y al consentimiento libre  
previo e informado

La oaCnudh, al referirse al derecho a la con-
sulta, ha señalado que éste tiene un doble 
carácter, ya que constituye, por una parte, un 
derecho colectivo de los pueblos indígenas 
vinculado al de la libre determinación, pero al 
mismo tiempo, como un instrumento central 
para garantizar la realización de otros dere-
chos (oaCnudh, 2011).

El deber de los Estados de consultar a los 
pueblos indígenas se encuentra establecido 
en el Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas 
y Tribales en países independientes de la Or-
ganización Internacional del Trabajo (oit) y en 
la Declaración de las Naciones Unidas sobre 
los Derechos de los Pueblos Indígenas (dnu-
dpi). Aunque no en términos tan explícitos, 
otros instrumentos normativos de carácter 
internacional también la consideran, como 
en la Convención Americana de Derechos 
Humanos (Cadh), el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, y la Convención 

Internacional en Contra de Todas las Formas 
de Discriminación Racial. México ha ratifica-
do estos instrumentos internacionales, por lo 
cual conforme al bloque de constitucionali-
dad y convencionalidad establecido con la 
reforma constitucional del año 2011, resultan 
de observancia obligatoria.

Conforme a lo establecido por el Con-
venio 169 de la oit, los gobiernos deberán 
garantizar la consulta en los procesos de 
adopción de disposiciones jurídicas sobre 
propiedad de la tierra, en actividades de pros-
pección y explotación de bienes naturales, en 
el traslado de comunidades y en la adopción, 
formulación y aplicación de medidas legisla-
tivas y administrativas, que incluyen los pla-
nes de desarrollo. Se podría afirmar, que “los 
derechos de los pueblos indígenas y tribales 
a ser consultados y a participar en el pro-
ceso de adopción de decisiones constituyen 
la piedra angular del Convenio núm. 169 y la 
base para aplicar el conjunto más amplio de 
derechos consagrados en el Convenio” (oit, 
Comprender el Convenio sobre pueblos in-
dígenas y tribales 1989, 2013).

Por lo que corresponde a la Declaración 
de las Naciones Unidas sobre los Derechos 
de los Pueblos Indígenas, en 11 de sus 46 ar-
tículos se hace mención explícita al derecho 
a la consulta y de manera puntual, en su artí-
culo 19 se establece el deber de los Estados 
de “celebrar consultas y cooperar de buena 
fe con los pueblos indígenas interesados (...) 
antes de adoptar y aplicar medidas legisla-
tivas o administrativas que los afecten, a fin 
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de obtener su consentimiento libre, previo e 
informado”.

La Comisión de Expertos de la oit (2013) 
ha sostenido que el deber de los Estados de 
consultar a los pueblos existe en un nivel 
general por la vinculación existente de ese 
derecho con todas las disposiciones del Con-
venio 169, y también en un nivel específico, 
por algunas situaciones en las que resulta de 
especial relevancia, entre las cuales destacan 
las siguientes:

l Antes de la prospección o explotación 
de los minerales y los recursos del sub-
suelo (artículo 15).

l Antes del traslado y la reubicación, los 
cuales sólo deberán efectuarse con 
consentimiento, dado libremente y con 
pleno conocimiento de causa (artículo 
16).

l Siempre que se considere la enajena-
ción o la transmisión de las tierras de 
los pueblos indígenas fuera de su comu-
nidad (artículo 17).

l En relación con la organización y el fun-
cionamiento de programas especiales 
de formación profesional (artículo 22).

l En relación con la alfabetización y pro-
gramas y servicios de educación (artícu-
los 27 y 28). 

La aCnudh, señala que la Declaración de 
las Naciones Unidas sobre Derechos de los 
Pueblos Indígenas, establece en su artículo 19 
el deber de los Estados de celebrar consultas 

con los pueblos indígenas “antes de adoptar y 
aplicar medidas legislativas o administrativas 
que los afecten” (aCnudh, 2011, p. 19). De ma-
nera particular, dicha Declaración reconoce 
el derecho de los pueblos a ser consultados 
en los siguientes casos:

l En la situación en que puedan llegar a 
ser desplazados de sus tierras o territo-
rios (artículo 10);

l En el caso de que puedan llegar a ser 
afectados en sus bienes culturales, inte-
lectuales, religiosos o espirituales (artí-
culo 11);

l En la adopción de medidas para comba-
tir los prejuicios y eliminar la discrimi-
nación (artículo 15);

l En la definición de políticas encaminadas 
a proteger a los niños indígenas contra 
la explotación económica (artículo 17);

l En los casos en que sus tierras y territo-
rios sufran cualquier tipo de afectación 
(artículo 28);

l En los casos de almacenamiento o eli-
minación de materiales peligrosos en 
las tierras o territorios de los pueblos 
indígenas (artículo 29);

l En los casos en los que sea necesario 
utilizar sus tierras y territorios para ac-
tividades militares (artículo 30);

l Con motivo de la aprobación de cual-
quier proyecto que afecte a sus tierras 
o territorios y otros recursos, particu-
larmente en relación con el desarrollo, 
la utilización o la explotación de recur-
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a sos minerales, hídricos o de otro tipo 
(artículo 32);

l En los casos de adopción de medidas 
para facilitar la relación y cooperación, 
incluidas las actividades de carácter es-
piritual, cultural, político, económico y 
social, con sus propios miembros, así 
como con otros pueblos, a través de las 
fronteras (artículo 36);

l En las medidas encaminadas a la adop-
ción de la Declaración (artículo 38).

A pesar del reconocimiento jurídico del 
derecho a la consulta, en los últimos años su 
falta de observancia en la implementación de 
proyectos de desarrollo ha generado el incre-
mento de demandas de las comunidades in-
dígenas ante instancias administrativas y juris-
diccionales, quienes, como lo señala Francisco 
López, se han mostrado más sensibles y han 
“ordenando la suspensión del acto reclamado 
(…) como en los casos de Wirikuta, San Luis 
Potosí; o San Dionisio del Mar, Oaxaca; mien-
tras en otros, como Huetosachi, Chihuahua, 
hasta dictan sentencias definitivas” (López 
Bárcenas, 2013).

En Oaxaca, la consulta se ha reclamado en 
el marco de la implementación de proyectos 
mineros, eólicos y de construcción de presas 
y represas, ejemplo de ello han sido las de-
mandas de las comunidades de San Antonino 
Castillo Velasco, en los Valles Centrales.

En ese sentido, es importante retomar 
lo señalado por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos en el caso del Pueblo 

Saramaka, al señalar que existe la obligación 
de consultar a los pueblos indígenas, “todo 
plan de desarrollo, inversión, exploración o 
extracción que se lleve a cabo dentro de su 
territorio [o] cualquier actividad que pueda 
afectar la integridad de las tierras y recursos 
naturales dentro del territorio Saramaka, 
en particular, cualquier propuesta relaciona-
da con concesiones madereras o mineras” 
(Coldh, 2009).

En el caso del Pueblo Saramaka contra 
Surinam, la Coldh ha llegado a la conclusión 
de que en los casos de proyectos de desarro-
llo a gran escala resulta necesario obtener el 
consentimiento libre, previo e informado. El 
argumento de la Coldh se construye precisa-
mente con el supuesto de que dichos proyec-
tos generalmente pueden llegar a tener un 
impacto mayor en la vida y territorio de los 
pueblos, llegando a poner en riesgo no sólo 
la supervivencia de su identidad cultural, sino 
también su propia supervivencia física como 
pueblos.

El Relator Especial sobre Pueblos Indí-
genas, Rodolfo Stavenhagen (2003), puso 
especial énfasis en señalar que el derecho al 
desarrollo de los pueblos indígenas conlleva 
el derecho a “determinar su propio ritmo de 
cambio, de acuerdo con su propia visión del 
desarrollo, y que ese derecho implica por lo 
tanto, también su derecho a decir no a los 
grandes proyectos que impacten de manera 
determinante en sus vidas” (párr. 60).

Ejemplo de esos proyectos son “La Nati-
vidad”, localizado en la Sierra Norte en terri-
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torio del pueblo zapoteco; el proyecto “San 
José”, ubicado en San José del Progreso, el de 
Magdalena Teitipac, en la región de los Valles 
Centrales; así como en Santa María Zaniza, 
correspondiente a la Sierra Sur. En esos casos, 
dichas comunidades han determinado en sus 
respectivas asambleas su rechazo a dichos 
proyectos.

El derecho a la consulta, entendido como 
el proceso de participación natural comu-
nitaria, es fundamental frente aquellos pro-
yectos o medidas que impliquen un impacto 
socioeconómico en la vida de los pueblos, en 
el marco del Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos, por lo que deben ser 
garantizados a fin de proteger las prerroga-
tivas de las colectividades, de la propiedad de 
la tierra, el territorio y los bienes naturales, la 
identidad cultural, así como la supervivencia 
de su pertenencia indígena.

Para el desarrollo de la consulta, existen 
principios que deben ser observados, desta-
cando que ésta tiene que ser de buena fe, con 
información completa, previa, libre y con per-
tinencia cultural. Una vez cubiertos esos prin-
cipios, los pueblos indígenas podrían externar 
su consentimiento o no sobre su realización. 
En la sentencia de la Corte Interamericana 
en el caso Saramaka vs. Surinam, se adoptó 
por primera vez un estándar que incluye la 
necesidad de lograr, en ciertas circunstancias, 
el consentimiento de las comunidades afec-
tadas. En dicha sentencia, la Coldh estableció 
que “cuando se trate de planes de desarrollo 
o de inversión a gran escala que tendrían un 

mayor impacto dentro del territorio sara-
maka, el Estado tiene la obligación, no sólo de 
consultar a los saramakas, sino también debe 
obtener el consentimiento libre, informado y 
previo de éstos, según sus costumbres y tra-
diciones” (Coldh, Excepciones preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas, 2007).

En Oaxaca existe un conflicto por la con-
cesión del uso del agua desde el año 2005, en-
tre la Comisión Nacional del Agua (Conagua) 
y campesinos de las comunidades de Ocotlán 
de Morelos y Zimatlán de Álvarez, agrupados 
en la Coordinadora de Pueblos Unidos por 
la Defensa y el Cuidado del Agua, originada 
por el Decreto de Veda, emitido en 1967 por 
el presidente de la República (DOF, 1967), en 
el cual se solicitó a los campesinos el pago 
del excedente de agua a los concesionario de 
pozos noria.

La Coordinadora ha emprendido acciones 
jurídicas para promover la modificación del 
Decreto de Veda, pues se considera que al 
momento de emitirlo no fueron consultados 
los pueblos y comunidades indígenas asenta-
das en ese lugar (ddhpo, 2013).

El 8 de abril de 2013, el Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Primer Circui-
to, emitió su sentencia, en el que mandató a 
la Conagua el inicio de un procedimiento en 
el cual se valore la procedencia de la solicitud 
de los actores para proponer al titular del Po-
der Ejecutivo la Modificación del Decreto de 
Veda del Acuífero “Valles Centrales de Oaxa-
ca, de conformidad con lo establecido en los 
artículos 6, fracción I y II, 9 fracción XLII y 
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a 38 de la Ley de Aguas Nacionales, debiéndose 
para ello consultar a la comunidad y Pueblos 
Indígenas Zapotecas del Valle de Ocotlán de 
Morelos y Zimatlán de Álvarez, Oaxaca (Re-
curso de Revisión, 2013).

3.5 Derecho a la educación

En el estado de Oaxaca, donde los niveles de 
pobreza y marginación son elevados, la edu-
cación indígena no ha sido la excepción, y ha 
tenido un proceso lento y complejo por la 
misma composición territorial, económica y 
sobre todo política, que conlleva su propia 
diversidad cultural.

La educación es un instrumento indispen-
sable para que la humanidad pueda progre-
sar hacia los ideales de paz, libertad y justicia 
social; que está al servicio del desarrollo hu-
mano más armonioso y genuino, para hacer 
retroceder la pobreza, la exclusión, las incom-
prensiones, las opresiones y las guerras. En 
ese sentido, el derecho a la educación se re-
vela clave para millones de indígenas en todo 
el mundo no solo como un medio para salir 
de la exclusión y la discriminación que han 
sufrido históricamente, sino también para el 
disfrute, mantenimiento y respeto de sus cul-
turas, idiomas, tradiciones y conocimientos 
(Stavenhagen, 2005, p. 7).

La educación como derecho se encuen-
tra reconocido en diversos instrumentos 
internacionales, entre ellos, la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos (dudh), 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles 

y Políticos (pidCp), el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
(pidesC), la Convención sobre la Eliminación 
de todas las Formas de Discriminación Racial 
(Cerd, por sus siglas en inglés), el Convenio 
169 de la oit sobre pueblos indígenas y triba-
les en países independientes (Convenio 169), 
la Convención sobre los Derechos del Niño 
(Cdn) y la Declaración Universal de la Unesco 
sobre diversidad cultural, todos ellos vincu-
lantes para el Estado Mexicano.

En el nivel interno, la Cpeum, la Ley Ge-
neral de Educación (lGe) y la Ley Estatal de 
Educación (lee) constituyen los principales 
instrumentos normativos que reconocen el 
derecho a la educación, al mismo tiempo que 
crean y rigen el sistema educativo en México 
y Oaxaca. Conforme a estas disposiciones, la 
educación se considera un derecho inherente 
a la persona humana y en razón de ello, obli-
gación del Estado adoptar todas las medidas 
necesarias para garantizar, proteger y respe-
tar su ejercicio a favor de todas las personas 
sin discriminación alguna.

La Constitución federal en su artículo 2, 
apartado B, fracción II, en el tema de los pue-
blos y comunidades indígenas, establece la 
obligación del Estado de:

Garantizar e incrementar los niveles de 
escolaridad, favoreciendo la educación bi-
lingüe e intercultural, la alfabetización, la 
conclusión de la educación básica, la capa-
citación productiva y la educación media 
superior y superior. Establecer un sistema 
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de becas para los estudiantes indígenas 
en todos los niveles. Definir y desarrollar 
programas educativos de contenido regio-
nal que reconozcan la herencia cultural de 
sus pueblos, de acuerdo con las leyes de la 
materia y en consulta con las comunidades 
indígenas. Impulsar el respeto y conoci-
miento de las diversas culturas existentes 
en la nación.

Por su parte, la Ley Estatal de Educación 
de Oaxaca, en su artículo 6, fracción IV y ar-
tículo 7, destaca que:

La entidad tiene la obligación de respetar 
los principios de la “comunalidad, como 
forma de vida y razón de ser de los Pueblos 
Indígenas” y de impartir “educación bilin-
güe e intercultural a todos los pueblos in-
dígenas, con planes y programas de estudio 
que integren conocimientos, tecnologías y 
sistemas de valores correspondientes a las 
culturas de la Entidad”. Además, de que la 
enseñanza “deberá impartirse en la lengua 
materna y en español como segunda len-
gua”.

Para garantizar la educación en México y 
en Oaxaca existe un Sistema Educativo Na-
cional (sen) y un Sistema Educativo Estatal, el 
primero coordinado desde el ámbito federal 
a través de la Secretaría de Educación, y el 
segundo por el Instituto Estatal de Educación 
Pública de Oaxaca. Si bien existen dos sis-
temas, es importante señalar que la política 

educativa se determina en gran medida en el 
ámbito federal.

Frente a esos modelos, han surgido prin-
cipalmente en las regiones Mixteca, Sierra 
Norte y Valles Centrales, propuestas en ma-
teria de educación indígena que han busca-
do orientar los procesos educativos desde 
las propias comunidades, con el objetivo de 
transformar el modelo educativo tradicional 
formal, basado en la aculturación y la homo-
geneidad curricular de los planes y progra-
mas, para generar una propuesta propia de 
educación “bilingüe y bicultural”, en la cual 
exista el reconocimiento a sus sistemas cul-
turales, sus formas de ver el mundo, la vida, 
las relaciones con la naturaleza y la prioridad 
de los intereses de la colectividad sobre los 
individuales.

Esta tendencia causó mayor eco ante la 
falta de planes y programas a los que se re-
conociera la diversidad lingüística y cultural, 
la ausencia de un modelo pedagógico para 
la lectoescritura de la lengua originaria, por 
el rechazo de algunos maestros y padres de 
familia al uso de las lenguas indígenas y des-
precio a la cultura propia.

Otro de los factores que provoca este 
movimiento es el índice de analfabetismo, ya 
que incluso antes de la Revolución mexicana, 
6 millones de mexicanos mayores de 15 años 
no sabían leer ni escribir. En la actualidad, más 
de un siglo después, todavía hay en México 
5.4 millones de personas del mismo rango de 
edad que viven socialmente relegados por no 
saber leer ni escribir, y dentro de los cuales 
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a se encuentran los pueblos y comunidades in-
dígenas (Navarro, 2012).

Las estadísticas sobre analfabetismo tien-
den a subestimar la dimensión real del pro-
blema, ya que sería aún más severo desde el 
punto de vista cuantitativo si se adoptaran 
otros criterios, por ejemplo, los de la Unesco 
y la Cepal, que consideran como personas no 
alfabetizadas a las que tienen 5 años o menos 
de educación formal. Ésta es la situación de 
los casi 10 millones de mexicanos mayores 
de 15 años que no concluyeron sus estudios 
de educación primaria (unesCo, 2012) (ver 
gráfico 2).

De acuerdo con los datos del Censo de 
Población y Vivienda 2010 del ineGi, Oaxaca 

ocupa el tercer lugar del país en analfabetis-
mo, después de Chiapas y Guerrero, en virtud 
de que 16.3% de la población de 15 años o 
más es analfabeta, con un rezago de 56.3% 
en educación básica. Conforme a los datos 
de las dos décadas anteriores, el avance en 
estos rubros son pocos significativos, como 
se observa en la cuadro 7.

Es preocupante que en esta segunda déca-
da del siglo xxi siga existiendo esa cantidad de 
analfabetas (absolutos y funcionales), quienes 
son la muestra más clara de las limitaciones 
de las políticas y estrategias adoptadas para 
terminar con esa lacerante condición, pero 
además, el modelo educativo que se emplea 
actualmente sigue adoleciendo de un enfoque 
multicultural.

Al analizar los contenidos de los artículos 
3 y 4 constitucionales, la Ley General de Edu-
cación y el Programa de Desarrollo Educati-
vo, en éstos se establece el compromiso del 
Estado mexicano de desarrollar una acción 
educativa que promueva el mejoramiento de 
las condiciones de vida de los pueblos indíge-
nas y su acceso a los beneficios del desarrollo 
nacional, aliente la observancia y la defensa de 
los derechos humanos, especialmente los de 
las mujeres y los niños, y proceda con pleno 
respeto a las particularidades culturales y lin-
güísticas de cada grupo étnico.

Sin embargo, en lo estipulado dentro de 
las disposiciones del estado continúan exis-
tiendo una abismo profundo frente al tema 
educativo indígena, que se emplea un modelo 
discursivo. La transformación educativa in-

Gráfico 2. Comparativo de los tres estados 
con alto índice de analfabetismo con los 
tres estados con menor índice

Nota: ineGi (2010). Censo de Población y Vivienda.
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dígena de Oaxaca tiene que enfrentar retos 
pendientes, cuyas tareas deberán ser asumi-
das con responsabilidad y conciencia a través 
de las políticas educativas para responder a 
una demanda social.

Para responder a las necesidades de los 
pueblos indígenas se han creado las siguien-
tes instituciones en el nivel superior, en 2000, 
la Escuela Normal Bilingüe Intercultural de 
Oaxaca (enbio); en el nivel medio superior: en 
2001, los bachilleratos integrales comunita-
rios (biC), en 2002, fue creado el Colegio Su-
perior para la Educación Integral Intercultural 
de Oaxaca (Cseiio); y en 2004, las secundarias 
comunitarias (Maldonado B. , 2011).

Finalmente en el 2011, se crea la Unidad 
de Estudios Superiores Alotepec, que imparte 
la Licenciatura de Educación Media Superior 
Comunitaria, que depende del Cseiio.

Estos modelos comparten particularidades:

1. La participación activa de los pueblos 
indígenas, sin perder las raíces culturales.

2. La edificación de la autonomía con li-
bertad y respeto a los demás, entre tra-

dición y modernidad (saberes, valores, 
habilidades y destrezas comunitarios).

3. La generación de la igualdad de oportu-
nidades, lo que significa educar para la 
vida.

4. La integralidad de la comunidad, donde 
el principio de comunalidad permita 
profundizar el sentido de pertenencia.

5. La toma de decisiones colectivas.
6. El uso de lenguas originarias dentro del 

ámbito escolar y comunitario.
7. La promoción de valores de convivencia 

que sustentan la interculturalidad.

A pesar de estos avances, su cobertu-
ra es limitada para atender las necesidades 
existentes; además de que las escuelas no 
cuentan con la infraestructura adecuada y los 
presupuestos suficientes para su operación. 
Lo anterior trae como consecuencia que la 
niñez, adolescencia y juventud indígena no 
tengan acceso a una educación de calidad y 
con pertinencia a su realidad cultural.

La diversidad cultural sigue concibiéndose 
en términos de problema y carencia, y no de 

Cuadro 7. Porcentaje de población indígena con rezago en educación básica

Año

Población 
de 15 año o 
más

Población de 15 años o más

Analfa-
Betismo %

Sin primaria 
terminada %

Sin secundaria 
terminada %

Rezago 
total %

1990 1,727,382 474,745 27.5 467,913 27.1 354,554 20.5 1,297,212 75.1

2000 2,116722 454,377 21.5 493,810 23.3 485,358 22.9 1,433,545 67.7

2010 2,591,966 421,810 16.3 449,118 17.3 587,644 22.7 1,458,572 56.3

Nota: sai (2013).
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a potencial de enriquecimiento. No se piensa 
—ni siquiera los docentes— que una lengua 
indígena sea realmente apta para el desarro-
llo de conceptos abstractos. Por lo mismo, 
persiste la creencia de que aprender a leer y 
a escribir una lengua indígena no puede servir, 
sino a sus propios hablantes.

Otros factores que vulneran el derecho a 
la educación de los pueblos indígenas son la 
burocracia persistente que inhibe las posibili-
dades de acceso y permanencia de estudian-
tes indígenas y, por otro lado, el sindicalismo 
magisterial que afecta la prestación del ser-
vicio educativo por la continua interrupción 
e incumplimiento del ciclo escolar, situación 
que agudiza los bajos rendimientos académi-
cos en la población escolar.

La ausencia de un sistema eficiente de 
formación, capacitación y actualización de co-
nocimientos psicopedagógicos y socioeduca-
tivos del personal docente es otro elemento 
que desalienta la buena marcha de los servi-
cios educativos en el estado de Oaxaca, auna-
do a la inadecuada funcionalidad de las tareas 
de supervisión escolar, la deficiente práctica 
docente y la inexistencia de labores de inves-
tigación educativa.

3.6 Derecho a la salud

La salud ha sido definida por la Organización 
Mundial de la Salud (oms) como “un estado 
de completo bienestar físico, mental y social, 
y no solamente la ausencia de afecciones y 
enfermedades”. En ese sentido, el derecho a 

la salud ha sido concebido como una “parte 
fundamental de los derechos humanos y de 
lo que entendemos por una vida digna [como 
el] derecho a disfrutar del nivel más alto posi-
ble de salud física y mental” (oms, 2013) .

El derecho a la salud se encuentra:

estrechamente vinculado con el ejercicio 
de otros derechos humanos y depende de 
esos derechos (…) en particular [d]el de-
recho a la alimentación, a la vivienda, al tra-
bajo, a la educación, a la dignidad humana, a 
la vida, a la no discriminación, a la igualdad, a 
no ser sometido a tortura, a la vida privada, 
al acceso a la información y a la libertad de 
asociación, reunión y circulación[; ] dere-
chos y libertades [que] abordan los com-
ponentes integrales del derecho a la salud 
(desC, 2012).

Aunado a lo anterior, y retomando lo es-
tablecido en la Observación General número 
14, del Comité de Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales (Comité desC), el derecho 
a la salud comprende una serie de elementos 
esenciales e interrelacionados, que se reflejan 
en obligaciones específicas para los Estados, y 
cuya aplicación dependerá de las condiciones 
prevalecientes en cada uno de ellos:

1. Disponibilidad: que comprende la obli-
gación de los Estados de garantizar la 
disponibilidad de infraestructura o esta-
blecimientos, bienes y servicios de salud 
suficientes, cuya naturaleza dependerá 
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de diversos factores, en particular del 
nivel de desarrollo del Estado.

2. Accesibilidad: la infraestructura o esta-
blecimientos, bienes y servicios de salud 
deben ser accesibles a todos y todas. 
Este elemento se conforma por cuatro 
dimensiones, a saber: a) no discrimi-
nación, b) accesibilidad física, c) accesi-
bilidad económica o asequibilidad y d) 
acceso a la información.

3. Aceptabilidad: la infraestructura o es-
tablecimientos, bienes y servicios de 
salud deben respetar la ética médica y 
ser adecuados culturalmente, sensibles 
al género y a las necesidades de la edad, 
así como estar diseñados para respetar 
la confidencialidad y mejorar el estado 
de salud de las personas aceptadas.

4. Calidad: la infraestructura o estable-
cimientos, bienes y servicios de sa-
lud deben ser apropiados científica y 
médicamente, lo cual requiere, entre 
otras cosas, personal capacitado, medi-
camentos no caducos aprobados cien-
tíficamente, el equipamiento correcto, 
agua potable y condiciones sanitarias 
adecuadas.

En lo que respecta los pueblos y comuni-
dades indígenas en Oaxaca, el derecho a la sa-
lud ha marcado importantes brechas de des-
igualdad respecto del resto de la población 
desde el enfoque de derechos. Esta distinción 
es evidencia de la falta de cumplimiento a las 
políticas de atención de la salud, así como a 

la limitada pertinencia cultural de los progra-
mas de salud materno-infantil.

En la salud y la medicina tradicional se 
pueden distinguir tres aspectos centrales que 
requieren atención específica. En primer tér-
mino, el derecho a la salud al nivel más alto 
posible, atendiendo a que, por la marginación 
en la que se encuentran las comunidades, sólo 
se ven beneficiadas por servicios de salud 
públicos con deficiente calidad; el segundo 
aspecto tiene que ver con el acceso a la salud, 
lo cual implica la presencia de intérpretes y 
traductores, así como el establecimiento de 
un sistema de salud intercultural; finalmente, 
en el tercer nivel de atención, se propone re-
conocer la medicina tradicional,14 como una 
expresión de autonomía y como elemento 
central en la intención de la salud de los pue-
blos indígenas y afromexicanos.

Estas tres dimensiones se desprenden de 
lo establecido por los artículos 21 y 24 de la 
Declaración de las Naciones Unidas sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas, 24 y 25 del 
Convenio 169 de la Organización Internacio-
nal del Trabajo, así como la iniciativa de salud 

14  La Organización Mundial de la Salud ha definido a 
la medicina tradicional como “Una firme amalgama de 
práctica médica activa y experiencia ancestral y como la 
suma de todos los conocimientos teóricos y prácticos 
aplicables o no, utilizados para diagnóstico, prevención 
y supresión de trastornos físicos, mentales o sociales, 
basado exclusivamente en la experiencia y la obser-
vancia transmitidos verbalmente o por escrito de una 
generación a otra” (informe de la Asamblea Mundial de 
la Salud, 1977).
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a de los Pueblos Indígenas de América de la Or-
ganización Panamericana de la Salud (OPS). 15

Asimismo, el artículo 2 de la Cpeum, en su 
apartado B, establece el deber de la Fede-
ración, los estados y los municipios de ase-
gurar a los pueblos el acceso efectivo a los 
servicios de salud, mediante la aplicación de 
cobertura del sistema nacional, aprovechan-
do debidamente la medicina tradicional, así 
como apoyar la nutrición de las personas in-
dígenas mediante programas de alimentación, 
en especial para la población infantil.

Entre los indígenas del estado de Oaxaca y 
el resto de la población hay una enorme bre-
cha de desigualdad desde el enfoque de dere-
chos. Esa distinción es evidencia de la falta de 
cumplimiento a las políticas de atención de la 
salud, así como a la limitada pertinencia cultu-
ral de los programas de salud materno-infantil.

La no aplicación de un enfoque intercultu-
ral en los servicios médicos y la no incorpo-
ración de la medicina tradicional en el sistema 
de salud estatal han ocasionado la deficiente 
atención, la discriminación y exclusión de la 

15  Resolución 2. instalar a los Gobiernos Miembros a 
que “d) Promuevan la transformación de los sistemas 
de salud y apoyen el desarrollo de modelos alternativos 
de atención de la población indígena, dentro de la es-
trategia de los SILOS, incluyendo la medicina tradicional 
y la investigación sobre su calidad y seguridad” Resolu-
ción V. “ Salud de los pueblos indígenas”, Aprobada por 
la XXXVII Reunión del Consejo Descriptivo del Co-
mité de Planeación y Programación de la Organización 
Panamericana de la Salud (ops), celebrada en Winnipeg, 
Canadá, en abril de 1993.

población indígena al disfrute de dichos ser-
vicios, causando lamentables incrementos en 
las estadísticas de morbilidad y mortalidad 
materno-infantil.

De acuerdo con la Organización Mundial 
de la Salud (oms), la mortalidad materna es el 
fallecimiento de una mujer mientras está em-
barazada o dentro de los 42 días posteriores 
de la terminación del embarazo, independien-
temente de la duración, circunstancias o cau-
sas relacionadas con éste y su manejo, pero 
no por causas accidentales o incidentales.

A pesar de que la razón de muerte ma-
terna entre 1990 y 2005 ha disminuido en 
México de 89 a 63 por cada 100 mil naci-
dos, todavía se está lejos de alcanzar la meta 
establecida en los Objetivos de Desarrollo 
del Milenio (odm) de reducir en tres cuartas 
partes la razón de mortalidad materna entre 
1990 y 2015, lo cual significa que se debe dis-
minuir a 22 por cada 100 mil nacidos vivos 
para 2015 (CDI, 2010).

La problemática de la mortalidad materna 
indígena (mmi) abarca ámbitos como el de la 
salud pública y la justicia social, los cuales se 
relacionan estrechamente con la pobreza, la 
exclusión y la marginación de grandes secto-
res de la población indígena y que en conjun-
to tiene como consecuencia que las mujeres 
indígenas sean el eslabón más débil frente a 
la cadena de factores que ponen en riesgo su 
vida y salud. Para alcanzar los odm, en México, 
se debe de atender de manera prioritaria la 
problemática de los 100 municipios más mar-
ginados del país, de los cuales en Oaxaca se 
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encuentran 46 y que son predominantemen-
te indígenas, en ellos el riesgo de mortalidad 
materna es tres veces más alto que en el 
resto del país. En el caso de los municipios 
indígenas con alto y muy alto índice de mar-
ginación16 y aislamiento geográfico social, el 
riesgo de muerte materna indígena es hasta 
nueve veces mayor que en los municipios me-
jor comunicados.

Los factores considerados de riesgo clí-
nico y de salud pública son aquellos que 

16  Según el Conapo, el índice de marginación es una 
medida-resumen que permite diferenciar los estados y 
municipios del país según el impacto de las carencias que 
padece la población como resultado de la falta de acce-
so a la educación, la residencia en viviendas inadecuadas, 
la percepción de ingresos monetarios insuficientes y las 
relacionadas con la residencia en localidades pequeñas.  

atentan contra la integridad física de la mu-
jer indígena, producto de condiciones de in-
fraestructura inadecuada para la atención de 
su salud, falta de una apropiada operación y 
diseño de servicios de salud pública, así como 
los ocasionados por la violencia intrafamiliar.

Entre esos factores se encuentran:

l La canalización de pacientes a instala-
ciones que no responden a emergencias 
obstétricas; desabastecimiento de medi-
camentos y personal médico en clínicas 
y hospitales en comunidades indígenas; 
ausencia de equipos de emergencia 
frente a embarazos de alto riesgo; y ubi-
cación de clínicas que no corresponden 
con las urgencias obstétricas.

l El desconocimiento de la lengua indí-
gena por parte del personal médico y 
personal de respaldo; discriminación en 
los servicios de salud contra las mujeres 
indígenas; inexistencia de canales de co-
municación para la integración operati-
va de modelos de medicina occidental, 
comunitaria y familiar que provocan la 
muerte materna; subregistro de infor-
mación respecto a la mmi; descoordina-
ción entre las políticas de salud y educa-
ción sobre cultura indígena; recursos de 
inversión limitados y falta de integración 
de acciones complementarias.

l La violencia intrafamiliar que sufren las 
mujeres indígenas que provoca la inte-
rrupción del embarazo, desprendimien-
to prematuro de la placenta, muertes 

Gráfico 3. Razón de mortalidad materna 
por entidad federativa, México 2005.

Nota: Programa Nacional de Salud 2007-2012, Go-
bierno Federal, p 38.



68

D
iag

nó
sti

co
 y

 A
ge

nd
a 

Es
tra

té
gic

a 
de

 D
er

ec
ho

s H
um

an
os

 d
el 

Es
ta

do
 d

e 
O

ax
ac

a fetales, infección en las membranas 
amnióticas y nacimientos prematuros 
que se agravan aún más por el desco-
nocimiento de médicos y personal de 
respaldo sobre el procedimiento por 
seguir en situaciones de violencia intra-
familiar (Cdi, 2010, p. 4).

Otros factores que inciden de gran ma-
nera en el tema de salud son los que co-
rresponden a los riesgos socioeconómicos, 
los cuales se relacionan con las condiciones 
de exclusión social derivadas de la falta de 
bienes materiales que orillan a las mujeres 
indígenas a tener prácticas de riesgo durante 
el embarazo.

Entre esos factores se encuentran los si-
guientes:

l Cuando hay necesidad de realizar doble 
o triple jornada de trabajo por el bajo 
ingreso de las mujeres o incluso en la 
migración como única opción para ob-
tenerlo. La migración femenina en con-
diciones de embarazo afecta tanto a la 
salud de la madre como a la del niño, 
pues en los lugares de destino no se 
cuenta con prestaciones laborales que 
le permitan tener una adecuada aten-
ción durante el embarazo y posparto.

l Por la baja calidad o inexistencia de ser-
vicios de infraestructura en zonas mar-
ginadas.

l En la desnutrición por falta de ingresos 
suficientes para cubrir los requerimien-

tos nutricionales mínimos durante y des-
pués del embarazo (Cdi, 2010, pp. 4-5).

Por último, también están implicados los 
riesgos socioculturales, los cuales se refieren 
a todo aquello que limita la decisión de la 
mujer por usos, costumbres y tradiciones de 
orden cultural.

Tales factores se manifiestan conforme a 
las siguientes situaciones:

l En la presión conyugal, comunitaria y 
de grupos religiosos que favorecen 
maternidades tempranas –15 años de 
edad– o tardías –49 años de edad–; 
embarazos no espaciados; lactancia 
prolongada y a temprana edad que pro-
voca el abandono de la escuela; falta de 
información sobre métodos anticon-
ceptivos y de comunicación temprana 
sobre el aborto.

l A través de interpretaciones y prácti-
cas tradicionales que son impuestas 
por parte del cónyuge, la comunidad o 
grupos religiosos, para atender dolores, 
sangrados, desnutrición, debilidad orgá-
nica, fiebre, urgencias obstétricas, y que 
aumentan los riesgos de muerte mater-
na (Cdi, 2010, p. 5).

Además, el Programa Nacional de Salud 
2007-2012 destaca que los habitantes de las 
comunidades indígenas sufren enfermedades 
que podrían prevenirse con una vivienda ade-
cuada, servicios de agua potable, mejor nutri-



69

ción, sanidad en las comunidades, infraestruc-
tura hospitalaria y personal médico calificado 
y suficiente, así como el abastecimiento sufi-
ciente y adecuado de medicamentos y equi-
pos médicos apropiados, ya que 13% de los 
hogares cocinan con combustibles sólidos, 
con variaciones entre estados. En Oaxaca 
y Chiapas más de 40% de la población está 
expuesta al aire contaminado dentro de sus 
viviendas. En contraste, en las áreas de baja 
marginación prácticamente toda la población 
utiliza fuentes de energía limpia para cocinar.

En muchas ocasiones, la dificultad que tie-
nen las mujeres indígenas para acceder a los 
servicios de salud implica recorrer grandes 
distancias que van de una a 10 horas de cami-
no y elevados costos de transportación.

En México, las poblaciones indígenas han 
sido excluidas de los beneficios sociales. No 
es de extrañar, por lo mismo, que presenten 
problemas de acceso regular a servicios de 
salud y mayores riesgos de enfermar y morir 
que el resto de la población.

De acuerdo con el ineGi, prácticamente 
toda la población indígena vive por debajo 
de la línea de pobreza. Una de cada tres vi-
viendas en las zonas indígenas no cuenta con 
agua potable; la mitad no tiene drenaje; 10% 
no dispone de energía eléctrica; alrededor de 
40% tiene piso de tierra, y en un alto por-
centaje de ellas se cocina con combustibles 
sólidos. Uno de cada cuatro adultos indígenas 
es analfabeta. El acceso de los niños indígenas 
a educación primaria está por debajo de la 
media nacional y su índice de deserción es 

altísimo. Sólo 20% de indígenas están afiliados 
al Seguro Popular de Salud y sólo 9% cuenta 
con acceso a servicios del imss-Oportunida-
des (ineGi, 2010).

Las deficiencias en infraestructura sani-
taria y la mala alimentación se traducen en 
niveles elevados de mortalidad infantil e indi-
cadores bajos de nutrición que en las comu-
nidades indígenas todavía son una constante, 
ya que niños y niñas presentan condiciones 
anormales en relación con su peso y talla.

Los niños nacidos en familias indígenas a 
menudo viven en zonas alejadas, donde 
los gobiernos no invierten en servicios 
sociales básicos. Por consiguiente, los jóve-
nes y los niños indígenas tienen un acceso 
limitado o nulo a la atención de la salud, 
la educación de calidad, la justicia y la par-
ticipación en la sociedad. Corren mayores 
riesgos de que su nacimiento no se inscri-
ba y de que se les nieguen documentos de 
identidad (onu, 2005).

El Grupo de Trabajo de Atención Comuni-
taria y Salud señala que en Oaxaca un significa-
tivo porcentaje de mujeres indígenas no acude 
durante su embarazo a consulta prenatal a 
los centros de salud, el porcentaje de mujeres 
indígenas que atienden su parto en unidades 
médicas está muy por debajo de la media na-
cional. Las mujeres indígenas señalan que no 
son tratadas satisfactoriamente en los centros 
de salud (Martínez, Oscar Juan, Castañeda, 
Martha A., & Carmona, Guadalupe, 2008).
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a La Dirección de Prevención y Promoción 
a la Salud de los Servicios de Salud de Oaxa-
ca, de la jurisdicción sanitaria del estado, reali-
zó un estudio retrospectivo y transversal, del 
periodo 2006 a 2011, en el cual analiza el re-
gistro total de las defunciones reportadas en 
el Sistema de Vigilancia Epidemiológica de la 
Mortalidad Materna. Las variables analizadas 
fueron causa, edad, año de defunción, munici-
pio, jurisdicción sanitaria, sitio de ocurrencia, 
etapa de la ocurrencia y unidad de ocurren-
cia, y en el cual se obtuvieron los siguientes 
resultados:

l La mayor parte de los pueblos y comu-
nidades indígenas de la entidad viven 
en ambientes de insalubridad, carac-
terizados por la ausencia y deficiencia 
de instalaciones sanitarias, servicios de 
salud y bajo acceso a fuentes de agua 
satisfactorias. Las viviendas carecen de 
drenaje y la disposición de excretas se 
realiza básicamente a través de letrinas 
sin arrastre de agua y fosas sépticas 
con alto porcentaje de heces fecales al 
aire libre. En donde existe drenaje sólo 
transporta los desechos hacia las co-
rrientes fluviales y barrancas aledañas, 
acrecentando los focos de infección, 
pues el tratamiento y reutilización de 
aguas negras es prácticamente inexis-
tente.

l La obtención del agua en las comunida-
des indígenas se hace con agua e hidran-
tes públicos, otros lo hacen mediante 

depósitos de agua corriente y sólo una 
pequeña parte de manera entubada. El 
empleo de agua estancada es especial-
mente alto en algunas regiones del esta-
do, incrementando enfermedades como 
el paludismo, dengue y cólera, las cua-
les han resurgido en los últimos años 
(González, 1998).

El número de Muertes Maternas (mm) re-
gistradas fue de 363 casos. La razón de muer-
te materna (rmm) promedio de todo el perio-
do (88.9) fue superior al promedio nacional 
(54.6), siendo más alta en las jurisdicciones 
Sierra y Costa, con 97 y 94, respectivamen-
te. De las mm, 79.89% fue por causas directas, 
siendo las hemorragias y los trastornos hiper-
tensivos asociados al embarazo las principa-
les causas (69.42%), excepto en la jurisdicción 
del Istmo, que fue más alta la frecuencia de 
trastornos hipertensivos asociados al emba-
razo (33.33%). De las mm, 64.19% ocurrió en 
el puerperio, con proporciones similares en 
las seis jurisdicciones (Valles Centrales, Istmo, 
Tuxtepec, Costa, Mixteca y Sierra) y 53.99% 
sucedió en una unidad médica pública. De las 
mm, 50% ocurrió en las jurisdicciones sanita-
rias 01 “Valles centrales” y 05 “Mixteca”. Las 
Jurisdicciones 06 “Sierra” y 03 “Tuxtepec” 
muestran una tendencia ascendente de la rmm 
(Azamar, Nigenda, Gustavo, Lamadrid, Héctor, 
& Campero, Loúrdes, 2013).

Se observa que durante ese estudio, exis-
ten diferencias en el nivel jurisdiccional en 
cuanto a la distribución de las mm, probable-
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mente relacionadas con los factores parti-
culares de cada región; por ejemplo, la juris-
dicción 06 (Sierra) es la que tiene la menor 
proporción de población derechohabiente 
(43.12%), mientras que las otras cinco (Valles 
Centrales, Istmo, Tuxtepec, Costa y Mixteca) 
tienen en promedio 56% (ineGi, 2010); la ubi-
cación de las unidades de salud también per-
miten reconocer algunas características que 
afectan la acercabilidad de las unidades mé-
dicas, tales como, la cantidad de municipios 
de una región determinada no obedece a la 
cantidad de habitantes o extensión territorial 
de cada jurisdicción, ello incide en la dotación 
de servicios básicos.

La Sierra Sur, en la jurisdicción 01, una 
zona con grandes rezagos en infraestructura, 
educación y desarrollo humano, es la terce-
ra región con mayor cantidad de municipios 
(70) y con una extensión territorial de casi 
16% del estado, pero dada su baja densidad 
poblacional, ha inferido en la cantidad de uni-
dades médicas, contando sólo con 194.17. 
Parte de ello puede atribuirse a la ubicación 
geográfica y características económicas de 
sus habitantes, quienes optan por trasladarse 
a regiones aledañas como la Costa y los Valles 
Centrales, para su atención médica, de ahí la 
complejidad para adjudicar un juicio de valor 
certero a la cobertura hospitalaria y de pri-
mer nivel de atención médica.

Esa situación se observa de igual manera 
en los Valles Centrales, región que cuenta con 
las unidades de mayor capacidad resolutiva del 
estado. En general, en Oaxaca, para 2010 se 

disponía de menos de 0.4 camas censables por 
cada mil habitantes sin seguridad social, con 
una distribución heterogénea de las mismas, 
por debajo de la media nacional, que fue de 0.7; 
1.5 quirófanos en sus hospitales por 100 mil 
habitantes sin seguridad social, cuando la media 
nacional es de 2.5; menos de 0.5 médicos en 
hospitales y 0.7 enfermeras por 100 mil habi-
tantes, comparado con la media nacional, que 
es de 1.1 y 1.8, respectivamente (Franco, 2006).

Puede observarse que la región con ma-
yor cantidad de unidades médicas es la Mix-
teca, con 295, con 287 de consulta externa 
y 8 de hospitalización. Debe recordarse que, 
pese a no ser la región con mayor número 
de habitantes al contar solamente con 465 
9919, es la región con mayor cantidad de mu-
nicipios con un total de 155. Ello motiva la 
elevada cantidad de centros de atención mé-
dica al contar con una población desagregada 
con localidades dentro de la normativa para 
alojar un núcleo básico de servicios de salud 
por lo menos.

De igual forma, es importante resaltar que 
las regiones de la Costa y el Istmo cuentan 
con la mayor cantidad de unidades de hospi-
talización, con 9 cada una, toda vez que son 
las regiones con la mayor extensión geográfi-
ca. En la jurisdicción 04 (Costa) se concentra 
la mayor población del estado (77 990 perso-
nas), que habita en localidades cuyo tiempo 
estimado de traslado al hospital más cercano 
es de dos horas como mínimo.

Datos de la oms revelan que el riesgo que 
corren las niñas y niños indígenas de morir 
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a antes de cumplir un año es 1.7 veces mayor 
que el del resto del país. La población indíge-
na adolescente y adulta también corre mayor 
riesgo de enfermar y morir que la población 
en general.

Las niñas y niños indígenas por lo general 
nacen fuera de las unidades de salud, con ayu-
da de una partera. Son producto de embara-
zos que no cuentan con atención prenatal. Es 
muy frecuente que las madres tengan menos 
de 20 años de edad. El riesgo de muerte antes 
mencionado aumenta a 2.5 veces en pobla-
ción preescolar. Aunque las coberturas de va-
cunación son adecuadas en esas poblaciones, 
los problemas carenciales y relacionados con 
las malas condiciones de vida siguen cobran-
do víctimas desde temprana edad. El riesgo 
de morir por diarrea, desnutrición o anemia, 
por ejemplo, es tres veces mayor que el de 
una niña o niño de la población general.

En las adolescentes indígenas el riesgo de 
morir por causa materna es tres veces más 
alto que el de adolescentes del resto del país. 
Las principales causas de muerte de los jó-
venes adolescentes indígenas son las lesiones 
intencionales y los homicidios.

Aunque existe un gran rezago en las con-
diciones de salud, la demanda de atención va 
más dirigida a la patología dominante en el 
país, los padecimientos no trasmisibles. Dos 
de cada tres defunciones se concentran en 
ese tipo de causas, de las cuales destacan la 
diabetes mellitus en el caso de las mujeres 
y la cirrosis hepática en el caso de los hom-
bres, causa ésta última asociada al consumo 

excesivo de alcohol. El riesgo de morir por 
esta última causa en las áreas indígenas es 1.3 
veces más alto que en el resto del país. Lo 
mismo sucede con la tuberculosis, ya que el 
índice de muerte por esa enfermedad es 1.8 
veces más alto en las mujeres y 2.3 veces más 
alto en los hombres indígenas que en el resto 
de la población (ver cuadro 8).

Junto con el agua y la promoción de la hi-
giene, el acceso a servicios sanitarios es un 
factor clave en la prevención y control de 
las enfermedades diarreicas y otros padeci-
mientos infecciosos. Se calcula que poco más 
de 1% de las muertes en México se asocia al 
acceso deficiente a infraestructura sanitaria y 
agua potable por la falta de acceso a disposi-
ción sanitaria de excretas. Alrededor de 85% 
de la población mexicana cuenta con servi-
cios sanitarios adecuados y en las localidades 
de más de 15 000 habitantes ese porcentaje 
asciende a 97%. En las localidades más peque-
ñas, sin embargo, ese porcentaje es mucho 
más bajo. Las entidades federativas con mayo-
res problemas a este respecto son Guerrero, 
Oaxaca y Yucatán, que tienen porcentajes de 
viviendas con sanitarios menores de 70%.

Otro problema de contaminación atmos-
férica es el aire de las viviendas en donde no 
se cocina con combustibles “limpios”, sino 
con leña, carbón y queroseno. Dependiendo 
del combustible utilizado, los desechos pue-
den incluir partículas respirables, monóxido 
de carbono, óxido de nitrógeno, compuestos 
azufrados y benceno, los cuales incrementan 
la probabilidad de desarrollar infecciones 
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respiratorias, epoC, y cáncer de tráquea, bron-
quios y pulmón. Al parecer ese tipo de con-
taminación favorece también el desarrollo de 
tuberculosis, cataratas y asma. Las mujeres 
están más expuestas a esos contaminantes 
porque son ellas quienes cocinan y pasan más 
tiempo en el hogar. Se calcula que en América 

Latina y el Caribe anualmente mueren 14 000 
mujeres como resultado directo de la expo-
sición a dichos contaminantes.

Cuadro 8. Principales causas de muerte en municipios indígenas, México 2005

 

Mujeres Hombres

Causa No. % Causa No. %

1 Diabetes 1,864 10.9
Cirrosis y otras enfermedades 
del hígado 2447 11.3

2
Enfermedades isquémicas 
del corazón 1,319 7.7

Enfermedades isquémicas del 
corazón 1697 7.8

3
Enfermedades cerebro-
vascular 1,036 6.0 Diabetes mellitus 1471 6.8

4
Cirrosis y otras enfermeda-
des del hígado 735 4.3

Enfermedades cerebro-
vascular 1024 4.7

5
Infecciones respiratorias 
agudas 698 4.1

Infecciones respiratorias 
agudas 755 3.5

6
Desnutrición calórico-
proteica 685 4.0 Homicidios 709 3.3

7
Enfermedad pulmonar Obs-
tructiva crónica 633 3.7

Enfermedad pulmonar Obs-
tructiva crónica 597 2.7

8
Enfermedades infecciosas 
intestinales 483 2.8

Desnutrición Proteico-
calórica 571 2.6

9 Nefritis y nefrosis 450 2.6 Consumo excesivo de alcohol 569 2.6

10 Cardiopatía hipertensiva 450 2.6
Enfermedades infecciosas 
intestinales 491 2.3

 Causas mal definidas 1,183 6.9 Causas mal definidas 1156 5.3

 Resto 7,619 44.4 Resto 10246 47.1

Nota: Programa Nacional de Salud 2007-2012, Gobierno Federal.
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a 3.7 Derecho al desarrollo

En 1986, tras años de debate, los gobiernos 
del mundo proclamaron por vez primera que 
el derecho al desarrollo era un derecho hu-
mano inalienable. Eso se cumplió cuando la 
Asamblea General de las Naciones Unidas, 
en su resolución 41/128, con fecha 4 de di-
ciembre de 1986, tuvo a bien promulgar la 
Declaración de las Naciones Unidas sobre el 
Derecho al Desarrollo, en la cual se reafirma 
y reconoce en sus diez artículos, que:

l El desarrollo es un proceso global eco-
nómico, social, cultural y político, que 
tiende al mejoramiento constante del 
bienestar de toda la población y de to-
dos los individuos sobre la base de su 
participación activa, libre y significativa 
en el desarrollo y en la distribución jus-
ta de los beneficios que de él se derivan.

l La persona humana es el sujeto central 
del proceso de desarrollo y que toda po-
lítica de desarrollo debe considerar al ser 
humano como participante y beneficiario 
principal del desarrollo (onu, 1986).

En resumen, Kofi Annan, secretario general 
de las Naciones Unidas (1997-2006) afirmó 
que “El derecho al desarrollo es la medida del 
respeto de todos los derechos humanos. Ése 
debería ser nuestro objetivo: una situación en 
que a todas las personas se les permita acre-
centar al máximo sus posibilidades, y contribuir 
a la evolución de la sociedad en su conjunto.”

De acuerdo con la concepción del derecho 
al desarrollo, Rodolfo Stavenhagen (2003) en 
su relatoría especial sobre la situación de los 
derechos humanos y las libertades fundamen-
tales de los indígenas, señaló que:

en las últimas décadas los gobiernos nacio-
nales, las grandes empresas y las institucio-
nes multilaterales de financiación han dirigi-
do su atención a las zonas no desarrolladas 
con el fin de extraer bienes naturales, es-
tablecer plantaciones y plantas industriales, 
desarrollar actividades turísticas, mejorar 
puertos, centros de comunicación o cen-
tros urbanos, y construir redes de trans-
porte, presas polivalentes, bases militares o 
vertederos de residuos tóxicos” (parr. 7).

Dichas actividades producen profundos 
cambios sociales y económicos que a menudo 
las autoridades son incapaces de comprender 
y mucho menos de prever.

También ha señalado que para hacer fren-
te a la marginación y discriminación que han 
vivido históricamente esos pueblos, se han 
puesto en práctica diversas estrategias con el 
objeto de promover su progreso y desarrollo. 
Dichas estrategias pueden englobarse en dos 
categorías que son:

a. De la modernización e integración. Esa 
estrategia se utilizó en los Estados donde 
predominaba la idea de que las comuni-
dades indígenas eran “atrasadas” o “pri-
mitivas”. Con esa idea las autoridades 
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proponían la introducción de tecnología 
y métodos de producción “modernos” 
para inducir un cambio socioeconómico 
que resolviera lo que se llamó durante 
mucho tiempo el “problema indígena”. 
Echando mano de las escuelas públicas y 
misioneras, de la conversión religiosa, la 
imposición de una lengua nacional y de 
la aplicación de un currículo escolar uni-
forme, muchos Estados promovieron la 
asimilación cultural de los niños indíge-
nas, con la expectativa de que después 
de una o dos generaciones ya no habría 
población indígena en sus países. Este 
modelo ha tenido resultados negativos 
para los pueblos indígenas, generando 
aún mayores cuotas de pobreza, sin em-
bargo, se sigue practicando en numero-
sos países.

b. Del crecimiento económico. Durante el 
último medio siglo hizo fortuna el con-
cepto del desarrollo económico, con 
base en la idea de que si la economía 
global crece, las economías nacionales 
harán lo mismo, y tarde o temprano las 
poblaciones indígenas (como otros sec-
tores de la población clasificados como 
“pobres”) obtendrían los beneficios de-
seados. Ese modelo va acompañado con 
frecuencia de megaproyectos de infraes-
tructura, mineros, agroindustriales, turís-
ticos y otros en territorios indígenas, que 
han tenido, por lo común y salvo excep-
ciones, resultados desastrosos para esos 
pueblos. Se deberá analizar entonces 

y concienzudamente que si bien puede 
ofrecer oportunidades de progreso a 
cierto número de individuos o empresas 
(que pueden ser, en su caso, indígenas), 
sus efectos han sido más regresivos para 
el bienestar de los pueblos indígenas 
afectados y han contribuido a aumentar 
la pobreza y la desigualdad social.

Además de lo anterior, en fechas recientes 
la estrategia del crecimiento económico va 
acompañada de la idea del desarrollo susten-
table, sobre todo con base en preocupacio-
nes ambientales, del cual estarían excluidos 
los pueblos indígenas por considerarlos, sin 
fundamento, responsables de la destrucción 
del medio en el que viven (Stavenhagen, 2007).

El modelo de desarrollo impulsado en Mé-
xico se encuentra sustentado en una lógica 
de crecimiento económico basado en el im-
pulso de industrias estratégicas, como las ex-
portaciones de la industria aeroespacial y au-
tomotriz, las exportaciones de instrumentos 
y aparatos de medicina, cirugía, odontología y 
veterinaria, las exportaciones de televisores, 
la producción de café orgánico, la generación 
de energía eólica, así como la producción de 
plata y otros minerales,17 éstas dos últimas 

17  En los últimos años México se ubicó como el sex-
to proveedor de productos aeroespaciales de la Unión 
Europea (Eurostat) y el noveno de Estados Unidos (U.S. 
Census Bureau). De cada ocho automóviles que se ven-
den en Estados Unidos uno está hecho en México (Bu-
reau of Economic Statistics). De igual manera, en los úl-
timos años, México se ubicó como el sexto exportador 
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a con las cuales se han generado mayores con-
flictos con su implementación en tierras ocu-
padas por los pueblos indígenas.

También es importante señalar que 75% 
de la superficie del estado de Oaxaca es 
propiedad social, es decir, pertenece a co-
munidades, ejidos y colonias agrícolas. A su 
vez, del total de ésta, tres cuartas partes son 
tierras comunales y el resto son ejidales. En 
la entidad existen 1 636 núcleos agrarios, con 
765 comunidades y 871 ejidos, con población 
tanto indígena, como mestiza (CIEDD, 2013).

Las actividades industriales como la (mine-
ría, generación, transmisión y distribución de 
energía eléctrica, suministro de agua y de gas 
por ductos al consumidor final; construcción, 
e industrias manufactureras) se han conside-
rado elementos del desarrollo, sin embargo, 
tratándose del ejercicio de los derechos de los 
pueblos y comunidades indígenas, ese tipo de 
proyectos se han cuestionado debido al inte-
rés de los inversionistas para obtener mayores 
utilidades a costa de la explotación humana y 
el despojo de los bienes naturales indígenas.

En lo que respecta a los proyectos hi-
droeléctricos, la historia destaca los grandes 

mundial (Global Trade Atlas), también fue el segundo ma-
yor exportador de televisores del mundo (Global Trade 
Atlas), primer productor de café orgánico en el mundo 
(Sagarpa-sicde). México representa un potencial para 
la generación de energía eólica de 40 mil MW anuales 
(Laboratorio de Energía Renovable de eu). México es el 
tercer productor de plata en el mundo y representa al-
rededor de 16% de la producción mundial de ese metal 
(Anuario Estadístico de la Minería Mexicana).

impactos sociales, económicos, ambientales 
y culturales que han afectado y afectan a 
los pueblos indígenas, pues mayoritariamen-
te han sido impuestos sin previa consulta, 
violentando sus derechos fundamentales al 
favorecer en primera instancia los intereses 
de grandes empresas trasnacionales y de or-
ganismos financieros de nivel internacional. 
Tal es el caso de la presa Miguel Alemán en 
la región del Papaloapan, en donde se reaco-
modaron aproximadamente 22 000 indígenas 
mazatecos de 86 comunidades, movilizaron 
11 400 nuevos poblados y distribuyeron al 
resto a poblaciones ya establecidas en los es-
tados de Veracruz y Oaxaca. El pueblo de San 
Pedro Ixcatlán quedó aproximadamente 60% 
bajo las aguas; los pueblos de Paso Nacional 
y otros más pequeños quedaron completa-
mente inundados; sin embargo, miles de ma-
zatecos regresaron a las tierras no inundadas 
por la construcción de la presa, con nueva 
configuración económica, política, social 
e ideológica. Más de mil mazatecos de San 
Pedro Ixcatlán fueron llevados a zonas de 
reacomodo, transformando profundamente 
su estructura social, política y económica, 
viéndose obligados a enfrentar históricas 
afectaciones que los han llevado a realizar 
actividades económicas de sobrevivencia, 
sin posibilidades de mejorar sus condiciones 
de pobreza extrema y marginación, basan-
do fundamentalmente su economía en una 
agricultura de subsistencia, con rendimientos 
sumamente bajos y decrecientes; la explota-
ción forestal sólo beneficia a unos cuantos 
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perjudicando gravemente al medio ambiente, 
y otros cuantos se dedican a la pesca. Como 
resultado de lo anterior, buena parte de su 
población en edad laboral se ve obligada a 
emigrar por temporadas a fin de lograr el 
sustento familiar.

Otra situación similar ocurrió con la cons-
trucción de la presa Miguel de la Madrid o 
Cerro de Oro, ordenada mediante decreto 
presidencial de fecha 29 de agosto de 1972, 
con el fin de impedir la inundación de la parte 
baja del Papaloapan, crear un distrito de riego 
y aumentar la generación eléctrica de la veci-
na presa Miguel Alemán. Hacia 1976 inició la 
expropiación de tierras ejidales para el vaso 
de captación. Su periodo de construcción 
duró aproximadamente siete años, de 1981 a 
1988. Para 1990 se llenaba el vaso de la pre-
sa Cerro de Oro y se daba por concluido el 
proceso de reacomodo. Parte de la población 
de la comunidad desplazada de Arroyo Tam-
bor logró ser reacomodada por la Comisión 
del Papaloapan hasta 1991, cuando ya había 
sido inaugurada la presa (mayo de 1989). Ésta 
formaría parte de un sistema de siete presas 
diseñadas para el control de las aguas que 
fluyen en la cuenca del Papaloapan y su fun-
ción principal consistía en ampliar el espejo 
de agua de la presa Temascal para agregar dos 
turbinas de generación eléctrica y controlar 
las inundaciones súbitas que afectaban a ga-
naderos, cañeros y pueblos de la cuenca baja 
del Papaloapan en los estados de Oaxaca y 
Veracruz, ya que la presa se encuentra rodea-
da por las sierras de Zongolica, de Juárez y 

Tuxtepec, así como la vertiente del Golfo. La 
presa Cerro de Oro y la de Temascal están 
unidas, con una cuenca conjunta de casi 70 
000 hectáreas, y la capacidad común de alma-
cenamiento de ambas es de 13 380 millones 
de metros cúbicos.

Ante la construcción de esta presa, entre 
1976 y 1991, diversas comunidades chinante-
cas tuvieron qué reubicarse. Los ejidatarios 
afectados por la construcción solicitaron 86 
hectáreas de tierras en restitución del terreno 
ejidal expropiado para el vaso de la presa, para 
construir 15 poblados con todos los servicios 
básicos y casas con solar para las familias 
reubicadas, así como una carretera con tres 
puentes para atravesar los ríos; dinero por la 
expropiación de sus tierras y por el valor de 
sus casas en La Chinantla, así como implemen-
tación de programas productivos con asesoría 
y capacitación, pero la oferta de indemniza-
ción sólo fue parcialmente cumplida.

Numerosas familias chinantecas que deci-
dieron no desalojar, viven en pequeñas islas 
esparcidas por el vaso del embalse, en las co-
munidades Laguna Escondida, Amado Nervo, 
Nuevo Aguacate y otras, cuyo único medio 
de transporte son lanchas.

La presa Cerro de Oro, como comple-
mento a la presa Presidente Miguel Alemán 
(Temascal), y reguladora de las avenidas del 
Río Tonto, forma un vaso común con la presa 
Temascal y ocupan una superficie de 22 000 
hectáreas, de los municipios de San Lucas 
Ojitlán, San Felipe Usila, Valle Nacional, San 
Juan Lalana, Nuevo Soyaltepec y Jalapa de 
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a Díaz, en los estados de Oaxaca y parte de 
Veracruz (oit, 1999).

Importancia relevante muestran los in-
dicadores de marginación, pobreza y desa-
rrollo humano que identifican a estas pobla-
ciones indígenas como zonas de atención 
prioritaria, ya que presentan graves caren-
cias económicas y sociales que es urgente 
atender para detonar su desarrollo econó-
mico, resarcir el daño e impulsar su creci-
miento mediante proyectos compensatorios 
estratégicos que aprovechen el potencial 
productivo de la región.

Debido a la conflictividad derivada de 
esos proyectos, el Comité desC ha instado al 
Estado mexicano, para que “consulte debida-
mente a las comunidades indígenas y locales 
afectadas” y procurar obtener previamente 
su consentimiento para la toma de decisiones 
sobre esas acciones que afectan sus derechos 
e intereses conforme a lo estipulado por el 
Convenio 169 de la oit.

En conclusión, dicho modelo de desa-
rrollo sólo ha beneficiado a quienes tienen 
la capacidad de inversión a gran escala, que 
provocan el desplazamiento de millones de 
personas, condenándolas a vivir en situacio-
nes de aguda pobreza al despojarles de sus 
medios tradicionales de subsistencia y a cam-
biar radicalmente su forma de vida, además 
de no reconocer los derechos de propiedad 
y posesión de las comunidades indígenas so-
bre las tierras que tradicionalmente ocupan 
ni tampoco garantizar una indemnización 
apropiada, viviendas y tierras alternativas para 

las actividades productivas de los afectados 
a fin de proteger sus derechos económicos, 
sociales y culturales.

En materia de desarrollo e información 
sobre pobreza, debe señalarse la escasez de 
información suficiente y precisa que repor-
te las condiciones actuales de los pueblos y 
comunidades indígenas del estado. Adicional-
mente debe considerarse que históricamente 
estos pueblos han tenido sus propias con-
cepciones y aspiraciones en cuanto al desa-
rrollo, las cuales difieren diametralmente del 
concepto occidental; situación que complica 
el análisis de este rubro al interior de la vida 
y relaciones de esos pueblos.

De acuerdo con el Centro de Información 
Estadística y Documental para el Desarrollo 
(Ciedd), 61.9% de la población del estado de 
Oaxaca vive en situación de pobreza, 23.3% 
en pobreza extrema y 38.6% en la pobreza 
moderada, y 26.1% son vulnerables a caren-
cias sociales, según la medición de 2012 (ver 
tabal 9).

La pobreza es el conjunto de “condicio-
nes de vida de la población a partir de tres 
espacios: el de bienestar económico, el de los 
derechos sociales y el del contexto territo-
rial”, de acuerdo con el Consejo Nacional de 
Evaluación del Desarrollo (Coneval), en el 
cual el primero comprenderá las necesidades 
asociadas a los bienes y servicios que puede 
adquirir la población mediante el ingreso; el 
segundo se integrará a partir de las carencias 
de la población en el ejercicio de sus derechos 
para el desarrollo social y el tercero incorpo-
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Cuadro 9. Indicadores de Pobreza en Oaxaca

MEDICIÓN DE LA POBREZA 2012

INDICADORES PORCENTAJE
MILES DE PER-

SONAS
CARENCIAS 
PROMEDIO

POBREZA    

Población en situación de pobreza 61.1 2,434.6 2.9

 Población en situación de pobreza moderada 38.6 1,518.0 2.4

 Población en situación de pobreza extrema 23.3 916.6 3.8

Población vulnerable por carencias sociales 26.1 1,024.5 2.1

Población vulnerable por ingresos 1.7 65.1 0.0

Población no pobre y no vulnerable 10.3 406.6 0.0

PRIVACIÓN SOCIAL    

Población con al menos una carencia social 88.0 3,459.1 2.7

Población con al menos tres carencias sociales 45.7 1,798.0 3.7

INDICADORES DE CARENCIA SOCIAL    

Rezago Educativo 27.4 1,087.9 3.5

Carencia por acceso a los servicios de salud 20.9 823.4 3.4

Carencia por acceso a la seguridad social 75.7 2,975.0 2.8

Carencia por calidad y espacios en la vivienda 24.6 965.2 3.8

Carencia por acceso a los servicios básicos en la 
vivienda 55.5 2,182.8 3.2

Carencia por acceso a la alimentación 31.7 1,244.6 3.6

BIENESTAR    

Población con ingreso inferior a la línea de bien-
estar mínimo 34.4 1,351.7 3.1

Población con ingreso inferior a la línea de bien-
estar 63.6 2,499.7 2.8

Nota: Prontuario Estadístico del Estado de Oaxaca, Ciedd, Gobierno del Estado de Oaxaca, 2013.
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a rará aspectos que trascienden al ámbito indi-
vidual y que pueden referirse a características 
geográficas, sociales y culturales, entre otras; 
en específico, aquellos asociados al grado de 
cohesión social, así como otros considerados 
relevantes para el desarrollo social.

La población en situación de pobreza 
multidimensional será aquella cuyos ingresos 
sean insuficientes para adquirir los bienes y 
los servicios que requiere para satisfacer sus 
necesidades y presente carencia en al menos 
uno de los siguientes seis indicadores: rezago 
educativo, acceso a los servicios de salud, ac-
ceso a la seguridad social, calidad y espacios 
de la vivienda, servicios básicos en la vivienda 
y acceso a la alimentación (Coneval, 2010).

El concepto de desarrollo social se esta-
blece en uno de los puntos de la Misión de 
la Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol), 
el cual consiste en “lograr la superación de 
la pobreza mediante el desarrollo humano 
integral incluyente y corresponsable, para al-
canzar niveles suficientes de bienestar”.

3.8 Derecho al trabajo

El derecho al trabajo es fundamental y reco-
nocido en diversos instrumentos internacio-
nales, dentro de ellos el Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Cultura-
les. El Comité desC, ha señalado que:

El derecho al trabajo es esencial para la 
realización de otros derechos humanos y 
constituye una parte inseparable e inhe-

rente de la dignidad humana. Toda persona 
tiene el derecho a trabajar para poder vivir 
con dignidad. El derecho al trabajo sirve, al 
mismo tiempo, a la supervivencia del indivi-
duo y de su familia y contribuye también, en 
tanto que el trabajo es libremente escogido 
o aceptado, a su plena realización y a su re-
conocimiento en el seno de la comunidad 
(CdesC, 2006, párr. 1).

El derecho al trabajo considera dos di-
mensiones, una individual y otra colectiva. En 
ese sentido, el Comité desC ha señalado que 
la dimensión colectiva es la que considera “el 
derecho de toda persona a condiciones de 
trabajo equitativas y satisfactorias, en especial 
la seguridad de las condiciones de trabajo” y 
la dimensión colectiva considera “el derecho a 
fundar sindicatos y a afiliarse al sindicato de su 
elección, así como el derecho de los sindicatos 
a funcionar libremente” (desC, 2006, párr. 2).

Sin embargo, las políticas públicas sociales 
y económicas que regulan el derecho al tra-
bajo y a su justa remuneración, en su gran 
mayoría no son consideradas ni por los go-
biernos ni por la iniciativa privada, derivando 
en graves violaciones que atentan contra la 
dignidad de la persona, provocando pobreza y 
marginación, y ocasionando que los derechos 
humanos sean vulnerados causando graves 
daños sociales como la delincuencia, farma-
codependencia, inseguridad y asesinatos, en-
tre otros.

Actualmente, los pueblos indígenas están 
claramente asociados a la pobreza. Un estu-
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dio del Banco Mundial sobre Pueblos Indíge-
nas, Pobreza y Desarrollo Humano en América 
Latina: 1994-2004 señala que:

Ser indígena es un fuerte determinante para 
ser pobre: una persona indígena tiene un 
57% de probabilidad de vivir en la extrema 
pobreza comparada con una probabilidad 
del 16% para el resto de la población; tam-
bién han sido estigmatizados bajo el este-
reotipo de atraso e ignorancia, tanto en el 
presente como en la construcción histórica 
del país, construyéndose en la sociedad ca-
racterísticas de marginación y segregación 
ocupacional que han orillado a los pueblos 
indígenas a la pobreza económica y por 
ende a la discriminación en todas sus mani-
festaciones (Gallardo Vásquez, 2007).

A pesar de los reportes presentados por 
nuestro país en 2005, 2006 y 2010 sobre los 
odm, no existe información desagregada que 
permita analizar los tipos de trabajo que rea-
lizan las personas indígenas ni sus ingresos 
por realizarlos, ya que las Secretarías de Eco-
nomía, de Trabajo y Previsión Social, así como 
la Cdi, por conducto del ineGi, sólo informan 
el número de población económicamente 
activa (pea) por municipio. De igual manera, 
la Secretaría de Agricultura, Ganadería, De-
sarrollo Rural, Pesca y Alimentación, Sagarpa, 
en el sector agrícola sólo menciona cuántas 
toneladas de determinado cultivo se produje-
ron, pero no señala el ingreso que se obtuvo 
y el destino de las cosechas; y en el sector 

ganadero sucede lo mismo: se menciona el 
número de cabezas de ganado, vientres o 
producción avícola y de otras especies con 
las que cuentan o que desarrollan en los mu-
nicipios, pero se desconoce el destino y el 
valor económico que representan.

En ese sentido, sólo se conocen los índices 
y grados de marginación, desarrollo humano 
y de pobreza en el nivel municipal, los cuales 
ya se han mencionado, sin precisar la situa-
ción específica que viven los pueblos y comu-
nidades indígenas.

3.9 Migración

La migración es un fenómeno mundial, cons-
tante y dinámico, que en Oaxaca básicamen-
te tienen como estrategia de sobrevivencia 
amplios sectores de la población rural bási-
camente, debido a la falta de capacidad del Es-
tado para ofrecer oportunidades de empleo 
que generen ingreso y bienestar a las familias.

La Organización Internacional para las 
Migraciones (oim, 2010) define la migración 
como el movimiento de una persona o grupo 
de personas de una unidad geográfica hacia 
otra a través de una frontera administrativa 
o política con la intención de establecerse 
de manera indefinida o temporal en un lugar 
distinto a su lugar de origen. El ineGi (2010) la 
establece como “el cambio de residencia de 
una o varias personas de manera temporal o 
definitiva, generalmente con la intención de 
mejorar su situación económica así como su 
desarrollo personal y familiar”.
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a El ejercicio de los derechos humanos de 
las personas migrantes se encuentra garan-
tizado en:

l La Declaración de las Naciones Unidas 
sobre Derechos de los Pueblos Indí-
genas, establece en su artículo 2 que 
los pueblos y las personas indígenas 
son libres e iguales a todos los demás 
pueblos y personas, por lo tanto, tienen 
derecho a no ser objeto de ningún tipo 
de discriminación en el ejercicio de sus 
derechos, en particular, la fundada en su 
origen o identidad indígenas.

l El Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, en 
su artículo 2, numeral 2, dispone que 
“todos los Estados partes del Pacto, se 
comprometen a garantizar el ejercicio 
de los derechos que en él se enuncian, 
sin discriminación alguna por motivos 
de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opinión política o de otra índole, origen 
nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición 
social”.

l La Cpeum, apartado B, fracción VIII, del 
artículo 2, se señala que el Estado debe 
“Establecer políticas sociales para pro-
teger a los migrantes de los pueblos 
indígenas, tanto en el territorio nacional 
como en el extranjero”.

l La Constitución Política de la entidad, 
en su artículo 12, párrafo 27, se propone 
establecer el deber al estado de Oaxaca 

de brindar asistencia integral a las y los 
migrantes y sus familias; fortalecer las 
diversas manifestaciones de identidad 
cultural de la población migrante en sus 
lugares de destino; propiciar acciones 
que fortalezcan la vinculación familiar y 
comunitaria; y prohibir la discriminación 
motivada por condición migratoria. Y en 
su artículo 16, apartado A, reconoce a la 
población migrante el derecho de parti-
cipación y representación política en la 
vida comunitaria y en el contexto estatal. 
Dicha participación, en el ámbito comu-
nitario y municipal, deberá atender el 
contexto específico de cada una de ellas, 
en particular, atendiendo las demandas 
y aspiraciones de participación y repre-
sentación de las personas migrantes, de 
conformidad con sus sistemas normati-
vos. Su fracción XV, apartado B, establece 
la obligación del estado de promover 
políticas públicas, programas y proyectos 
que garanticen los derechos económicos, 
sociales, culturales y laborales de las y los 
migrantes; así como velar por el respeto 
de sus derechos humanos, quedando to-
talmente prohibida toda discriminación 
motivada por la condición migratoria, en 
congruencia con las disposiciones en la 
materia, establecidas en la Constitución 
Federal y los instrumentos internaciona-
les (sai, 2013, pp. 150-151).

La oim, en su Informe sobre las Migracio-
nes en el Mundo (2010), reconoce que “la 
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migración es una característica integrante del 
mundo contemporáneo, que promueve la ne-
cesidad de centrar la atención en la creación 
de capacidades que permitan a los Estados, y a 
otras partes interesadas, responder a los retos 
que plantea la migración y llevar a cabo una la-
bor de planificación eficaz y sostenible” (OIM, 
Informe sobre las migraciones en el mundo. 
Panorama mundial de la migración, 2010).

Actualmente, se tiene calculado que más 
de 30 millones de personas migran al interior 
del país y se estima que en la mayoría de los 
hogares hay por lo menos un miembro que 
es migrante (Ruíz, 2002). Oaxaca ocupa el lu-
gar nacional 10 con alto grado de intensidad 
migratoria (Conapo, Intensidad migratoria a 
nivel estatal y municipal, 2012), 3.10% de la 
población es emigrante (ineGi, 2010) con un 
rango de edad predominante de las y los mi-
grantes indígenas oaxaqueños es de 18 a 28 
años, sólo en la región Sierra Norte es de 29 
a 39 años; aunque se considera que las edades 
en el presente sean de menores de 18 años y 
mayores de 40 (IOAM, 2009) (ver cuadro 10).

El Conapo (2010), desde el análisis socio-
lógico del tema migración, ha puesto mayor 
énfasis en dar una respuesta desde la visión 
estructural e individual de sus causas. La pri-
mera enfatiza las condiciones económicas y 
sociales de los lugares de origen y destino, en 
especial las relaciones sociales y de produc-
ción prevalecientes en el campo, como lugar 
origen de la migración y qué propicia el éxo-
do de la población. En la segunda se hacen re-
levantes las aportaciones sobre motivaciones 

objetivas como falta de trabajo, las subjetivas 
como la atracción social y cultural de la ciu-
dad; y psicosociales basados en la cultura de 
valores e ideologías modernas (p. 18).

A pesar de su respaldo jurídico, los pue-
blos indígenas de Oaxaca se encuentran vul-
nerables ante toda gama de factores sociales, 
económicos, políticos y ecológicos que afec-
tan sus derechos humanos. Sin alternativas 
económicas viables en las zonas rurales, se 
sienten atraídos por la posibilidad de encon-
trar trabajo y dinero en un entorno urbano 
local o extranjero –con mayor presencia en 
Estados Unidos de América–18; otros emigran 
ante el despojo de sus tierras o como conse-
cuencia del desplazamiento causado por con-
flictos de orden social, económico o político.

El dinamismo de ese fenómeno respon-
de a la necesidad de ciudadanos indígenas 
que deciden emigrar con el fin de mejorar 
sus condiciones de vida y acceder a mejo-
res oportunidades de crecimiento para sus 
familias, ven la migración como un mecanis-
mo para solventar la baja entrada de dinero 
a las economías familiares y comunitarias, así 
como una vía decisiva para la subsistencia de 
muchas comunidades, especialmente aquellas 
situadas en las regiones de la Mixteca, Sierra 
Norte y los Valles Centrales de Oaxaca.

Esos factores han influido para la emigra-
ción de aproximadamente 150 000 oaxaque-

18  En 2009, el ineGi planteó una tasa del 21. 6 de la po-
blación total en el estado que había emigrado a Estados 
Unidos de América.
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a Cuadro 10. Municipios indígenas de Oaxaca con alta intensidad migratoria  
a los Estados Unidos (2010)

MUNICIPIO DISTRITO PUEBLO INDÍGENA

LUGAR QUE OCUPA EN EL 
CONTEXTO NACIONAL 
DE UN TOTAL DE 2,456 

MUNICIPIOS

San Juan Quiahije Juquila Chatino 1

San Bartolomé Quia-
lana Tlacolula Zapoteco 2

San Pedro Yolox Ixtlán Chinanteco 4

San Pablo Tijaltepec Tlaxiaco Mixteco 6

San Lucas Quiaviní Tlacolula Zapoteco 8

San Juan Quiotepec Ixtlán Chinanteco 9

Santa María Temax-
caltepec Juquila Chatino 18

Santiago Yaitepec Juquila Chatino 39

Magdalena Teitipac Tlacolula Zapoteco 41

San Miguel Chicahua Nochixtlán Mixteco 48

San Martín Peras Zaachila Mixteco 49

San Juan Mixtepec 
(Dtro. 8) Juxtlahuaca Mixteco 53

San Francisco Ozo-
lotepec Miahuatlán Zapoteco 82

San Miguel Ahuehue-
titlán Silacayoapan Mixteca 87

Mesones Hidalgo Putla Mixteco 89

Santa Inés del Monte Zaachila Mixteca 92

Santiago Matatlán Tlacolula Zapoteco 124

Santa Inés Yatzeche Zimatlán Zapoteco 125

San Juan Lachao Juquila Chatino 162

Ixpantepec Nieves Silacayoapan Mixteco 170

Nota: Conapo, 2012.
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ños hacia los estados del norte de México 
y Estados Unidos, empleados en las zonas 
agrícolas de los estados de Sinaloa, Sono-
ra, Jalisco y Morelos, en donde trabajan 
como jornaleros en las plantaciones de 
hortalizas y cultivos de floricultura; en la 
región de San Quintín, en Baja Califor-
nia; Chihuahua; y en Tamaulipas prestan 
sus servicios en las maquiladoras con la ex-
pectativa de trasladarse a la Unión Americana 
como indocumentados y empleándose en los 
trabajos más despectivos y menos remunera-
dos, en los cuales son sujetos a relaciones de 
explotación por su misma calidad de ilegales 
y sujetos a pésimas condiciones de trabajo, 
sin seguridad social, con grandes riesgos para 
su integridad física y moral debido a los malos 
tratos y abusos de sus empleadores (COMI.
aC, 2013).

Muchos otros indígenas optan por migrar 
para trabajar en la construcción, fábricas y co-
mercio de artesanías en las principales ciudades 
y destinos turísticos como la misma capital del 
estado, Acapulco, Estado de México, Guadala-
jara, Monterrey, México d.f., desgraciadamente 
muchos terminan mendigando en la calle.

Así mismo, grandes cantidades de in-
dígenas oaxaqueños migrantes logran 
cruzar a Estados Unidos para trabajar en 
la agricultura, jardinería, empacadoras de 
carne, restaurantes y otros empleos, y ra-
dican en Los Ángeles, San Diego, en Ca-
lifornia; Oregón; Atlanta; Georgia; Nueva 
Jersey y Nueva York (IOAM, 2009).

Gráfico 4. Ámbitos laborales de las y los 
migrantes indígenas en Estados Unidos

Servicios 
40%

Agropecuario 
40%

Industria 
20%

Nota: Diseño propio, con datos del Institu-
to Oaxaqueño de Atención al Migrante (2013). 

Las personas que han decidido emigrar 
de su comunidad de origen ponen en riesgo 
su integridad física y moral debido a que se 
exponen a malos tratos y abusos por parte 
de las personas que fungen como “polleros”, 
y a quienes les pagan por cruzar la frontera. 
Nada es seguro en el traslado, de tal caso que 
la extinta en 2002 Coordinación Estatal de 
Atención al Migrante, consideraba en sus es-
tadísticas que en promedio diariamente mue-
re un migrante sólo en el intento de pasar de 
México a Estados Unidos.

En gran parte de 2013, los estados ame-
ricanos de Arizona, Texas y California se han 
convertido “en el cementerio de por lo me-
nos 15 migrantes oaxaqueños –14 hombres 
y una mujer—, quienes murieron cuando 
intentaban llegar a Estados Unidos; muchos 
de ellos por causas de deshidratación, aho-
gamiento, accidentes automovilísticos, homi-
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a cidio, y en otros casos aún se investigan los 
factores. El número de decesos es igual los 
del año 2012” (Matías, 2013).

Los migrantes indígenas oaxaqueños están 
sujetos a constantes violaciones a sus dere-
chos humanos, por su calidad migratoria se 
ven obligados a permanecer en la clandestini-
dad, lo cual los ubica en un estado de indefen-
sión y los hace presa de múltiples abusos por 
parte de autoridades deshonestas, o víctimas 
de bandas de la delincuencia organizada, ex-
plotadores, policías y agentes mexicanos co-
rruptos (Binford, 2000).

A su regreso, las y los migrantes, por la 
dinámica desarrollada en el estado o país de 
residencia, tienden a no permanecer mucho 
tiempo en la comunidad; algunos migran a la 
ciudad más cercana o al centro y norte del 
país, otros regresan a Estados Unidos. Eso 
causa el abandono del campo y áreas rurales, 
la pérdida de algunas tradiciones culturales 
como el tequio; son afectados ya que existen 
conflictos culturales entre padres e hijos, la 
pérdida del idioma, el abandono de estudios 
para emigrar a otras ciudades con un estilo 
de vida diferente. Otros regresan a sus co-
munidades ya experimentados con las drogas, 
involucrados en pandillas o con enfermeda-
des de transmisión sexual, como el Vih/sida, 
herpes genital y virus de papiloma humano.

4 RECOMEN-
DACIONES 
 
 

l Armonizar la Constitución Política del Es-
tado Libre y Soberano de Oaxaca con la 
Reforma Constitucional Federal de junio 
de 2011.

l Se retome y apruebe la iniciativa de Re-
formas Constitucionales en Materia de 
Pueblos Indígenas, para garantizar el reco-
nocimiento, la protección y la promoción 
de los derechos de los pueblos indígenas.

l Incorporar el derecho a la consulta de los 
pueblos y comunidades indígenas, en el 
marco constitucional estatal, como meca-
nismo de garantía del derecho al territorio, 
libre determinación y desarrollo.

l Establecer en las leyes en materia de tele-
comunicaciones y radiodifusión el derecho 
que tienen los pueblos y comunidades in-
dígenas a administrar, adquirir y operar sus 
medios de comunicación. Garantizando la 
disponibilidad de frecuencias, el acceso a 
recursos y programación indígena en me-
dios comunitarios, públicos y comerciales.

l Promover de manera conjunta entre las 
instancias del ejecutivo estatal y el Con-
greso del Estado de Oaxaca, la realización 
de consultas a todos los pueblos indígenas 
de la entidad, a fin de consensuar con ellos 
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Asimismo deberá ser culturalmente ade-
cuado, retomando las necesidades de pue-
blos y comunidades indígenas.

l El Instituto Estatal de Educación Pública 
de Oaxaca debe instaurar programas de 
formación, capacitación y actualización 
constante hacia el personal docente, aten-
diendo las carencias en aspectos meto-
dológicos, con objetivo de fortalecer los 
conocimientos especializados y manejo de 
nuevas tecnologías que faciliten la inser-
ción de los estudiantes en el dominio del 
conocimiento local y universal.

l El Instituto Oaxaqueño Constructor de 
Infraestructura Física y Educativa (ioCi-
fed), en coordinación con las autoridades 
municipales de los pueblos y comunida-
des indígenas, deberá priorizar el tema de 
infraestructura, ya que a la fecha existen 
instituciones educativas (educación prees-
colar, primaria, secundaria, bachillerato y 
licenciatura), que no cuentan con instala-
ciones propias y/o adecuadas.

l Establecer estrategias educativas para la 
preservación y difusión de las lenguas indí-
genas que están sometidas a condiciones de 
existencia, situación que es de extrema gra-
vedad y emergencia para el ixcateco, zoque, 
chocholteco, amuzgo, chontal, así como una 
decena de variantes lingüísticas del mixteco 
y zapoteco, entre otras, cuya pervivencia 
depende de una acción concertada e inte-
gral de toda la sociedad y el Estado.

l Diseñar estrategias para la defensa y pro-
tección de las y los migrantes oaxaqueños 

la elaboración de proyectos legislativos 
que reconozcan, protejan y promuevan sus 
derechos humanos.

l Adoptar el Protocolo de Ecuador para que 
toda obra, acción o proyecto de inversión, 
sea consultado y aprobado por la comuni-
dad, pueblo o localidad.

l Retomar las propuestas contenidas en la 
iniciativa de reforma a la constitución polí-
tica del estado libre y soberano de Oaxaca, 
en relación con la representación política 
de los pueblos y comunidades indígenas 
del estado.

l Estructurar un sistema estatal de informa-
ción. La información desagregada servirá 
para dar seguimiento a la política pública 
en materia de atención a pueblos indíge-
nas.

l Difusión amplia de la legislación en materia 
de pueblos indígenas en todos los ámbi-
tos institucionales en el estado de Oaxaca. 
Toda vez que el Convenio 169 de la oit 
ha sido ratificado por nuestro país, es de 
suma importancia impulsar su efectiva apli-
cación en el ámbito oaxaqueño, mediante 
su adecuada difusión (en forma bilingüe) a 
todos los pueblos y comunidades indíge-
nas de la entidad y desde luego, a través de 
la capacitación de los servidores públicos 
de los tres órdenes de gobierno y los inte-
grantes de los poderes legislativo y judicial.

l Fortalecer institucionalmente el sistema 
de educación bilingüe intercultural en el 
estado y dotarlo de recursos suficientes 
para cumplir eficientemente sus objetivos. 
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a indígenas fuera del país, de tal manera que 
sus derechos humanos no sean violados 
en el tránsito o permanencia en su lugar 
de destino; así como establecer políticas 
en las cuales se promuevan el desarrollo 
de los lugares de origen para disminuir no 
sólo la migración, sino los niveles de po-
breza y marginación.

l Intensificar esfuerzos para asegurar que 
todos los migrantes oaxaqueños indígenas 
y sus familiares sean tratados sin discrimi-
nación en los lugares donde radiquen.

l Realizar un análisis y evaluación de los pro-
gramas sociales federales y estatales que 
permitan medir el impacto que han presen-
tado en pueblos y municipios indígenas, en 
los ámbitos de derechos humanos, econó-
mico, desarrollo, así como equidad de gé-
nero y violencia hacia las mujeres indígenas.

l Que el estado respete el derecho de los 
pueblos indígenas a la libre determinación 
sobre medidas relacionadas al cambio cli-
mático, como las de mitigación y adapta-
ción en sus tierras y territorios.

l Transparentar el presupuesto asignado a 
programas sociales para atender a los pue-
blos y comunidades indígenas, tanto para 
el desarrollo, como para la atención de los 
procesos de legalidad, derecho e intercul-
turalidad.

l Gestionar la defensa, implementación y 
promoción de programas sociales que for-
talezcan las actividades económicas de las 
comunidades indígenas, así como el cultivo 
del maíz nativo.

l Solicitar a las instancias correspondientes 
que las políticas internacionales no condi-
cionen los programas sociales de carácter 
nacional que impiden que pueblos y comu-
nidades indígenas definan la aplicación de 
recursos conforme a los sistemas norma-
tivos y necesidades propias.

l Que el Gobierno del Estado y el Congreso 
ejerzan sus funciones de fiscalización para 
garantizar que los recursos asignados a los 
ayuntamientos se apliquen en las localida-
des y comunidades indígenas.

l Que el estado garantice que las mujeres ni-
ñas, niños, adolescentes y jóvenes indígenas 
y afromexicanos tengan acceso a protec-
ción integral y una vida libre de violencia, así 
como el ejercicio y acceso pleno a los dere-
chos a la vida, alimentación, integridad física 
y emocional, preservación de su identidad, 
desarrollo integral, educación comunitaria, 
indígena e intercultural y a la participación 
en todos los ámbitos, con perspectiva de 
género, en condiciones de no discrimina-
ción, no subordinación y trato igualitario.

l Capacitar a las funcionarias y los funciona-
rios públicos en los temas de derechos de 
los pueblos indígenas, derechos humanos 
de las mujeres y derechos humanos de las 
niñas, niños y Adolescentes para garantizar 
su ejercicio y respeto.

l Que el Gobierno del Estado de Oaxaca 
genere mecanismos de coordinación, mo-
nitoreo y evaluación de la política pública 
en materia de derechos de los pueblos in-
dígenas, derechos humanos de las mujeres 



89

y derechos humanos de las niñas, niños y 
adolescentes.

l Respetar los derechos colectivos de las 
comunidades y pueblos indígenas recono-
cidos en el Convenio 169 y en la Declara-
ción de Naciones Unidas sobre Derechos 
de los Pueblos Indígenas.

l Declarar el territorio del estado como 
centro de origen del maíz, así mismo, no 
permitir la siembra experimental y piloto, 
ya que son un paso previo para la siembra 
comercial de maíz transgénico en el terri-
torio del estado.

l Fortalecer la práctica de diversos agricul-
tores consistente en almacenar, resembrar 
e intercambiar semillas que contribuyen a 
la biodiversidad agrícola y no limitar dichas 
prácticas como se plantea en la Ley de 
Bioseguridad y Organismos Genéticamen-
te Modificados.

l Que el Congreso del Estado de Oaxaca 
etiquete presupuestos suficientes en ma-
teria de derechos humanos, pueblos indí-
genas, derechos humanos de las mujeres 
y derechos humanos de las niñas, niños y 
adolescentes.

l Generar transparencia y rendición de 
cuentas en la asignación de recursos, tanto 
para instancias estatales, descentralizadas, 
como órganos autónomos para que pue-
dan desarrollar sus funciones en materia 
de derechos humanos, pueblos indígenas, 
equidad e igualdad sustantiva de género, 
y derechos humanos de las niñas, niños y 
adolescentes.

l Establecer políticas públicas que respeten 
la biodiversidad que existe en el estado de 
Oaxaca y su relación con los pueblos y co-
munidades indígenas.

l Revisar la política de inversión en el caso 
de violaciones a derechos de pueblos in-
dígenas y establecer principios de repara-
ción del daño y vigencia de derechos.

l Que el Gobierno del Estado, a través de 
las instancias competentes, realice estu-
dios evaluativos de los impactos ambien-
tales, sociales y culturales causados por las 
industrias extractivas y megaproyectos en 
los pueblos indígenas. Estos estudios de-
berán tomar en cuenta las prácticas de las 
empresas que operan en tierras y territo-
rios de los pueblos indígenas, destacando 
tanto aspectos positivos, como negativos, 
o que potencialmente lo sean.

l Que el estado adopte normas de transpa-
rencia en la información respecto de las 
concesiones mineras, forestales, títulos de 
agua y las que derivan de las leyes secun-
darias.

l Respecto de la aplicación de las normas 
del derecho indígena y en otras instancias 
de impartición de justicia deberá promo-
verse el respeto a los derechos humanos 
que se encuentran incluidos en los están-
dares internacionales y en el marco jurídi-
co nacional, haciendo especial énfasis en lo 
que se refiere a salvaguardar los derechos 
de las mujeres indígenas.

l Con fundamento en el pluralismo jurídico, 
la Defensoría de los Derechos Humanos 
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a del Pueblo de Oaxaca deberá promover 
que las autoridades de los tres órdenes de 
gobierno reconozcan, respeten y apoyen 
tanto a las instancias de impartición de 
justicia, como a los policías comunitarios 
y las formas propias de brindar atención a 
los conflictos.

l Que la Defensoría de los Derechos Hu-
manos del Pueblo de Oaxaca verifique el 
cumplimiento de los derechos humanos, 
emita las recomendaciones pertinentes y 
coadyuve al respeto y defensa de los mis-
mos.

l Garantizar y fortalecer los sistemas nor-
mativos indígenas, en un plano de igualdad 
con el sistema jurídico estatal, en el marco 
del pluralismo jurídico.
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